BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.

ESCRITO INICIAL DE DEMANDA

EXPEDIENTE:________

C. JUEZ DE LO CIVIL EN TURNO DEL

DISTRITO FEDERAL.

NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del Instrumento Notarial número 47,050 –cuarenta y siete mil cincuenta-, documento que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en la calle Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando conforme a lo dispuesto por el artículo 112, párrafo cuarto del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, TANIA KARLA BAUTISTA TERÁN con Cédula Profesional 5511851; así como al Pasante en derecho VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ, con Carta de Autorización de Pasante número 72386; autorizando conforme al penúltimo párrafo del precepto legal antes invocado, a los pasantes de derecho LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE y MARIANA CARRION VALENCIA, ante Usted con el debido respecto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito y en la VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA, vengo a ejercer la ACCIÓN REAL HIPOTECARIA en contra de MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES, MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL, con relación al predio número siete de la privada Lago Gascasónica o sea el predio número siete de la privada Lago Gascasónica, o sea el lote Dos Bis del Fraccionamiento del predio El Corral, ubicado en la quinta calle del Lago Gascasónica, en la Delegación Tacuba, Distrito Federal, así como la casa habitación construida sobre dicho terreno y marcada con el número 12 –doce- de la calle cerrada Lago Gascasónica, Colonia Altamirano, Tacuba, Distrito Federal.

A efecto de emplazar a juicio a los codemandados, señalo como su domicilio el ubicado en la calle Lago Gascasónica, también conocida como cerrada o privada de Lago Gascasónica número 12 -doce-, Colonia Huichapan, Delegación Miguel Hidalgo en México Distrito Federal, también conocido como calle y/o cerrada y/o privada Lago Gascasónica número 12 -doce-, Colonia Altamirano, Tacuba, México Distrito Federal; de quienes reclamo las siguientes:
PRESTACIONES
A) La declaración del vencimiento anticipado de las obligaciones a cargo de la parte acreditada y garantes hipotecarios hoy codemandados, derivadas del Contrato de Apertura de Crédito Simple con  Garantía Hipotecaria, que consta en la escritura pública número 24,254 –veinticuatro mil doscientos cincuenta y cuatro-, de fecha 13 –trece- de diciembre de 2005 –dos mil cinco-, pasada ante la fe del Notario Público número 56 –cincuenta y seis- del Estado de México, Licenciada María Guadalupe Alcalá González; instrumento notarial que constituye el documento base de la presente acción.

B) El pago de la cantidad de $573,219.51 (Quinientos setenta y tres mil doscientos diecinueve pesos 51/100 M.N.), por concepto de suerte principal, tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
C) El pago de la cantidad de $34,902.99 (Treinta y cuatro mil novecientos dos mil pesos 99/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios generados del día 04 de marzo de 2009, al día 03 de agosto de 2009, conforme a lo pactado en la cláusula octava del documento materia del presente juicio; más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que serán cuantificados en ejecución de sentencia; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
D) El pago de la cantidad de $2,101.45 (Dos mil ciento un pesos 45/100 M.N.), por concepto de intereses moratorios generados del día 04 de abril de 2009, al día 03 de agosto de 2009, de conformidad con lo pactado en la cláusula novena del documento materia de la presente litis; más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que serán cuantificados en ejecución de sentencia; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
E) El pago de la cantidad de $4,306.94 (Cuatro mil trescientos seis pesos 94/100 M.N.), por concepto de impuesto al valor agregado (IVA) sobre la cantidad  de intereses ordinarios reclamados en la prestación “C” del presente escrito, tal y como se desprende de la cláusula Décima Tercera del documento base de la acción, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  
F) El pago de la cantidad de $268.84 (Doscientos sesenta y ocho pesos 84/100 M.N.), por concepto de impuesto al valor agregado (IVA) sobre la cantidad  de intereses moratorios reclamados en la prestación “D” del presente libelo, tal y como se desprende de la cláusula Décima Tercera del documento base de la acción, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  

G) El pago de la cantidad de $1,341.33 (Mil trescientos cuarenta y un pesos 33/100 M.N.), por concepto de primas de seguro, según lo pactado en la cláusula Décima Sexta del contrato base del presente negocio; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
H) El pago de la cantidad de $1,938.06 (Mil novecientos treinta y ocho pesos 06/100 M.N.), por concepto de comisiones, de conformidad con lo pactado en la cláusula Décima Primera del contrato base del presente negocio; así como también se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
I) El pago de la cantidad de $290.71 (Doscientos Noventa pesos 71/100 M.N), por concepto del impuesto al valor agregado (IVA) respecto del importe de las comisiones referidas en la prestación inmediata anterior; tal y como se pactó en la cláusula Décima Tercera, del contrato base del presente negocio, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  
J) El pago de gastos y costas que se generen con motivo de la tramitación del presente juicio.

Fundo la presente demanda, en los siguientes hechos y consideraciones de derecho.

HECHOS


1.- Con fecha 13 de diciembre de 2005, mi representada celebró contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, con la Señora María Guadalupe Espinosa Torres en su carácter de parte acreditada, así como los Señores María Luisa Torres Aguilar, quien también utiliza el nombre de María Luisa Torres de Espinosa y Carlos Ignacio Espinosa Gil, estos dos últimos en su carácter de Garantes Hipotecarios, tal y como se acredita con el Primer Testimonio de la escritura pública número 24,254 – Veinticuatro mil doscientos cincuenta y cuatro-, pasada ante la fe del Notario Público número 56 del Estado de México, Licenciada María Guadalupe Alcalá González, mismo que adjunto al presente libelo como ANEXO DOS, siendo éste el documento base de la presente acción.

2.- Según consta en la cláusula “PRIMERA” del documento base de la acción, mi representada otorgó a la parte acreditada hoy codemandada, un crédito bajo la forma de apertura de crédito simple, mismo que se integró por las siguientes cantidades: (i) Hasta por la cantidad de $600,000.00 –seiscientos mil pesos 00/100 m.n.-; (ii) La cantidad de $18,000.00 –dieciocho mil pesos 00/100 m.n.- por concepto de comisión por apertura y (iii) La cantidad de $2,700.00 –dos mil setecientos pesos 00/100 m.n.- por concepto de IVA generado por la comisión antes referida.


Cabe precisar que la comisión antes citada y el iva sobre la misma fueron financiadas por mi poderdante y por ende formarían parte integra de los 180 pagos mensuales que se estipularon en el básico de la acción.

De igual forma, en la cláusula en cita se estipuló que el monto del crédito podría aumentarse con las cantidades que mi representada llegara a erogar por concepto de pago de primas de seguro, mismas que se denominan accesorios.


3.- Puede ser visto en la cláusula “SEGUNDA” del documento base de la acción, que la parte acreditada hoy codemandada dispuso del monto del crédito en un solo acto.


4.- En la cláusula “CUARTA” del documento base, se estipuló que el plazo del contrato sería de 15 años, iniciando el día 14 de diciembre de 2005, para concluir el día 13 de diciembre de 2020.

5.- El deudor se obligó a rembolsar a mi mandante el importe del crédito otorgado, mediante 180- ciento ochenta- amortizaciones mensuales y consecutivas en el domicilio de mi poderdante; tal y como se desprende de cláusula “QUINTA” del contrato de marras.

6.- En la cláusula “SEXTA” del contrato base de la presente acción, el deudor se obligó a pagar a la institución moral a la que represento, el importe del crédito otorgado así como sus respectivos intereses y accesorios, mediante  180 -ciento ochenta- pagos mensuales y consecutivos; mismos que se debieron de haber realizado los días 3- tres -de cada mes, siendo el primero de los mencionados, el día 3 –tres- de enero de dos mil seis, pagos que se debían de haber efectuado en el domicilio de mi poderdante.

De lo anterior se desprende y acredita de forma fehaciente, que el demandado se encontraba obligado a pagar puntualmente los días tres de cada mes en el domicilio de mi representada el importe del crédito otorgado, así como al pago de intereses y accesorios, situación que en el caso concreto no aconteció, en virtud de que mi contraria incumplió con su obligación de pago por lo que respecta al crédito concedido, a partir del día tres de abril del año dos mil nueve; tal y como se aprecia del estado de cuenta  debidamente certificado por el Contador Público facultado, Orel Salinas Hinojosa, documento que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES; razón por la cual se le demanda el pago de las prestaciones referidas en el capítulo respectivo.

7.- Asimismo, el acreditado hoy enjuiciado se obligó a pagar a mí representada, intereses ordinarios sobre saldos insolutos mensuales de la suma ejercida a la tasa anual fija del 14.50%; tal y como se convino en la cláusula “OCTAVA”, misma que en su parte conducente a la letra dice:
“OCTAVA.- TASA DE INTERES ORDINARIO.- LA PARTE ACREDITADA SE OBLIGA A PAGAR A EL BANCO, INTERESES ORDINARIOS SOBRE SALDOS INSOLUTOS MENSUALES DE LA SUMA EJERCIDA, A LA TASA ANUAL FIJA  DEL 14.50% (CATORCE PUNTO CINCUENTA POR CIENTO).

LOS INTERESES SE CALCULARÁN DIVIDIENDO LA TASA DE INTERES ORDINARIO ENTRE LA BASE DE TRESCIENTOS SESENTA DIAS POR AÑO Y MULTIPLICANDO EL RESULTADO POR 30.40 –TREINTA PUNTO CUARENTA- Y SE CAUSARA SOBRE SALDOS INSOLUTOS…...
LOS INTERESES SERAN PAGADEROS POR MENSUALIDADES VENCIDAS, EN EL DOMICILIO DE “EL BANCO” EL DIA 3- TRES- DE CADA MES, SIENDO EL PRIMER PAGO EL DIA 3 –TRES- DE ENERO DE DOS MIL SEIS.” 

En virtud de lo anterior, los codemandados se encontraban obligados a pagar a mi representada los intereses ordinarios de forma mensual, situación que en el caso concreto no aconteció, ya que mi contraria dejó de cumplir con sus obligaciones consignadas en el contrato materia de la litis, con relación al pago de los intereses ordinarios a partir del día cuatro de marzo de dos mil nueve, tal y como se acredita del estado de cuenta certificado emitido por Contador Público facultado, documento que se exhibe como ANEXO TRES del presente libelo; razón por la cual se le demanda el pago de intereses ordinarios generados a partir de la fecha ya señalada y hasta la total solución del presente juicio.

8.- De igual forma, el deudor se obligó a pagar a mi poderdante, intereses moratorios a razón de la tasa de interés anual que resulte de multiplicar por dos la tasa de interés ordinaria que se obtenga conforme a la cláusula Octava del contrato base de la acción, por cada mes de mora sobre cualquier suma que debiera de pagar y no lo hiciere, situación que se observa del contenido de la cláusula “OCTAVA”, misma que a la letra dice:


“NOVENA.- TASA DE INTERESE MORATORIO.- LA PARTE ACREDITADA SE OBLIGA A PAGAR A EL BANCO, EN EL DOMICILIO DE ESTE, INTERESES MORATORIOS SOBRE CUALQUIER SUMA QUE ESTUVIERE OBLIGADA A CUBRIR CONFORME A ESTE INSTRUMENTO Y NO PAGADA, DESDE EL DÍA DE SU VENCIMIENTO HASTA EL DÍA DE SU PAGO TOTAL, A LA TASA DE INTERES ANUAL QUE RESULTE DE MULTIPLICAR POR DOS, LA TASA DE INTERES ORDINARIO QUE SE OBBTENGA CONFORME A LA CLAUSULA DE TASA DE INTERES ORDINARIO QUE ANTECEDE, CORRESPONDIENTE A CADA UNO DE LOS MESES EN QUE SE ENCUENTRE EN MORA HASTA LA FECHA EN QUE SE REALICE EL PAGO.

En virtud de lo anterior, el demandado se encontraba obligada a pagar a mi representada intereses moratorios para el caso de mora, siendo en el caso concreto que los codemandados deudores incurrieron en mora a partir del día tres de abril de dos mil nueve, razón por la cual a partir del día cuatro de abril de dos mil nueve comenzaron a generarse intereses moratorios a favor de mi representada, derivado del incumplimiento de las obligaciones de pago de los codemandados, tal y como se acredita con el estado de cuenta debidamente certificado, mismo que ya ha sido adjuntado al presente ocurso; razón por la cual se le demanda el pago de los intereses moratorios generados a partir del día cuatro de abril de dos mil nueve y hasta la total solución del presente juicio; tal y como se acredita con el estado de cuenta certificado por el Contador Público Facultado por mi representada.


9.- Según consta en la cláusula “DÉCIMA PRIMERA”, la acreditada hoy codemandada, se obligó a pagar a mi representada en el domicilio de ésta última, una comisión del 3.0% del importe del crédito señalado en la cláusula “PRIMERA” del documento basal, misma que debió de haber cubierto al realizar el reembolso del crédito. Asimismo, se obligó la contraria a pagar a mi poderdante, una comisión por cobranza del 5% sobre cada pago mensual no efectuado.; comisiones que no ha pagado, razón por la cual se le demanda el pago de las mismas.


10.- Dentro de la cláusula “DÉCIMA TERCERA”, se estipuló la obligación de la parte acreditada hoy codemandada, de pagar el Impuesto al Valor Agregado, sin que a la fecha lo haya realizado, razón por la cual se les demanda el pago de la prestación relativa.


11.- Con el contenido de la cláusula “DÉCIMA CUARTA” del documento base de la acción, se acredita de forma fehaciente e idónea, que los codemandados MARÍA LUISA TORRES AGUILAR, quien también utiliza el nombre de MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL, ambos en carácter de Garantes Hipotecarios, constituyeron hipoteca expresa en primer lugar y grado sobre la casa habitación marcada con el número 12 y el terreno sobre el que esta construida marcado con el número 7 de la privada Lago Gascasónica o sea el predio número siete de la privada Lago Gascasónica, o sea el lote 2 bis del Fraccionamiento del predio El Corral, ubicado en la quinta calle del Lago Gascasónica, en Tacuba, Distrito Federal, a efecto de garantizar el pago del crédito, intereses ordinarios, moratorios y demás obligaciones a cargo de la parte acreditada María Guadalupe Espinosa Torres hoy codemandada, derivadas del contrato materia de la presente litis, de la ley o de resoluciones judiciales dictadas a favor de mi representada.


Cabe precisar que la hipoteca comprende el terreno, construcciones, mejoras, accesiones que sobre dicho terreno existan o las que en el futuro pudieran existir sin limitación alguna y se extiende además a los frutos y rentas que el inmueble produzca al hacerse efectivo el crédito, así como los intereses vencidos aún cuando excedan de tres años.


De igual forma se pactó en la cláusula antes referida, que la hipoteca que se constituye permanecerá vigente y subsistente por todo el tiempo que la parte acreditada adeude cualquier cantidad generada con motivo del contrato de marras.


Con lo anterior se acredita, que los codemandados MARÍA LUISA TORRES AGUILAR, quien también utiliza el nombre de MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL, en carácter de Garantes Hipotecarios, se encuentran obligados a responder por el incumplimiento de las obligaciones contraídas por la parte acreditada codemandada, y por ende se les demanda todas y cada una de las prestaciones reclamadas en el presente escrito inicial de demanda.


12.- Dentro de la cláusula “DÉCIMA SEXTA”, se pactó que la acreditada contrataría diversos seguros como son entre otros, seguro de vida e invalidez, seguro contra incendios, explosiones, temblores etc; habiendo convenido de igual forma que para el caso de que la acreditada no contratara los seguros referidos, mi representada los contrataría a nombre de mi contraria, debiendo esta ultima rembolsar  el importe de las mismas, teniendo los codemandados la obligación de pagar las primas respectivas, mismas que han omitido pagar a mi poderdante, tal y como se acredita con el estado de cuenta debidamente certificado realizado por contador público facultado.


Por lo anterior, resulta procedente se les condene al cumplimiento y pago de la prestación respectiva que se demanda.


13.- En otro orden de ideas, las partes pactaron dentro del contrato base de la presente acción, la facultad de mi representada para dar por vencido de forma anticipada el plazo de dicho contrato para el caso de incumplimiento por parte de los codemandados al clausulado del contrato base de la acción y en consecuencia, la parte acreditada y/o garantes hipotecarios hoy codemandados, deben de hacer el pago inmediato del importe total del saldo del crédito, así como cubrir los intereses ordinarios, moratorios y demás accesorios, tal y como se desprende de la cláusula “DÉCIMA SÉPTIMA”, misma que en su parte conducente a la letra dice:


“DÉCIMA SEPTIMA.- VENCIMIENTO ANTICIPADO.- EL BANCO SE RESERVA LA FACULTAD DE DAR POR VENCIDO ANTICIPADAMENTE EL PLAZO FIJADO EN LA CLÁUSULA DE PLAZO DEL CONTRATO, Y EN CONSECUENCIA “ LA PARTE ACREDITADA” DEBERÁ HACER EL PAGO INMEDIATO DEL IMPORTE DEL SALDO DEL CRÉDITO, INTERESES ORDINARIOS, MORATORIOS, GASTOS Y DEMÁS ACCESORIOS LEGALES, SI LA PARTE ACREDITADA, FALTARE AL CUMPLIMIENTO DE CUALESQUIERA DE LAS OBLIGACIONES CONTRAÍDAS EN ESTE CONTRATO, O EN LOS CASOS EN QUE LA LEY ASÍ LO PREVIENE, O EN LOS SIGUIENTES SUPUESTOS:

A) SI LA “PARTE ACREDITADA”, DEJARA DE CUBRIR UNO O MAS DE LOS PAGOS MENSUALES DE CAPITAL O DE INTERESES ESTIPULADOS…

Por lo anterior, y en virtud de que los codemandados han incumplido con más de uno de los pagos mensuales a los que se encuentran obligados a cubrir, resulta procedente declarar el vencimiento anticipado del contrato basal, y en consecuencia exigir el pago total de todas y cada una de las cantidades adeudadas derivadas del ya referido contrato; mismas que se precisan en el estado de cuenta certificado, emitido por contador público facultado por mi representada, el cual ya ha sido exhibido en el presente escrito.

14.- Dentro del contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria base de la presente acción, en específico en la cláusula “VIGÉSIMA SEGUNDA”, tanto los codemandados como mi representada se sometieron para el caso de interpretación o ejecución de dicho contrato, a la competencia de los Tribunales del fuero común de la Ciudad de México, Distrito Federal, habiendo renunciado expresamente al fuero que pudiere corresponderles por razón de su domicilio.
15.- Cabe precisar a su Señoría que en la cláusula “VIGÉSIMA TERCERA” del documento base de la acción, los codemandados señalaron como su domicilio el proporcionado para emplazar en el proemio de la presente demanda, habiendo manifestado que mientras los codemandados no notificaran por escrito a mi representada de algún cambio de domicilio, los emplazamientos y demás diligencias judiciales y extrajudiciales se practicarán en dicho domicilio.

16.- Cabe manifestar a su Señoría, que el contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria base de la presente acción, mismo que obra dentro de la escritura pública número 24,254 – veinticuatro mil doscientos cincuenta y cuatro-, de fecha 13 de diciembre de 2005  pasada ante la fe del Notario Público número 56 del Estado de México, Licenciada María Guadalupe Alcalá González, fue debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Distrito Federal, bajo los siguientes datos: Folio número 9249351, partida 93, con fecha 20 de abril de 2006.

17.- No obstante las diversas gestiones extrajudiciales realizadas por mi representada, a efecto de obtener el pago y cumplimiento de las obligaciones contraídas por los codemandados derivado del contrato base de la presente acción; mi contraria ha hecho caso omiso a dichas gestiones, razón por la cual me veo en la imperiosa necesidad de acudir en la presente vía a demandar el cumplimiento y pago de las prestaciones referidas en el capítulo respectivo del presente escrito.


Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 471 y 483 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:
PRUEBAS


1.- LA DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en el Instrumento Notarial número 47,050, de fecha 26 de mayo de 2006, en el cual obra el poder que mi representada otorga a la suscrita; documento que fue exhibido como ANEXO UNO en el escrito inicial de demanda.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17.

Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, la personalidad con la que la suscrita se ostenta en el presente juicio, así como las facultades otorgadas a la suscrita que se encuentran dentro de dicho documento.

2.-  LA DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en el primer testimonio de la escritura pública número 24,254 – veinticuatro mil doscientos cincuenta y cuatro-, de fecha 13 de diciembre de 2005  pasada ante la fe del Notario Público número 56 del Estado de México, Licenciada María Guadalupe Alcalá González, en la cual obra el contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria, celebrado entre mi poderdante y MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES, en carácter de parte acreditada, y MARÍA LUISA TORRES AGUILAR, quien también utiliza el nombre de MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL, en carácter de Garantes Hipotecarios, documento que constituye el básico de la presente acción, mismo que fue exhibido en el escrito inicial de demanda como ANEXO DOS. 

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17.
Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente la celebración del contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria entre los codemandados y mi representada; acreditando de igual forma, las condiciones, términos, obligaciones y derechos adquiridos por las partes, derivado de dicho contrato. De igual forma acreditaré la forma en la que mi contraria se obligó a pagar el importe del crédito, intereses ordinarios, intereses moratorios, primas de seguros, comisión por apertura y demás accesorios.

Asimismo se acreditará, que mi poderdante otorgó a la demandada un crédito bajo la forma de apertura de crédito simple, mismo que se integró por las siguientes cantidades: (i) Hasta por la cantidad de $600,000.00 –seiscientos mil pesos 00/100 m.n.-; (ii) La cantidad de $18,000.00 –dieciocho mil pesos 00/100 m.n.- por concepto de comisión por apertura y (iii) La cantidad de $2,700.00 –dos mil setecientos pesos 00/100 m.n.- por concepto de IVA generado por la comisión antes referida; así como la constitución de la hipoteca en primer lugar y grado de preferencia a favor de mi representada sobre el inmueble referido en el instrumento notarial base de la acción; acreditándose de igual forma, los casos en que mi poderdante tiene la facultad de declarar el vencimiento anticipado del plazo del contrato.

3.- LA DOCUMENTAL.- Consistente en el estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado Orel Salinas Hinojosa, documento que fue emitido en términos de lo ordenado por el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito; estado de cuenta que conforme a los registros y sistemas de contabilidad de mi representada, refleja el adeudo existente a cargo de los deudores hoy codemandados, así como la fecha en la que los mismos incumplieron con las obligaciones a su cargo. Dicho estado de cuenta ya fue debidamente exhibido como ANEXO TRES en el escrito inicial de demanda.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el cuerpo del presente escrito, en específico con los marcados con los numerales 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 12.

Con esta prueba acreditaré  que los codemandados efectivamente adeudan a mi representada las cantidades que se reclaman en el presente escrito inicial de demanda. De igual forma se acreditará que los codemandados dejaron de cumplir con las obligaciones a su cargo derivadas del contrato base de la presente acción, en la fecha precisada en el documento que se ofrece en este acto como prueba.

Cabe señalar que el presente documento conforme a lo estipulado en el segundo párrafo del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, hace prueba idónea para fijar los saldos resultantes a cargo de los acreditados hoy codemandados.

4.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas aquellas actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente juicio, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente escrito inicial de demanda, en específico con los marcados con los numerales  1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17.
5.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas aquellas deducciones lógico jurídicas que su Señoría se sirva realizar en el presente juicio, en todo aquello que favorezca los intereses de mi representada.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 379, 380, 381, 382, 383 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente escrito inicial de demanda, en específico con los marcados con los numerales  1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17.

DERECHO

En cuanto al fondo del asunto resultan aplicables los artículos 2893, 2896, 2911, 2918, 2920 y demás relativos y aplicables del Código Civil para el Distrito Federal, así como lo ordenado por el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito.

En cuanto al procedimiento resultan aplicables los artículos 1, 12, 255, 291, 468, 470, 471, 479, 481, 483  484 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

Su Señoría es competente para conocer del presente juicio, según lo dispuesto por el artículo 156 fracción I y II, y los artículos respectivos de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con la personalidad con la cual me ostento, demandando en la vía y forma propuesta las prestaciones reclamadas en el capítulo respectivo del presente libelo.

SEGUNDO.- Se sirva tener por autorizado a los profesionistas que se precisan para los fines indicados, así como tener por señalado domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores.


TERCERO.- Se sirva admitir a trámite la presente demanda, y con las copias simples que se exhiben, se sirva ordenar se emplace a los codemandados corriéndoles traslado, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.

CUARTO.- Se sirva tener por ofrecidas y admitidas todas y cada una de las pruebas que se ofrecen en el presente escrito, para los efectos legales a que haya lugar.

QUINTO.- Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 479 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; y con las copias simples que se exhiben al efecto, girara oficio al C. Director del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Distrito Federal, para efectos de anotación de la presente demanda.


SEXTO.- En el momento procesal oportuno y previo trámites de ley, solicito se dicte la Sentencia Definitiva que conforme a derecho corresponda, condenando a los codemandados al pago de todas y cada una de las prestaciones reclamadas en el presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACON FLORES

México, Distrito Federal a nueve de octubre de dos mil nueve.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a señalar como domicilio correcto para emplazar a juicio a los codemandados en el presente juicio, el ubicado en el inmueble marcado con el número 12 –doce-, de la calle cerrada Gascasónica también conocida como cerrada Lago Gascasónica, Colonia Huichapan, Delegación Miguel Hidalgo en México Distrito Federal.


Por lo anterior, solicito a su Señoría se sirva ordenar se lleve a cabo el emplazamiento e los codemandados en el domicilio antes precisado, ordenando se elabore de nueva cuenta cédula de notificación y sea turnada al C. Actuario de la adscripción, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a veintidós de enero de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, y vista la razón actuarial de fecha veintiséis de febrero del dos mil diez, de la que se desprende que no fue posible llevar a cabo el emplazamiento de los codemandados en el presente juicio, solicito a su Señoría se sirva habilitar días y horas inhábiles, ordenando de nueva cuenta se proceda a la elaboración de las cédulas de notificación respectivas y se turnen a la C. Secretaria Actuaria de la adscripción, a efecto de poder emplazar a juicio a los codemandados, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a ocho de marzo de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 133 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a acusar la REBELDÍA en que han incurrido los codemandados, al no haber dado contestación a la demanda incoada en su contra, solicitando a su Señoría, se sirva declarar precluído el derecho que tuvieron para tal efecto.

En el mismo orden de ideas, solicito a su Usía se sirva admitir las pruebas ofrecidas por mi representada, señalando día y hora para que tenga verificativo la audiencia de desahogo de pruebas en el presente juicio, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a veinte de abril de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con el instrumento notarial número 47,050 –cuarenta y siete mil cincuenta-, mismo que obra en autos por haber sido exhibido como ANEXO UNO en el escrito inicial de demanda, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a desahogar la vista ordenada por su Señoría mediante proveído de fecha 22 –veintidós- de abril de 2010 –dos mil diez-, respecto a las improcedentes e infundadas excepciones y defensas opuestas por los codemandados; vista que ADCAUTELAM desahogo en los siguientes términos:

ADDENDUM

Es necesario hacer notar a su Señoría, que el escrito de contestación de demanda, así como las pruebas y el capítulo de excepciones y defensas opuesto por los codemandados, es por demás OBSCURO E IMPRECISO, en virtud de que los mismos no señalan circunstancias de modo, tiempo y lugar. En efecto, los enjuiciados no precisan claramente cuantos billetes de depósito supuestamente han consignado, no refieren el número de cada uno de los supuestos billetes, no refieren el monto de cada uno de los billetes referidos, no refieren la fecha de la supuesta consignación de cada uno de los mismos, no refieren la fecha y mucho menos acreditan la supuesta notificación a mi representada de cada una de las consignaciones de los billetes de depósito que aluden, lo que se traduce que dejan a mi representada en PLENO ESTADO DE INDEFENSIÓN, razón por la cual se contestan ADCAUTELAM las excepciones y defensas que los enjuiciados oponen en el presente juicio.
.1.- Respecto a la excepción correlativa que en este acto se contesta, titulada por mi contraria como “LA DE PAGO PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 2062, 2073, 2076 E INHERENTES DEL CÓDIGO CIVIL, ASI COMO LOS ARTÍCULOS 224, 225 Y CORRELATIVOS DEL CÓDIGO INSTRUMENTAL”, vengo a manifestar a su Usía, que la misma resulta IMPROCEDENTE, ABSURDA e INFUNDADA, en virtud de lo siguiente:

a)En primer lugar, y como se desprende del contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, documento base de la presente acción, los codemandados se obligaron tanto en la cláusula “QUINTA” como en la “SEXTA”, a realizar el pago del crédito en el domicilio de mi representada y no mediante supuestas consignaciones de las cuales mi representada no tiene conocimiento; siendo que la obligación de los codemandados era efectuar los pagos mensuales a que se obligaron, en el domicilio de mi representada, amén de que como lo disponen los artículos 1796, 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento de las partes y desde ese momento, los obliga a cumplir no solamente a lo expresamente pactado, sino también a las consecuencias que según su naturaleza son conforme a la buena fe o a la ley, siendo en el caso concreto, que los codemandados manifestaron de forma expresa su consentimiento al celebrar el contrato base de la acción, y desde ese momento se obligaron a cumplir lo pactado, esto es que se obligaron a reembolsar el importe del crédito, así como sus intereses ordinarios, moratorios y demás prestaciones, en el domicilio de mi representada.
A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito insertar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

De igual forma, el segundo precepto legal invocado en el párrafo anterior(1851) refiere, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de las partes, se interpretará en sentido LITERAL dicho contrato, lo que se traduce en el caso concreto, que tal y como se desprende y acredita del contenido de las cláusulas “QUINTA” y “SEXTA” del contrato base, los codemandados se obligaron a reembolsar el importe del crédito y demás accesorios, en el domicilio de mi representada, situación que resulta ser por demás clara, precisa y no deja duda de la intención de los contratantes, razón por la cual su Usía, debe de interpretar en sentido literal el contenido del contrato referido y por ende, queda acreditado que la presente excepción de pago es improcedente e infundada, en atención a que los enjuiciados incumplieron con su obligación de pago que era reembolsar el crédito mediante pagos mensuales que se pagarían en el domicilio de mi poderdante.
Lo anterior se ve robustecido con la siguiente tesis que a la letra reza:

No. Registro: 197,153

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

VII, Enero de 1998

Tesis: IV.4o.2 C

Página: 1075

CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE LOS.

Al establecer el artículo 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, idéntico al 1748 del Código Civil de Nuevo León, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas, y si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente, prevalecerá ésta sobre aquéllas, ha reconocido el principio de que la interpretación de los contratos debe limitarse a los casos en que se hace necesaria, porque si los términos del contrato son claros, la interpretación no tiene razón de ser, pues se entiende que en aquellos términos está precisamente la voluntad de los contratantes; de ahí que siendo clara la letra de un contrato, no cabe, con pretexto de su interpretación, alterar o cambiar su sentido literal.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 200/97. Grupo Nacional Provincial, S.A. 28 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: María Isabel González Rodríguez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXII, página 145, tesis de rubro: "CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE (LEGISLACIÓN DE COAHUILA).".

Asimismo, cabe recalcar, que tal y como lo dispone el artículo 2062 concatenado con el artículo 2078 ambos del Código Civil para el Distrito Federal, el pago es la entrega de la cosa o cantidad debida, mientras que el segundo precepto legal antes invocado refiere, que el pago debe de hacerse del modo que se hubiere pactado, esto es, que el pago en el caso concreto, es el reembolso del importe del crédito así como sus demás accesorios, pago que los codemandados debieron de efectuar en el modo que se pactó en el contrato base de la acción, esto es, en el domicilio de mi representada y no de forma distinta, por lo que la presente excepción resulta a todas luces improcedente.
b) Por otra parte, cabe manifestar a su Usía, que los codemandados NO acreditan de forma alguna, el supuesto cumplimiento que han dado a sus obligaciones de pago derivadas del contrato de crédito base de la presente acción, ya que si bien es cierto que los mismos refieren la supuesta consignación de diversos billetes de depósito, también lo es que de ninguna forma NI CON DOCUMENTO ALGUNO acreditan que los supuestos billetes que refieren sean por concepto de pago de las mensualidades a que se obligaron a pagar derivado del contrato básico, recalcando que debido a la obscuridad de la contestación de demanda, así como del capítulo de excepciones que se contesta, mi representada se encuentra en pleno estado de indefensión.
Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder, de que los billetes de depósito ya referidos, fueren por concepto del reembolso del crédito y sus accesorios, los codemandados NO acreditan de forma alguna que se le hubiere notificado a mi representada de las consignaciones de dichos billetes de depósito, desconociendo mi poderdante cuantos billetes supuestamente ha consignado mi contraria, así como las fechas de dichas consignaciones, número de cada billete y el monto de los mismos, razón por la cual no puede considerarse como pago la simple supuesta consignación de los billetes ya referidos sin que exista la notificación respectiva de cada uno de ellos, ya que de otra forma, como podría saber mi representada de la existencia de dichos billetes. En efecto, tal y como lo disponen los artículos 225 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, mi contraria debió de haber notificado a mi representada de cada una de las supuestas consignaciones que realizó, situación que no acredita de forma alguna, por lo que resulta totalmente improcedente la excepción correlativa que en este apartado se contesta.
c) En el mismo orden de ideas, los codemandados no acreditan el porque supuestamente realizaron el pago de las mensualidades del mes de abril de 2009 al mes de abril de 2010 mediante consignaciones de billetes de depósito ante la Dirección de Consignaciones Civiles del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, así como tampoco acreditan que se hubiere modificado el lugar de pago convenido en el contrato base de la acción, por lo que si los demandados omitieron cubrir los pagos respectivos en el domicilio de mi representada que fue el convenido para tal efecto, es evidente que los mismos han incumplido con su obligación de pago y por ende, resulta improcedente la presente excepción que se contesta.
Amén de lo anterior, los codemandados no acreditan el porque realizaron los pagos de una forma diversa a la convenida en el convenio base de la acción, es mas, ni siquiera mencionan el motivo por el que supuestamente consignaron el importe de las mensualidades y no las pagaron en el domicilio de mi representada, situación que deben de acreditar los enjuiciados, tal y como lo dispone la siguiente tesis que a la letra dice:
No. Registro: 196,622

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

VII, Marzo de 1998

Tesis: VI.4o.16 C

Página: 809

PAGO, OFRECIMIENTO DE, SEGUIDO DE CONSIGNACIÓN. PARA QUE EL DEUDOR QUEDE LIBERADO DE SU OBLIGACIÓN MEDIANTE LA PROMOCIÓN DE ESAS DILIGENCIAS, DEBE DEMOSTRAR QUE EL ACREEDOR NO LE QUISO RECIBIR EL PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).

De acuerdo con lo establecido en los artículos 1829 y 1830 del Código Civil del Estado de Puebla, para que proceda la liberación de la obligación a cargo del deudor mediante el ofrecimiento y la consignación correspondiente de su adeudo, es necesario que el promovente de tales diligencias, además de hacer el ofrecimiento y la consignación respectivos, demuestre el motivo por el que los hace, ya sea porque el acreedor se rehusó sin justa causa a recibir la prestación debida, a dar el documento justificativo de pago, o bien, que fuere persona incierta o incapaz de recibir dicha prestación que se debe, atento que este último numeral dispone: "Si el acreedor rehusare sin justa causa recibir la prestación debida, o dar el documento justificativo de pago, o si fuere persona incierta o incapaz de recibir aquélla, podrá el deudor liberarse consignando el bien debido el cual se depositará judicialmente.".

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 547/97. Leonardo Álvaro Rosas. 28 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: José Luis Vázquez Camacho.

Con lo anterior, queda plenamente acreditado que el hecho de que supuestamente los codemandados hayan consignado las mensualidades, esto no se puede considerar pago y mucho menos los libera de la obligación, ya que debieron de haber acreditado de forma fehaciente el motivo por el cual realizaron la consignación, situación que no acontece en el presente juicio.

d) De igual forma, y con independencia de lo anteriormente manifestado, es menester que su Señoría considere la CONFESIÓN EXPRESA de los codemandados, referente a la demanda interpuesta por los mismos respecto a la DACIÓN EN PAGO, situación que como sabe, es una forma de extinguir las obligaciones y por ende, es necesario que exista incumplimiento de la obligación que en el presente asunto se trata del pago, ya que lo que se pretende con la figura de la dación en pago, es que el deudor ejecuta a título de PAGO una prestación distinta a la pactada, lo que se traduce que los demandados confiesan expresamente que han incumplido con sus obligaciones de pago, tan es así, que en juicio diverso pretenden otorgar la cantidad de $124,390.00 en dación de pago correspondiente a las mensualidades de abril del 2009, al mes de abril del 2010, situación que evidentemente se traduce en el hecho de reconocer que ellos tienen a su disposición el monto de los supuestos billetes de depósito que refieren haber consignado y en consecuencia, queda plenamente acreditado el incumplimiento por parte de los mismos respecto al pago del reembolso del crédito y sus accesorios.
e) Por último, cabe precisar a su Señoría que como sabe, y tal y como lo refiere la teoría de las obligaciones, el pago es una forma de extinguir las obligaciones, sin embargo para que el deudor quede liberado de su obligación de pago, es necesario que dicha liberación precise la EXACTITUD DEL PAGO, cuyos principios son: exactitud en el tiempo, exactitud en el lugar, exactitud en el modo y exactitud en la substancia. Esto es, en cuanto a la exactitud en el tiempo, para que el pago extinga la obligación y libere al deudor, debe de ser exacto en el tiempo, esto es que la obligación se pague en el plazo convenido, tal y como lo dispone el artículo 2079 del Código Civil para el Distrito Federal, situación que no acontece en el presente juicio, ya que el demandado no acredita de forma alguna, en primer lugar que los supuestos billetes de depósito que refiere, sean por concepto del pago del crédito, amén de que tampoco acredita que dichos pagos los haya efectuado en tiempo.

Ahora bien, por lo que respecta a la exactitud en el lugar, esta consiste en que la obligación se debe cumplir en el sitio convenido, siendo en el caso concreto que el lugar convenido para el pago es el domicilio de mi poderdante, habiendo omitido los codemandados realizar los pagos respectivos que se demandan en el presente juicio, en el tiempo y lugar convenido, por lo que de ninguna manera se puede hablar de pago en el presente juicio respecto a los codemandados.
En cuanto hace a la exactitud en la substancia, cabe recalcar que dicho principio de la exactitud de pago se refiere, a que para que el deudor quede liberado de su obligación, es preciso que realice en forma EXACTA la prestación debida, que en el caso concreto se traduce en que los codemandados a efecto de quedar liberados de las obligaciones que se les reclaman en el presente juicio, debieron de haber realizado los pagos correspondientes en las fechas y en el lugar convenido en el documento base de la acción para tal efecto, situación que de ninguna manera ocurre en el presente juicio, razón por la cual resulta absurdo que los codemandados pretendan librarse de forma dolosa y contraria a derecho, al oponer una excepción de pago que como se ha reiterado no existe y por ende no es procedente.

2.- En cuanto a la excepción correlativa que en este apartado se contesta, denominada por mi contraria como “LA DE PLUS PETITIO”, cabe manifestar a su Usía que la misma resulta IMPROCEDENTE, ABSURDA e INFUNDADA, en virtud de que en ningún momento se reclaman en el presente juicio prestaciones exorbitantes como de forma dolosa refieren los codemandados, ya que las prestaciones que se demandan en el presente litigio, son conforme a lo pactado por las partes en el contrato base de la presente acción, que como ha quedado plenamente acreditado en autos, los codemandados manifestaron su voluntad y consentimiento con el contenido de dicho contrato, tan es así que los mismos suscribieron el referido contrato y dispusieron del crédito otorgado por mi representada, amén de que los contratos se perfeccionan con el mero consentimiento y desde este momento obligan a los contratantes a cumplir lo expresamente pactado, perdiendo de vista mis contrarios, el Principio Jurídico de “Pacta Sunt Servanda”, esto es que lo pactado debe cumplirse.

Ahora bien, por lo que respecta a la manifestación de los codemandados respecto a que se le notificó a mi representada la consignación de los billetes de depósito que mis contrarios aluden, cabe resaltar a su Usía, que los enjuiciados no ofrecieron como prueba, ningún documento con el que acrediten las supuestas notificaciones realizadas a mi representada, ya que si bien es cierto que refieren unos supuestos billetes de depósito y acreditan haber solicitado copia certificada de los mismos, también lo es que de ninguna forma hacen referencia a las notificaciones, precisando la fecha de practicada, así como no adjuntaron a su escrito de contestación de demanda, documento justificativo de dichas afirmaciones, así como tampoco acreditaron haber solicitado copias certificadas de las supuestas notificaciones aludidas, habiendo precluido el derecho que tuvieron para tal efecto.

Por lo anterior, queda plenamente acreditado que la excepción correlativa que se contesta, deberá de ser declarada IMPROCEDENTE por su Señoría.
3.- La excepción de obscuridad de la demanda opuesta por los codemandados y que en este acto se contesta, resulta IMPROCEDENTE, INFUNDADA y ABSURDA, en atención a que tal y como se desprende del escrito inicial de demanda, mi representada en ningún momento es imprecisa o no clara, recalcando que de ninguna manera se trata de un incumplimiento existente como de forma dolosa y contraria a derecho los refieren los codemandados, aclarando que el supuesto cumplimiento de pago que alegan los enjuiciados, precisamente les corresponde a estos acreditarlo, situación que de ninguna forma lo han hecho.
Por lo anterior, la excepción correlativa que se contesta, deberá de ser declarada improcedente por su Señoría.
4.- La excepción de conexidad de causa opuesta por los codemandados y que en este acto se contesta, resulta IMPROCEDENTE, en atención a que como lo dispone el artículo 39 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el objeto de dicha excepción es la remisión de los autos del juicio en que se opone la misma, al Juzgado que previno en los términos del artículo 259 fracción I del mismo ordenamiento legal, lo que significa que lo que pretende mi contraria es que el presente juicio sea remitido al Juzgado 66 Civil, Juzgado en el que recayó la demanda de Dación en Pago que refiere; sin embargo esto no es procedente en virtud de que en el juicio diverso de Dación en Pago, no se ha emplazado a mi representada, razón por la cual no puede prosperar la excepción correlativa que en este apartado se contesta, amén de que al haber sido emplazado primero el presente juicio, esto es razón suficiente y fundada para que dicha excepción se declare IMPROCEDENTE.

5.- En cuanto a la defensa de Sine Actione Agis opuesta por los codemandados y que en este apartado se contesta, la misma resulta ABSURDA e IMPROCEDENTE, en virtud de que es sabido que el incumplimiento de pago al ser un hecho negativo no requiere se probado por el actor, sino que corresponde al demandado acreditar el pago respectivo, situación que no acontece en caso concreto, razón por la cual su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE la presente defensa que se contesta.

6.- En cuanto a la defensa titulada por los codemandados como “de infundamentación” que en este apartado se contesta, la misma resulta a todas luces ABSURDA, IMPROCEDENTE E INFUNDADA, ya que resulta lógico que la demanda tenga una fecha anterior a la fecha en que se emplazó a los codemandados, en virtud de que es necesario primero presentar una demanda para poder llevar a cabo el emplazamiento y por ende las fechas son distintas por cuestión de lógica, amén de que no le causa perjuicio alguno esta situación a los enjuiciados.

Por lo anterior, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE la defensa que en este acto se contesta.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, 

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme en tiempo y forma hábil, dando contestación a las absurdas, improcedentes e infundadas excepciones y defensas hechas valer por los codemandados.


SEGUNDO.- En el momento procesal oportuno, se sirva declarar improcedentes todas y cada una de las excepciones y defensas opuestas por los codemandados, atendiendo a las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a veintinueve de abril de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con el instrumento notarial número 47,050 –cuarenta y siete mil cincuenta-, mismo que obra en autos por haber sido exhibido como ANEXO UNO en el escrito inicial de demanda, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a manifestar a su Señoría que no deberá de admitir las pruebas ofrecidas por los codemandados en su escrito inicial de demanda, en virtud de que no cumplieron con los requisitos indispensables para el ofrecimiento de las mismas, como lo es, el manifestar que se trata de acreditar así como las razones por las que el oferente estima que demostrará sus afirmaciones, requisitos que se contemplan en el artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


Por lo anterior, con fundamento en el precepto legal antes invocado, así como por lo dispuesto en el artículo 298 del mismo ordenamiento legal, su Usía no deberá de admitir las pruebas ofrecidas por los enjuiciados.


Ahora bien, con independencia de lo anterior, cabe precisar a su Señoría, que la prueba marcada con la letra “B” ofrecida por los codemandados, consistente en copia certificada de las diligencias de Jurisdicción Voluntaria, no deberá de admitirse en virtud de que no la exhibieron en su escrito de contestación de demanda, así como tampoco acreditan haber solicitado dichas copias certificadas, violando de esta forma lo dispuesto por el artículo 95 fracción 11 DEL Código De Procedimientos Civiles.


En consecuencia y al no ser admitidas ninguna de las pruebas ofrecidas por los codemandados, su Usía no deberá de admitir los documentos que posteriormente pretendan exhibir los codemandados a juicio, tales como son las supuestas copias certificadas de los Billetes de Depósito que aluden, así como la copia certificada de la Jurisdicción Voluntaria referida por los mismos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, 

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a veintinueve de abril de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con el instrumento notarial número 47,050 –cuarenta y siete mil cincuenta-, mismo que obra en autos por haber sido exhibido como ANEXO UNO en el escrito inicial de demanda, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo  AD CAUTELAM a OBJETAR las pruebas ofrecidas por los codemandados, en cuanto el alcance y valor probatorio que pretenden darles en juicio; objeción que consiste en lo siguiente:


1.- En cuanto a la Documental Pública consistente en el acuse de la demanda Ordinaria Civil de Dación en Pago promovida por los codemandados en contra de mi representada, la objeto en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darle, en atención a que con dicho documento NO acreditan ni justifican el supuesto cumplimiento de pago de sus obligaciones, sino que al contrario, lo único que se acredita es que los mismos tienen a su disposición la cantidad referida en dicha demanda y no mi representada como pretenden de forma dolosa hacer creer a su Señoría.


2.- Por lo que respecta a la Documental Pública consistente en copia certificada de las diligencias de Jurisdicción Voluntaria que refieren, la objeto en cuanto al alcance y valor probatorio que los codemandados pretenden darle en el presente asunto, en virtud de que con la misma no acreditan de ninguna forma, el supuesto cumplimiento que han dado a su obligación de pago, resultando absurdo que pretendan acreditar que se le ha notificado a mi poderdante de las consignaciones que refieren en su contestación de demanda, cuando dichas diligencias fueron notificadas en el mes de junio de 2009 y supuestamente los enjuiciados han depositado hasta el mes de abril del 2010, por lo que resulta imposible que en junio del 2009 hayan notificado las supuestas consignaciones realizadas durante el mes de abril de 2009, al mes de abril del 2010.

3.- Por lo que respecta a las copias certificadas de los supuestos Billetes de Depósito que aluden, los objeto en cuanto al alcance y valor probatorio que pretenden darles, ya que en primer lugar, no precisan las fechas, montos, concepto y número de cada billete, así como tampoco precisan cuantos billetes son, amén de que no acreditan que dichos Billetes hayan sido consignados por el concepto de pago de las mensualidades a que estan obligados a pagar a mi representada en su domicilio.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, 

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a veintinueve de abril de dos mil diez.

BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, aclarando que el suscrito ya registró su cédula profesional en el libro que para tal efecto se lleva en este H. Juzgado, aunado a lo anterior, en este acto adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, copia simple de mi cédula profesional, así como de la constancia de registro de dicha cédula ante la Primera Secretaría de Acuerdos de la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, AD CAUTELAM vengo a objetar los documentos presentados por mi contraria mediante escrito de fecha 13 de mayo de 2010, presentado en esa misma fecha; documentos consistentes en copias certificadas de los escritos de consignación y de 12 billetes de depósito, en los siguientes términos:

Primero que nada, es importante recalcar a su Señoría, que dichos documentos no deben de ser admitidos en el presente juicio, en atención a que en primer lugar, y tal y como se desprende del escrito de contestación de demanda de los enjuiciados, en específico en el capítulo de pruebas, los mismos no ofrecieron las pruebas conforme a derecho, ya que su ofrecimiento no cumple con lo dispuesto por los artículos 291 y 298 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, amén de que como se desprende del propio capítulo de pruebas del escrito de contestación de demanda, los codemandados ofrecieron como prueba (con independencia de que no fue ofrecida conforme a derecho), copia certificada de los billetes de depósito, más no así de los escritos de consignación, ni de los sellos de recibido que exhibe en su juego de copias certificadas; aclarando de que el hecho del suscrito objete los documentos ya referidos en este acto, de ninguna manera se traduce en mi aceptación o de mi representada, en cuanto al defectuoso e ilegal ofrecimiento de pruebas por parte de los enjuiciados; razón por la cual se objetan AD CAUTELAM.

Ahora bien, en este acto objeto en cuanto al alcance y valor probatorio que pretende mi contraria darles a los documentos consistentes en copia certificada de 12 escritos signados por la representante común de los codemandados, así como de 12 billetes de depósito por cantidades diversas, en virtud de que con los mismos, de forma dolosa y contraria a derecho pretende justificar su incumplimiento a sus obligaciones de pago adquiridas en el contrato base de la presente acción, ya que pretende acreditar supuestamente que no ha incumplido con su obligación de pago al haber realizado las supuestas consignaciones que alega; situación que de ninguna forma acredita, ya que de dichas copias certificadas no se desprende y mucho menos acredita, que esas consignaciones hubieren sido notificadas a mi representada, para estar en posibilidades de recibir el importe de dichos billetes, aclarando que a pesar de que se hubiere notificado a mi representada de dichas consignaciones, esto de ninguna manera libera a mi contraria de su obligación de pago y mucho menos justifica su incumplimiento, ya que los enjuiciados se obligaron en el documento base de la acción, a realizar los pagos mensuales en el domicilio de mi representada o de cualquier sucursal de la misma, situación con la que incumplieron sin causa justificada.

Por lo anterior, y tomando en consideración que la ley suprema en los contratos es la voluntad de las partes, así como el hecho de que desde el momento de que los codemandados manifestaron su voluntad y consentimiento expreso de celebrar el contrato básico de la acción, desde ese momento se encontraban obligados a cumplir lo expresamente pactado, tal y como lo es el lugar de pago, y en dicho documento de marras, en ninguna parte se estipuló que los deudores hoy demandados pudieren realizar el pago mediante consignaciones de billetes de depósito.


De lo anterior, se desprende y acredita, el dolo y la mala fe con la que se conduce mi contraria para pretender eludir sus obligaciones de pago, siendo por demás claro, que estando en el supuesto sin conceder de que su Usía admitiera dichas copias certificadas como prueba en el presente juicio, a pesar de haber sido ofrecidas de forma incorrecta y contraria a derecho, de ninguna manera acreditarían estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de pago, más aún cuando no acreditan de forma alguna haber notificado a la actora de dichas consignaciones, tal y como lo dispone el capítulo respectivo de diligencias preeliminares de consignación del Código Procesal Civil del Distrito Federal.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veinticuatro de mayo de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, aclarando que el suscrito ya registró su cédula profesional en el libro que para tal efecto se lleva en este H. Juzgado, aunado a lo anterior, en este acto adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, copia simple de mi cédula profesional, así como de la constancia de registro de dicha cédula ante la Primera Secretaría de Acuerdos de la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento con lo dispuesto por los artículos 688, 692 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer Recurso de Apelación en contra del proveído de fecha 17 –diecisiete- de mayo de dos mil diez, señalando como constancias para integrar el presente testimonio de apelación, todo lo actuado en el presente juicio, incluyendo el juego de copias certificadas exhibidas por la demandada de los escritos de consignación y de los billetes de depósito; expresando desde este momento los siguientes:
AGRAVIOS
ÚNICO AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- El auto de fecha 17 de mayo de 2010, dictado por el A quo; proveído que en su parte conducente a la letra dice:

“México, Distrito Federal, a diecisiete de mayo de dos mil diez.------------------


A sus autos el escrito de cuenta de la parte demandada, se le tiene exhibiendo copia certificada emitida por la DIRECCIÓN DE CONSIGNACIONES CIVILES DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, de los Billetes de Depósito a favor de la demandada; misma que se manda guardar en el seguro del juzgado, para todos los efectos legales a que haya lugar.- NOTIFÍQUESE…”


PRECEPTOS VIOLADOS.- El A quo viola en perjuicio de mi representada, los artículos 95 fracción II, 291, 294  del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

CONCEPTO DE AGRAVIO.- Para perjuicio a mi representada, el auto de fecha 17 de mayo de 2010 dictado por el A quo y que por este medio se combate, en virtud de que de forma errónea y contraria a derecho, tiene por exhibido el juego de copias certificadas emitida por la Dirección de Consignaciones Civiles del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, exhibidas por mi contraria, en atención a que en primer lugar y como se acredita con el escrito de contestación de demanda de los enjuiciados, en específico en el capítulo de pruebas, los mismos ofrecieron de forma deficiente y contraria a derecho entre otras la prueba documental pública marcada con el inciso “c”, consistente en copia certificada de los billetes de depósito; omitiendo los oferentes cumplir con los requisitos básicos e indispensables para el ofrecimiento de pruebas, tal y como lo es expresar lo que se pretende acreditar, así como el porque se va a acreditar sus afirmaciones, requisitos que se encuentran establecidos en el artículo 291 del Código Procesal Civil para el Distrito Federal.

Ahora bien, si bien es cierto que el A quo todavía no ha dictado auto por medio del cual admita las pruebas de las partes, también lo es que con oportunidad se le hizo saber la ilegalidad en el ofrecimiento de pruebas de los codemandados, tal y como se desprende de mi escrito de fecha 29 de abril del año en curso; sin que esto haya sido considerado por el Juez de origen para tener de forma incorrecta y contraria a derecho por exhibidas las copias certificadas presentadas por los enjuiciados, resultando incongruente que si los demandados no ofrecieron de forma correcta sus pruebas, el A quo tenga por exhibidas las copias certificadas ya referidas; siendo que en su caso, el Juez de origen en todo caso, no debió de haber tenido por exhibidas dichas copias certificadas, o en su caso reservarse hasta el momento de dictar el auto admisorio de pruebas respectivo, en el cual sin duda debe de no admitirlas por no estar ofrecidas conforme a derecho.

Asimismo, es sabido que no pueden recibirse más documentos que los exhibidos en el escrito de contestación de demanda, salvo que se haya ofrecido la prueba de forma correcta y conforme a derecho y, que se haya justificado que en ese momento no los tenía el oferente a su disposición, debiendo de acreditar la solicitud de los mismos, sin embargo, en el caso concreto al estar mal ofrecida la prueba en comento por no cumplir con lo dispuesto por el artículo 291 del ordenamiento legal antes invocado, resulta improcedente que se le permita a mi contraria exhibir los documentos posteriormente, ya que al no haber ofrecido correctamente la prueba, no se le debe de admitir con fecha posterior a su contestación de demanda documento alguno, y en consecuencia, el derecho que tenía para presentar documentos precluyó.

En segundo lugar, el A quo pasa desapercibido, que en el capítulo de pruebas del escrito de contestación de demanda de los codemandados, éstos solamente ofrecieron (de forma incorrecta y contraria a derecho) copia certificada de los supuestos Billetes de Depósito que consignaron ante la Dirección de Consignaciones de este H. Tribunal, sin que hayan ofrecido como prueba, la copia certificada de los escritos de consignación ni de alguna otra constancia referente a dichos billetes, siendo que como se advierte del juego de copias certificadas que exhibió mi contraria, obran tanto 12 escritos signados por la representante común de la demandada, así como diversos sellos y un acuerdo de la Dirección de Consignaciones, documentos que de ninguna forma fueron ofrecidos como prueba por los demandados, y por ende resulta violatorio el hecho de que el A quo haya tenido por exhibido el juego de copias certificadas ya aludido, más aún cuando a pesar de que como se ha referido, no fueron ofrecidas las pruebas de los codemandados conforme a derecho, a pesar de eso e forma dolosa y contraria a derecho los enjuiciados están exhibiendo mas documentos de los que ofrecieron como prueba.

En efecto, el auto que por este medio se recurre, viola a todas luces lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, toda vez que estando en el supuesto sin conceder de que los codemandados hubieren ofrecido de forma correcta y conforme a derecho la prueba documental consistente en copias certificadas de los billetes de depósito que refieren en su contestación de demanda, nunca ofrecieron como tal los escritos por medio de los cuales realizaron las consignaciones de dichos billetes de depósito, así como tampoco algún acuerdo de la Dirección de Consignaciones aludida, así como tampoco los exhibieron en su contestación de demanda y por ende, resulta improcedente y contrario a derecho se le tenga a mi contraria exhibiendo el juego de copias certificadas, y más aún cuando dicho juego de copias como tal forma un solo documento y no es posible desglosar los billetes de depósito de dicho juego de copias certificadas; razón por la cual el A quo no debió de tener por exhibido el juego de copias certificadas ya referido.

Por lo anteriormente expuesto, Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala, deberán de declarar procedente y fundado el agravio que se hace valer en el presente escrito, y en consecuencia ordenar se modifique el auto combatido, a efecto de que NO se le tengan a los codemandados por exhibido el juego de copias certificadas que de forma dolosa y contraria a derecho pretenden que se les admitan.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, interponiendo el presente recurso de apelación, en contra del auto de fecha 17 de mayo de 2010, admitiendo a trámite la misma.


SEGUNDO.- Tenerme por señaladas las constancias para integrar el presente testimonio de apelación, así como por expresado el agravio que se hace valer en el presente libelo.


TERCERO.- Con las copias simples que se exhiben, se corra traslado a los codemandados, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, ordenando la modificación y/o revocación del auto combatido, a efecto de que el mismo quede en el sentido de que no se tienen por exhibidas las copias certificadas ofrecidas por mi contraria.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veinticinco de mayo de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a desahogar la vista ordenada por su Señoría mediante proveído de fecha 21 de mayo de 2010, referente a la Inspección Judicial realizada por la Licenciada María Guadalupe Filiberta Carreño Burgos adscrita a este H. Juzgado, en el Juzgado 66 Civil del Distrito Federal, dentro del juicio de Dación en Pago entablado por la codemandada María Guadalupe Espinosa Torres en contra de mi representada; vista que desahogo en los siguientes términos:


Tal y como se desprende de la Inspección Judicial antes referida, de la cual se observa que en el juicio entablado por la codemandada María Guadalupe Espinosa Torres, en contra de mi representada, radicado en el Juzgado 66 Civil del Distrito Federal, NO se le ha emplazado a mi poderdante, por lo que resulta por demás IMPROCEDENTE la excepción de conexidad de causa opuesta por los codemandados en el presente juicio.


En efecto, la excepción antes aludida, resulta improcedente, ya que como lo dispone el artículo 39 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el objeto de la conexidad de causa, es que el juicio en el que se opone dicha excepción, sea remitido al Juzgado que previno en los términos del artículo 259 fracción I del ordenamiento legal antes citado; esto es que la conexidad lo que busca es que el juicio en que se opone dicha excepción, sea remitido al Juzgado en el que YA se emplazó el juicio con el que se pretende conectar.

En el caso concreto, la excepción de conexidad de causa opuesta por los codemandados en el presente juicio, no puede declararse procedente, en virtud de que en el juicio diverso radicado en el Juzgado 66 Civil del Distrito Federal, NO SE HA EMPLAZADO A MI REPRESENTADA, y por tal razón el presente juicio no puede ser remitido o conectado con un juicio diverso en el que todavía no se emplaza a la demandada de dicho juicio diverso, y por ende, todavía no se ha cumplido el requisito establecido en el artículo 39 del Código antes mencionado, referente a que uno de los efectos del emplazamiento es prevenir el juicio a favor del Juez que lo hace.


Por lo anteriormente expuesto, solicito a su Señoría se sirva declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADA la excepción de conexidad de causa opuesta por los codemandados en el presente juicio, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veintiocho de mayo de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva admitir todas y cada una de las pruebas ofrecidas por mi representada en el presente juicio; así como se sirva DESECHAR las pruebas ofrecidas por mi contraria, en virtud de que las mismas no fueron ofrecidas conforme a derecho y no cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles.

En el mismo orden de ideas, solicito a su Usía se sirva señalar día y hora para que tenga verificativo la Audiencia de desahogo de pruebas, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veintiocho de mayo de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, vengo a autorizar para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, al C. RAÚL  ALFARO MORENO, sin perjuicio de las autorizaciones conferidas con antelación, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veintiocho de mayo de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 688, 691, 692, y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer RECURSO DE APELACIÓN en contra del auto de fecha 4 de junio de 2010, por medio del cual el A quo admite las pruebas ofrecidas por las partes en el presente juicio; señalando como constancias para integrar el testimonio de apelación respectivo, todo lo actuado en el presente juicio, expresando desde este momento los siguientes:
AGRAVIOS

ÚNICO AGRAVIO


FUENTE DE AGRAVIO.- El proveído de fecha 4 de junio de 2010 dictado por el A quo, que en su parte conducente a la letra dice:

“…En relación a las pruebas ofrecidas por la demandada las mismas se admiten consistentes en las documentales públicas, instrumental de actuaciones y la presuncional en su doble aspecto, probanzas todas que se desahogarán en la audiencia de ley…”


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 95 fracción II y III, 291, 294, 298, todos del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le  para perjuicio a mi representada, el proveído de fecha 4 de junio de 2010, por medio del cual el A quo de forma errónea y contraria a derecho admite las pruebas ofrecidas por la demandada, en virtud de que en primer lugar y como se desprende y acredita de forma fehaciente del escrito de contestación de demanda de los enjuiciados, en específico en el capítulo de ofrecimiento de pruebas, los demandados ofrecieron sus pruebas de forma INCORRECTA y CONTRARIA A DERECHO, ya que dicho ofrecimiento no cumple con los requisitos del artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; esto es que los codemandados al momento de ofrecer pruebas de su parte, no expresan con claridad los hechos que pretenden demostrar, así como mucho menos manifestaron las razones  por la que los oferentes estiman que demostraran sus afirmaciones, siendo esto requisito indispensable para la admisión de las pruebas, ya que de no cumplir con dichos requisitos esenciales como acontece en el caso concreto, el A quo NO debió de haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, tal y como lo refiere el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado.

En efecto, el A quo de forma indebida y contraria a derecho, admite las pruebas ofrecidas por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, pasando desapercibido que si los hoy enjuiciados NO ofrecieron de forma correcta y conforme a derecho sus pruebas, esto es que omitieron dar cabal cumplimiento al artículo 291 del Código antes referido, el Juez de origen legalmente se encuentra IMPEDIDO PARA SUBSANAR DICHA OMISIÓN DE LOS OFERENTES, ya que como este Tribunal de alzada sabe, en el presente juicio no existe SUPLENCIA DE QUEJA, y por ende y al no estar facultado legalmente el A quo para subsanar la omisión y error por parte de los demandados en su ofrecimiento de pruebas, no debió de haber admitido ninguna de las pruebas ofrecidas por mi contraria.

Cabe recalcar a sus Usías, que el A quo se excede en sus funciones al haber admitido las pruebas de mi contraria, ya que como se ha mencionado y sin la intención de ser reiterativo, dicho ofrecimiento de pruebas no cumple con lo dispuesto por el artículo 291 del Código Procesal Civil para el Distrito Federal y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado, no se debieron de haber admitido las pruebas ofrecidas por mis contrarios.

Ahora bien, con independencia de lo anteriormente expuesto, es menester recalcar a Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala, que el A quo de forma errónea y contraria a derecho, admite la prueba documental pública marcada con el inciso “B)” ofrecida por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, prueba que consiste en copia certificada de las diligencias de jurisdicción voluntaria practicadas en el Juzgado Quincuagésimo de lo Civil del Distrito Federal; en virtud de que los oferentes de dicha prueba (codemandados), OMITIERON dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, toda vez que como se acredite y se desprende de su escrito de contestación de demanda, los mismos OMITIERON exhibir en su escrito de contestación las copias certificadas de las diligencias de jurisdicción voluntaria que ofrecieron como prueba, así como tampoco acreditaron haber solicitado al Juzgado en el que obran dicha documental, la expedición de dichas copias certificadas, y por ende no debió de haberse admitido dicha prueba, aclarando que el A quo viola en perjuicio de la actora, el artículo antes referido en sus fracciones II y III con su determinación de admitir las pruebas ofrecidas por mis contrarios, siendo esto contrario a derecho, ya que como se ha referido, al no haber acreditado la solicitud de la expedición de las copias certificadas respectivas y no exhibir las mismas en su escrito de contestación, el Juez de origen no debió de haber admitido la prueba en comento. 

En el mismo orden de ideas, cabe manifestar a Ustedes CC. Magistrados, que con independencia de lo anteriormente expuesto, el Juez natural de forma errónea y contraria a derecho admitió la prueba documental pública marcada con el inciso “C)” ofrecida por los demandados en su escrito de contestación de demanda, ya que dicha prueba consiste en copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO que los mismos refieren, siendo en el caso concreto que omitieron acreditar haber solicitado la expedición de dichas copias certificadas a la Dirección General de Consignaciones, aclarando que si bien es cierto que los mismos exhiben un acuse por medio del cual solicitan a la Dirección General de Consignaciones del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se expida a su favor copias certificadas de las CONSIGNACIONES DE PAGO CORRESPONDIENTES AL PERIODO DE ABRIL DEL 2009 HASTA ABRIL DE 2010, también lo es que de ninguna forma acreditan haber solicitado copia certificada de los billetes de depósito que ofrecen como prueba, ya que como es sabido, es totalmente diferente una consignación a un Billete de Depósito, ya que la consignación se refiere al escrito o acto por medio del cual se consigna determinada cosa, pero en ninguna parte del acuse ya referido, se desprende que los codemandado hayan solicitado copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO como tal, recalcando que en el presente juicio no es dable ni procedente se supla la deficiencia en el planteamiento de la queja.

De lo anterior se desprende, que los codemandados oferentes de dicha prueba, omitieron dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como también queda plenamente acreditado que el A quo, viola en perjuicio de la actora lo dispuesto por la fracción II y III del precepto legal antes referido, al haber admitido una prueba que no fue ofrecida conforme a derecho, extralimitándose de esta forma en sus funciones el Juez natural.

Con lo anteriormente expuesto, ha quedado plenamente acreditado la defectuosa e ilegal determinación dictada por el A quo, al haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, ya que como se ha esgrimido en el presente libelo, los demandados omitieron dar cabal cumplimiento a los requisitos esenciales para el ofrecimiento de pruebas, amén de no haber acreditado la solicitud de expedición de las copias certificadas que ofrecieron como pruebas; razón por la cual, Ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedente el presente agravio y en consecuencia y en plenitud de Jurisdicción, deberán de ordenar la revocación y/o modificación del proveído que por este medio se combate, a efecto de dictar otro en su lugar, en el que no se admitan las pruebas ofrecidas por los demandados, así como para que no se tomen en consideración ninguno de los documentos que hayan exhibido en juicio con fecha posterior a su escrito de contestación de demanda, ya que si bien es cierto que el artículo 296 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal refiere, que: “los documentos que hayan sido ofrecidos antes del periodo de ofrecimiento de pruebas, se tomarán como prueba aunque no se hayan ofrecido como pruebas”; también lo es, que en el caso concreto y al tratarse de un juicio especial, en el que las pruebas se ofrecen desde el escrito de demanda y contestación a la misma, al no admitirse las pruebas ofrecidas por los demandados, y al no haber exhibido los documentos antes del periodo probatorio, NO deben de considerarse los demás documentos que presenten con fecha posterior a su contestación de demanda.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan: 

PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, interponiendo el presente recurso de apelación, en contra del auto de fecha 4 de Junio de 2010, admitiendo a trámite la misma.


SEGUNDO.- Tenerme por señaladas las constancias para integrar el presente testimonio de apelación, así como por expresado el agravio que se hace valer en el presente libelo.


TERCERO.- Con las copias simples que se exhiben, se corra traslado a los codemandados, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, ordenando la modificación y/o revocación del auto combatido, a efecto de que el mismo quede en el sentido de que no se admiten las pruebas ofrecidas por los demandados, así como que tampoco se deberán de tomar en consideración cualquier documento que hayan presentado con fecha posterior a su escrito de contestación de demanda. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a quince de junio de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a solicitar a su Señoría, se sirva aclarar la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, en los siguientes términos:

En primer lugar, su Usía fue omiso en dicha sentencia, al no haberse pronunciado respecto a la excepción de obscuridad de la demanda opuesta por los codemandados, recalcando que dicha excepción resulta a todas luces improcedente; razón por la cual y a efecto de evitar futuras irregularidades, solicito a su Usía se sirva pronunciarse al respecto y declarar improcedente la excepción en comento.

Por otra parte, en la foja 9 de la sentencia de mérito, en específico en el primer párrafo de dicha foja, su Señoría refiere en su parte conducente lo que a la letra dice:

“…fueron realizados fuera de ese término por ello, sus diversos montos serán tomados a cuenta de intereses los que se cuantificaran en ejecución de sentencia y a juicio de peritos como así lo refiere el siguiente criterio jurisprudencial:”


Lo anteriormente transcrito, parece pertenecer a una resolución distinta a la dictada en el presente juicio, ya que en primer lugar no tiene que ver con la jurisprudencia que se cita, amén de que resulta contradictorio con la sentencia, en atención a que los codemandados no acreditaron haber cumplido con sus obligaciones de pago, así como tampoco acreditaron el motivo por el cual no dieron cumplimiento a sus obligaciones de pago en los términos convenidos en el documento base de la acción, aunado a que como se desprende de la sentencia en comento, se les condena al pago de la suerte principal y demás prestaciones reclamadas, por lo que resulta incongruente que se haya establecido que los montos de los Billetes de depósito exhibidos por mi contraria, serán tomados a cuenta de intereses; razón por la cual, y atendiendo a que dicha aclaración no afecta en lo absoluto el fondo del asunto, solicito a su Señoría se sirva aclarar dicha cuestión para los efectos legales a que haya lugar.


Por último, en la foja 11, dentro del considerando III de la sentencia ya referida, su Señoría por un error involuntario asentó lo siguiente:


“III.- Respecto al pago de gastos y costas reclamados en la prestación identificada como “E”, la misma…”


Siendo que en el caso concreto, del escrito inicial de demanda se desprende que la prestación en la que se reclama el pago de gastos y costas, es la identificada como “J” y no la “E2 como de forma errónea se asentó en la resolución de merito; razón por la cual solicito a su Señoría se sirva realizar la aclaración respectiva, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a ocho de julio de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 688, 689, 691, 692 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a interponer RECURSO DE APELACIÓN en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, publicada en Boletín Judicial número 124, del día 6 del mismo mes y año, señalando como constancias para integrar el presente testimonio de apelación, todo lo actuado en el presente juicio; expresando desde este momento los siguientes:
AGRAVIOS

PRIMER AGRAVIO


FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, dictada por el A quo.


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81 y 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, los artículos 1796, 1851 y 1852 del Código Civil para el Distrito Federal, con relación al Principio Jurídico de Pacta Sunt Servanda

CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la Sentencia Definitiva de fecha 5 de julio de 2010 dictada por el A quo y que por este medio se combate, en virtud de que la misma resulta incongruente y contradictoria, toda vez que como se desprende de dicha resolución, el Juez de origen de forma errónea y contraria a derecho, decide no condenar a los codemandados al pago de los intereses ordinarios que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, sino que solamente condenó a los enjuiciados al pago de la cantidad de $ 34,902.99 por concepto de intereses ordinarios correspondientes al periodo de día 4 de marzo de 2009, al día 3 de agosto del mismo año, mas no así al pago de los intereses ordinarios que se sigan generando hasta la total solución del adeudo, sin considerar que la parte actora en la prestación marcada con el inciso “C)” del escrito inicial de demanda, demandó el pago de la cantidad de $ 34,902.99 por concepto de intereses ordinarios correspondientes al periodo de día 4 de marzo de 2009, al día 3 de agosto de 2009, más los que se siguieran generando hasta la total solución del presente juicio.

En efecto, el A quo de forma indebida, errónea y contraria a derecho, resuelve no condenar a los codemandados al pago de los intereses ordinarios que se siguieran generando y que serían cuantificados en ejecución de sentencia, aduciendo que lo anterior no es procedente derivado del vencimiento anticipado del contrato base de la acción, tal y como puede observarse en la foja 10, segundo párrafo de la sentencia que por este medio se combate,  así como del resolutivo “SEGUNDO”, mismos que ne su parte conducente a la letra dicen:

“…: de $34,902.99 (TREINTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS DOS PESOS 99/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios generados del cuatro de marzo al tres de agosto de dos mil nueve, conforme a lo pactado en la cláusula octava del documento materia del presente juicio, no así de los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, en virtud del vencimiento anticipado solicitado:….”
“SEGUNDO.-…… de $34,902.99 (TREINTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS DOS PESOS 99/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios generados POR EL PERIODO CITADO, no así de los que se sigan generando, en virtud del vencimiento anticipado solicitado….”

De lo anterior se desprende y acredita, que el razonamiento jurídico del A quo es incorrecto y contrario a derecho, en virtud de que por el hecho de que se haya demandado el vencimiento anticipado, y éste haya sido procedente, esto de ninguna manera significa o da pauta para que se dejen de generar intereses ordinarios, ya que como se desprende del contrato base de la acción, en específico de la cláusula “OCTAVA”, los codemandados se obligaron a pagar a mi representada intereses ordinarios sobre SALDOS INSOLUTOS, siendo que el saldo insoluto es la cantidad pendiente de pago, esto es la cantidad demandada en la prestación “B)” del escrito inicial de demanda, aclarando que el hecho de que se de el vencimiento anticipado, solamente trae como consecuencia, que mi representada pueda exigir de forma anticipada el cumplimiento y pago total de todas y cada una de las obligaciones adquiridas por los codemandados derivadas del contrato básico de la acción, pero de ninguna manera significa que se dejen de generar intereses ordinarios hasta la total solución del adeudo por parte de mis contrarios.

Lo anterior es así, en virtud de que por el simple hecho de que mi representada le haya otorgado un crédito a los enjuiciados, la misma tiene derecho a obtener una ganancia, ganancia que se traduce en el pago de intereses ordinarios, por lo que resulta ilógico y contrario a derecho, que por el simple hecho de que se haya declarado el vencimiento anticipado del contrato base de la acción y en consecuencia, se haga exigible el cumplimiento total de las obligaciones adquiridas por los codemandados, se dejen de generar intereses ordinarios, más aún cuando los enjuiciados NO HAN PAGADO EL SALDO INSOLUTO, siendo éste sobre el que se generan los intereses ordinarios.


En otro orden de ideas, cabe mencionar a sus Usías, que el A quo con independencia del ilegal y defectuoso razonamiento jurídico que realizó al momento de dictar la Sentencia que se recurre, y que ha quedado precisado por el suscrito en párrafos anteriores, el Juez de origen pasa desapercibido que en los contratos, la voluntad es la Ley suprema; siendo en el caso concreto, que los codemandados se obligaron en los términos del contrato base de la acción, esto es, que se obligaron a pagar intereses ordinarios sobre saldos insolutos, sin que de ninguna parte se desprenda que por el hecho de dar por vencido anticipadamente dicho contrato, se dejarían de generar los intereses en comento, sino que al contrario, el vencimiento anticipado es derivado del incumplimiento por parte de los hoy codemandados y la consecuencia del vencimiento anticipado es la de exigir anticipadamente, el pago y cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones adquiridas por los enjuiciados, entre las que se encuentra el pago de intereses ordinarios sobre saldos insolutos.


De lo anterior se observa, que el A quo omite de forma errónea interpretar LITERALMENTE el contenido del documento base de la acción, situación a la que se encuentra obligado, ya que de la simple lectura del documento fundatorio de la acción se desprende y acredita que los términos de dicho contrato, son por demás CLAROS y PRECISOS y por ende, dicho contrato debe de ser interpretado literalmente, situación que no realiza el A quo, ya que de la nada decide no condenar a los demandados al pago de intereses ordinarios que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, basándose su razonamiento en el hecho de que al darse el vencimiento anticipado, se dejan de generar los intereses en comento, situación que es FALSA, ERRÓNEA y CONTRARIA A DERECHO.

De lo anterior se desprende, que el A quo viola en perjuicio de mi poderdante, los artículos 1796, 1851, 1852 todos del Código Civil para el Distrito Federal, así como el Principio de “Pacta Sunt Servanda”, toda vez que como ustedes CC. Magistrados saben, los contratos se perfeccionan con el mero consentimiento de las partes, y desde ese momento los obliga a cumplir lo expresamente pactado, así como las consecuencias que se deriven del mismo, siendo en el caso concreto, que los codemandados dieron su consentimiento en forma expresa, al haber celebrado el contrato base de la acción y por ende, desde ese momento se encuentran obligados a cumplir lo pactado en dicho contrato. En consecuencia, si los codemandados se encuentran obligados a cumplir lo expresamente pactado y el contrato base de la acción es claro, preciso y no deja duda de cual era la intención de las partes al momento de celebrar dicho acto jurídico, el A quo debió de haber interpretado en forma LITERAL el contenido del documento base, esto es que debió de haber condenado a los codemandados al pago de los intereses ordinarios que se siguieran generando hasta la total solución del presente juicio, ya que del contenido del documento de marras, no se desprende y mucho menos se acredita que la voluntad de las partes, haya sido que para el caso de que se diera el vencimiento anticipado de dicho contrato, se dejarían de generar intereses ordinarios, ya que como se ha mencionado, si los codemandados se obligaron en el documento base a pagar intereses ordinarios sobre SALDOS INSOLUTOS (cantidad pendiente por pagar) y el vencimiento anticipado de ninguna manera desaparece el saldo insoluto sino que solamente permite que mi representada exija el pago anticipado del mismo, resulta procedente se condene a los codemandados al pago de los intereses que se signa generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que serán cuantificados en ejecución de sentencia, ya que los mismos se obligaron a esta situación, y tomando en consideración que lo pactado debe cumplirse y más aún cuando no cabe interpretación alguna en cual era la intención de las partes al ser por demás claro y preciso el contrato de marras, ustedes Magistrados que integran este Órgano Colegiado, deberán de modificar la sentencia que se recurre y en consecuencia condenar a mis contrarios al pago de los intereses ordinarios que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que se cuantificarán en ejecución de sentencia.

Por lo anteriormente expuesto, ustedes CC. Magistrados que integran este H. Tribunal de Alzada, deberán de declarar PROCEDENTE el agravio que se hace valer y en consecuencia, ordenar se modifique la Sentencia Definitiva que por este medio se combate, a efecto de que se condene a los codemandados al pago de los intereses ordinarios que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio.

SEGUNDO AGRAVIO


FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, dictada por el A quo, en específico el primer párrafo de la foja 9, que en su parte conducente a la letra dice:

“En efecto conforme a los artículos 2078 y 2079 del Código de Procedimientos Civiles el pago debe hacerse en el modo pactado y dentro de los términos convenidos, pues solo así se libera al deudor de su obligación, en la especie los pagos de las amortizaciones debería hacerse dentro de los tres días de cada mes, sin embargo las consignaciones hechas por los deudores en los meses de agosto, septiembre, octubre, diciembre todos de dos mil nueve, así como enero, febrero, marzo y abril de dos mil diez, fueron realizados fuera de ese término por ello, sus diversos montos serán tomados a cuenta de intereses, los que se cuantificaran en ejecución de sentencia y a juicio de peritos, como así lo refuerza el siguiente criterio jurisprudencial:” (lo subrayado y en negritas es una señalización del suscrito)

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81 y 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la Sentencia Definitiva de fecha 5 de julio de 2010 dictada por el A quo y que por este medio se combate, en virtud de que la misma resulta incongruente al haber realizado el Juez de origen una indebida valoración de pruebas, amén de que se extralimita en sus funciones como Juzgador.


En efecto, la Sentencia que se recurre por este medio, resulta violatoria de los artículos 81 y 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, toda vez que el A quo de forma errónea, contraria a derecho y extralimitando sus funciones de Juzgador, realiza una indebida y defectuosa valoración de pruebas, ya que en primer lugar y con independencia de que las pruebas ofrecidas por los codemandados no fueron ofrecidas conforme a derecho por no cumplir con los requisitos indispensables señalados en el artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el Juez de origen de forma desatinada otorga valor probatorio a las supuestas consignaciones realizadas por los codemandados, tan es así que en la transcripción antes hecha de la parte conducente de la resolución que se combate, el A quo afirma que los demandados SI realizaron las supuestas consignaciones que aluden, sin embargo, el Juez natural omite tomar en consideración, que estando en el supuesto sin conceder de que el ofrecimiento de pruebas de mis contrarios fuera conforme a derecho, de todos modos con las consignaciones en comento de NINGUNA MANERA SE ACREDITA QUE LAS MISMAS HAYAN SIDO PARA EL PAGO DE LAS AMORTIZACIONES Y DEMÁS OBLIGACIONES ADQUIRIDAS POR LOS ENJUICIADOS DERIVADAS DEL CONTRATO BASE, AMÉN DE QUE TAMPOCO SE ACREDITA QUE DICHAS CONSIGNACIONES HUBIEREN SIDO NOTIFICADAS A MI REPRESENTADA Y MUCHO MENOS QUE LA ACTORA CUENTE CON ESE DINERO EN SU PODER, PARA QUE EL A quo PUEDA DETERMINAR QUE LOS MONTOS DE DICHAS CONSIGNACIONES SERÁN TOMADAS A CUENTA DE INTERESES, SITUACIÓN QUE DE NINGUNA FORMA EN CONFORME A DERECHO, YA QUE EN PRIMER LUGAR Y ESTANDO EN EL SUPUESTO SIN CONCEDER DE QUE LOS CODEMANDADOS HUBIEREN REALIZADO LAS CONSIGNACIONES QUE REFIEREN POR CONCEPTO DE PAGO DEL CRÉDITO OTORGADO POR MI REPRESENTADA, LOS MISMOS INCUMPLIERON CON EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN, AL NO HABER REALIZADO LOS PAGOS EN EL LUGAR, FORMA Y TIEMPO CONVENIDO PARA TAL EFECTO. LO QUE SE TRADUCE EN QUE EL A QUO NO PUEDE DETERMINAR QUE LAS CONSIGNACIONES REALIZADAS POR LOS DEMANDADOS DEBEN DE TOMARSE A CUENTA DE INTERESES, YA QUE NO EXISTEN ELEMENTOS PROBATORIOS QUE ACREDITEN QUE DICHAS CONSIGNACIONES FUERON POR CONCEPTO DE PAGO DEL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN, AMÉN DE QUE PARA QUE EL DEUDOR QUEDE LIBERADO DE OBLIGACIÓN DE PAGO, DEBIERON DE HABER ACREDITADO LA SUPUESTA NOTIFICACIÓN QUE HICIERON A MI REPRESENTADA DE TODAS Y CADA UNA DE LAS CONSIGNACIONES QUE SUPUESTAMENTE REALIZARON.

Asimismo, la resolución que por este medio se combate resulta ser contradictoria, ya que por un lado, el A quo de forma errónea y contraria a derecho refiere, que el monto de las supuestas consignaciones realizadas por los codemandados, serán tomadas a cuenta de los intereses, situación que es errónea; ya que como se ha mencionado, dentro del juicio de origen quedó plenamente acreditado tanto la relación contractual de las partes, la forma y términos en que cada una de las partes se obligó, así como el incumplimiento de pago por parte de los enjuiciados; y  por otro lado, JAMÁS se acredito que las consignaciones hayan sido por el concepto de pago del crédito otorgado por mi representada y mucho menos se acreditó, que los enjuiciados hubieren notificado a la hoy actora de todas y cada una de las consignaciones que aluden, razón por la cual y a todas luces resulta incongruente la resolución que se recurre en este acto, amén de que queda al descubierto la EXTRALIMITACIÓN POR PARTE DEL A QUO EN SUS FUNCIONES, ya que no puede otorgar valor probatorio a las consignaciones de pago y mucho menos al grado de afirmar que las mismas fueron por concepto de pago de las amortizaciones, ya que como se ha mencionado, no existen elementos certeros de prueba que creen convicción para que el Juez de origen resuelva en ese sentido. 


Amén de lo anterior, el A quo de forma indebida vuelve a extralimitarse en sus funciones al realizar una inadecuada valoración de pruebas, ya que tomando en consideración que los codemandados se obligaron a efectuar los pagos derivados de las obligaciones que adquirieron con motivo de la celebración del documento base de la acción en los términos, forma y tiempo convenido en dicho documento, y al estar plenamente acreditado el incumplimiento por parte de los enjuiciados, resulta absurdo que el A quo de valor probatorio a las consignaciones realizadas por los codemandados, cuando ésta no fue la forma estipulada para el pago, aunado a que de ninguna manera ACREDITARON EL PORQUE? REALIZARON EL SUPUESTO PAGO EN FORMA DISTINTA A LA QUE SE OBLIGARON, LO QUE EN ESTRICTO DERECHO SE TRADUCE EN QUE SI NO REALIZARON LOS PAGOS EN LAS SUCURSALES DE MI REPRESENTADA COMO SE HABÍA PACTADO EN EL DOCUMENTO BASE, LOS DEMANDADOS DEBIERON DE HABER ACREDITADO EL MOTIVO, RAZÓN O CIRCUNSTANCIA DEL PORQUÉ REALIZARON LOS SUPUESTOS PAGOS QUE ALUDEN EN FORMA DISTINTA A LA CONVENIDA, SITUACIÓN QUE DE NINGUNA FORMA ACONTECE EN EL PRESENTE JUICIO.

TERCER AGRAVIO

FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, dictada por el A quo.


PRECEPTOS VIOLADOS.- El artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la Sentencia Definitiva de fecha 5 de julio de 2010 dictada por el A quo y que por este medio se combate, en virtud de que la misma resulta incongruente, toda vez que el A quo fue OMISO en resolver la excepción de obscuridad de la demanda interpuesta por los codemandados, excepción que a todas luces resulta ABSURDA, INFUNDADA e IMPROCEDENTE.


El presente agravio, es con la finalidad de evitar futuras nulidades o complicaciones en la ejecución del presente juicio, ya que el A quo se encuentra obligado a resolver una controversia tomando en consideración lo planteado por las partes, esto es, que debe de tomar en cuenta el Juez de origen, las prestaciones y hechos reclamados por el actor, así como las excepciones y defensas opuestas por los codemandados, teniendo la obligación de pronunciarse y resolver cada una de las cuestiones planteadas.


Ahora bien, como sus Usías pueden percatarse, la excepción de obscuridad de la demanda opuesta por los codemandados, resulta ser improcedente, ya que de ninguna manera se mezclan frases y cláusulas contrarias entre si, así como tampoco se describen en el escrito inicial de demanda hechos contrarios a las cláusulas del contrato base y mucho menos se propone un incumplimiento inexistente como de forma dolosa pretende hacerlo valer los demandados en el presente juicio.

Por lo anterior, y tomando en consideración que el A quo se encuentra obligado a resolver todas las excepciones y defensas opuestas por mis contrarios, solicito a este H. Tribunal de Alzada, se sirva pronunciarse sobre la improcedente e infundada excepción de obscuridad de la demanda opuesta por mi contraria al momento de dar contestación a la demanda incoada en su contra, debiendo sus Usías, declarar la misma improcedente e infundada.

CUARTO AGRAVIO
ADDENDUM

Es de señalar a Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala Civil, que el presente agravio en parte se hizo valer de manera intraprocesal, esto es mediante recurso de apelación en contra del auto que admitió a trámite las pruebas de los demandados; sin embargo, manifiesto que a la fecha de presentación del presente recurso, no ha sido resuelto el recurso de apelación antes referido, amén de que al tratarse en sí de una violación intraprocesal que pudo haber sido subsanada en la sentencia definitiva, situación que no acontece, es por lo que me permito esgrimir el presente agravio.
FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, dictada por el A quo.


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 81, 95 fracción II y III, 291, 294, 298, todos del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le  para perjuicio a mi representada, la sentencia que por este medio se combate, en virtud de que el A quo de forma indebida admitió y tomó en consideración a lo largo de la resolución, las pruebas ofrecidas por los codemandados, en específico las consignaciones y los billetes de depósito exhibidos por los enjuiciados. En efecto el A quo no debió de haber admitido y mucho menos tomado en consideración dichas pruebas, toda vez que fueron mal ofrecidas por mis contrarios, en virtud de que en primer lugar y como se desprende y acredita de forma fehaciente del escrito de contestación de demanda de los enjuiciados, en específico en el capítulo de ofrecimiento de pruebas, los demandados ofrecieron sus pruebas de forma INCORRECTA y CONTRARIA A DERECHO, ya que dicho ofrecimiento no cumple con los requisitos del artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; esto es que los codemandados al momento de ofrecer pruebas de su parte, no expresan con claridad los hechos que pretenden demostrar, así como mucho menos manifestaron las razones  por la que los oferentes estiman que demostraran sus afirmaciones, siendo esto requisito indispensable para la admisión de las pruebas, ya que de no cumplir con dichos requisitos esenciales como acontece en el caso concreto, el A quo NO debió de haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, tal y como lo refiere el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado.


En efecto, el A quo de forma indebida y contraria a derecho, admite las pruebas ofrecidas por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, pasando desapercibido que si los hoy enjuiciados NO ofrecieron de forma correcta y conforme a derecho sus pruebas, esto es que omitieron dar cabal cumplimiento al artículo 291 del Código antes referido, el Juez de origen legalmente se encuentra IMPEDIDO PARA SUBSANAR DICHA OMISIÓN DE LOS OFERENTES, ya que como este Tribunal de alzada sabe, en el presente juicio no existe SUPLENCIA DE QUEJA, y por ende y al no estar facultado legalmente el A quo para subsanar la omisión y error por parte de los demandados en su ofrecimiento de pruebas, no debió de haber admitido ninguna de las pruebas ofrecidas por mi contraria y en consecuencia no debieron de haber sido valoradas al momento de dictar Sentencia como acontece en el presente asunto.

Cabe recalcar a sus Usías, que el A quo se excede en sus funciones al haber admitido las pruebas de mi contraria, ya que como se ha mencionado y sin la intención de ser reiterativo, dicho ofrecimiento de pruebas no cumple con lo dispuesto por el artículo 291 del Código Procesal Civil para el Distrito Federal y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado, no se debieron de haber admitido las pruebas ofrecidas por mis contrarios.


Ahora bien, con independencia de lo anteriormente expuesto, es menester recalcar a Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala, que el A quo de forma errónea y contraria a derecho, admite la prueba documental pública marcada con el inciso “B)” ofrecida por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, prueba que consiste en copia certificada de las diligencias de jurisdicción voluntaria practicadas en el Juzgado Quincuagésimo de lo Civil del Distrito Federal; en virtud de que los oferentes de dicha prueba (codemandados), OMITIERON dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, toda vez que como se acredite y se desprende de su escrito de contestación de demanda, los mismos OMITIERON exhibir en su escrito de contestación las copias certificadas de las diligencias de jurisdicción voluntaria que ofrecieron como prueba, así como tampoco acreditaron haber solicitado al Juzgado en el que obran dicha documental, la expedición de dichas copias certificadas, y por ende no debió de haberse admitido dicha prueba, aclarando que el A quo viola en perjuicio de la actora, el artículo antes referido en sus fracciones II y III con su determinación de admitir las pruebas ofrecidas por mis contrarios, siendo esto contrario a derecho, ya que como se ha referido, al no haber acreditado la solicitud de la expedición de las copias certificadas respectivas y no exhibir las mismas en su escrito de contestación, el Juez de origen no debió de haber admitido la prueba en comento. 


En el mismo orden de ideas, cabe manifestar a Ustedes CC. Magistrados, que con independencia de lo anteriormente expuesto, el Juez natural de forma errónea y contraria a derecho admitió la prueba documental pública marcada con el inciso “C)” ofrecida por los demandados en su escrito de contestación de demanda, ya que dicha prueba consiste en copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO que los mismos refieren, siendo en el caso concreto que omitieron acreditar haber solicitado la expedición de dichas copias certificadas a la Dirección General de Consignaciones, aclarando que si bien es cierto que los mismos exhiben un acuse por medio del cual solicitan a la Dirección General de Consignaciones del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se expida a su favor copias certificadas de las CONSIGNACIONES DE PAGO CORRESPONDIENTES AL PERIODO DE ABRIL DEL 2009 HASTA ABRIL DE 2010, también lo es que de ninguna forma acreditan haber solicitado copia certificada de los billetes de depósito que ofrecen como prueba, ya que como es sabido, es totalmente diferente una consignación a un Billete de Depósito, ya que la consignación se refiere al escrito o acto por medio del cual se consigna determinada cosa, pero en ninguna parte del acuse ya referido, se desprende que los codemandado hayan solicitado copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO como tal, recalcando que en el presente juicio no es dable ni procedente se supla la deficiencia en el planteamiento de la queja.


De lo anterior se desprende, que los codemandados oferentes de dicha prueba, omitieron dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como también queda plenamente acreditado que el A quo, viola en perjuicio de la actora lo dispuesto por la fracción II y III del precepto legal antes referido, al haber admitido una prueba que no fue ofrecida conforme a derecho, extralimitándose de esta forma en sus funciones el Juez natural y por ende, las mismas no debieron de haber sido valoradas al momento de dictar la Sentencia, ya que como se desprende en específico en la parte conducente en la que el A quo resuelve la excepción de pago y la de Plus Petitio, el Juez de origen de forma directa valora las pruebas de mi contraria, con independencia del sentido de dicha valoración, sino que la cuestión es que no se debieron de haber admitido y en consecuencia haberse tomado en consideración al momento de resolver.


Con lo anteriormente expuesto, ha quedado plenamente acreditado la defectuosa e ilegal determinación dictada por el A quo, al haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, ya que como se ha esgrimido en el presente libelo, los demandados omitieron dar cabal cumplimiento a los requisitos esenciales para el ofrecimiento de pruebas, amén de no haber acreditado la solicitud de expedición de las copias certificadas que ofrecieron como pruebas; razón por la cual, Ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedente el presente agravio y en consecuencia y en plenitud de Jurisdicción, deberán de ordenar la revocación y/o modificación de la sentencia que por este medio se combate, a efecto de que no se tomen en consideración dichas pruebas, así como para que no se tomen en consideración ninguno de los documentos que hayan exhibido en juicio con fecha posterior a su escrito de contestación de demanda, ya que si bien es cierto que el artículo 296 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal refiere, que: “los documentos que hayan sido ofrecidos antes del periodo de ofrecimiento de pruebas, se tomarán como prueba aunque no se hayan ofrecido como pruebas”; también lo es, que en el caso concreto y al tratarse de un juicio especial, en el que las pruebas se ofrecen desde el escrito de demanda y contestación a la misma, al no admitirse las pruebas ofrecidas por los demandados, y al no haber exhibido los documentos antes del periodo probatorio, NO deben de considerarse los demás documentos que presenten con fecha posterior a su contestación de demanda.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan: 

PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, interponiendo el presente recurso de apelación, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, admitiendo a trámite la misma.


SEGUNDO.- Tenerme por señaladas las constancias para integrar el presente testimonio de apelación, así como por expresado el agravio que se hace valer en el presente libelo.


TERCERO.- Con las copias simples que se exhiben, se corra traslado a los codemandados, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, ordenando la modificación y/o revocación de la Sentencia combatida, en los términos precisados en el cuerpo del presente ocurso. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a dos de agosto de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A.

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE

GRUPO FINANCIERO BANORTE

 VS.

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR, TAMBIÉN 

CONOCIDA COMO MARÍA LUISA TORRES 

DE ESPINOSAY CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL

ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE 1525/09

SECRETARÍA A

C. JUEZ TRIGESIMO OCTAVO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada en autos, comparezco y expongo:


Por medio del presente escrito, y estando en tiempo y forma hábil, ad cautelam vengo a dar contestación a los absurdos e improcedentes agravios, expresados por mis contrarios en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010.
ADDENDUM

Cabe precisar, que mediante resolución de fecha 4 de agosto de 2010 dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, se ordenó modificar el proveído de fecha 4 de junio de 2010, a efecto de que NO se admitiera la prueba ofrecida por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, consistente en copias certificadas de la Jurisdicción Voluntaria tramitadas ante el Juzgado 50º. Civil del Distrito Federal, y por ende, la Sentencia Definitiva de fecha 5 de julio de 2010, debe quedar INSUBSISTENTE, por lo que el A quo debe de dictar nuevamente la Sentencia Definitiva en el presente juicio, razón por la cual se da contestación AD CAUTELAM a los agravios expresados por mi contraria en su recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de julio de los corrientes.
CONTESTACIÓN A LOS AGRAVIOS

PRIMER AGRAVIO

El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta ABSURDO e IMPROCEDENTE, ya que los codemandados hacen consistir dicho agravio, en el hecho de que supuestamente el Estado de Cuenta Certificado exhibido por la actora no cuenta con los requisitos legales que debe de contener un Estado de Cuenta, alegando que le causa agravio el hecho de que el A quo de forma indebida haya otorgado pleno valor probatorio a dicho Estado de Cuenta, por no contener supuestamente los requisitos legales, situación que es falsa y errónea.

En efecto, lo esgrimido por mi contraria es erróneo e improcedente, ya que como lo dispone el Artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, para que un Estado de Cuenta haga prueba plena es necesario que cumpla con los requisitos establecidos en dicho precepto legal, mismo que en su parte conducente a la letra dice:

Artículo 68.-…

“…El estado de cuenta certificado por el contador a que se refiere este artículo, hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios.

El estado de cuenta certificado antes citado deberá contener nombre del acreditado; fecha del contrato; notario y número de escritura, en su caso; importe del crédito concedido; capital dispuesto; fecha hasta la que se calculó el adeudo; capital y demás obligaciones de pago vencidas a la fecha del corte; las disposiciones subsecuentes que se hicieron del crédito, en su caso; tasas de intereses ordinarios que aplicaron por cada periodo; pagos hechos sobre los intereses, especificando las tasas aplicadas de intereses y las amortizaciones hechas al capital; intereses moratorios aplicados y tasa aplicable por intereses moratorios.”
De lo anterior, se desprende cuáles son los requisitos legales para que el Estado de Cuenta Certificada haga prueba plena, mismos que en el caso concreto se encuentran cubiertos, ya que de una simple lectura del multicitado Estado de Cuenta se desprende, que en la primer hoja, en el recuadro superior identificado como “INFORMACIÓN CONTRACTUAL”, se encuentra debidamente asentado el nombre del acreditado y garantes hipotecarios, la fecha del contrato, el Notario y número de escritura, el importe del crédito concedido por mi representada. Ahora bien, por lo que hace al monto del capital dispuesto, el mismo se observa que SI se indica en dicho Estado de Cuenta, en específico en la primer hoja, en la parte inferior izquierda en el recuadro identificado como “CAPITAL ORIGINAL Y FECHA DE DISPOSICIÓN”. Por lo que hace la fecha hasta la que se calculó el adeudo, capital y demás obligaciones de pago vencidas, la tasa de intereses ordinarios y moratorios, viene en la foja uno, en específico en el resumen de saldos, amén de que en la foja 2 de dicho Estado de Cuenta, se estableció la tasa de interés ordinario y moratorio aplicable en el mismo, la cual fue pactada en el documento base de la acción. Amén de lo anterior, en las subsecuentes hojas (corrida financiera), se encuentra debidamente detallado y precisado mes con mes, tanto los pagos efectuados por los codemandados, así como el número de días transcurrido por cada mes, el importe pagado o en su caso adeudado, el monto y tasa de los intereses ordinarios y moratorios y cualquier otro dato necesario para la validez y eficacia del multicitado Estado de Cuenta, por lo que resulta ilógico, absurdo y contrario a derecho, que los demandados refieran que se les deja en estado de indefensión y que el A quo de forma incorrecta valoró dicho documento, situación que no es acorde a la realidad, ya que si el Estado de Cuenta exhibido en el escrito inicial de demanda, cuenta con todos y cada uno de los requisitos establecidos por la ley para su validez y eficacia, en consecuencia el A quo está obligado como de forma acertada lo hizo, en otorgar pleno valor probatorio, y más aún cuando la demandada no ofreció prueba alguna para desvirtuar el valor probatorio pleno que por ley tiene conferido un Estado de Cuenta certificado, tal y como lo dispone el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito.

A efecto de robustecer lo anteriormente vertido, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 199220

Instancia: Primera Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 V, Marzo de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 10/97        

Página:   277

CONTADOR PÚBLICO DE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, EL ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL, HARÁ FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, SIN NECESIDAD DE NINGÚN OTRO REQUISITO (ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).

Es suficiente para declarar procedente la vía ejecutiva mercantil intentada por una institución bancaria, el que se exhiba el contrato o póliza donde conste el crédito otorgado, acompañado del estado de cuenta certificado por el contador autorizado por la institución, sin que sea necesario que acredite que este último se encuentra precisamente autorizado por ella para certificarlo y que además cuenta con título expedido legalmente para ejercer la profesión de contador público, porque estos requisitos no los exige el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito y, en todo caso, el valor probatorio de la certificación se presume, según dicho precepto, salvo prueba en contrario.

Contradicción de tesis 59/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 26 de febrero de 1997. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Tereso Ramos Hernández.

Tesis de jurisprudencia 10/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

La anterior Jurisprudencia, debe de aplicarse por analogía al presente asunta, ya que la misma es en el sentido de que solamente se deben de reunir los requisitos establecidos en el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito para que el Estado de Cuenta haga prueba plena, situación que en el presente juicio se cumple al pie de la letra, ya que como se ha demostrado con antelación, el multireferido Estado de Cuenta, tiene todos y cada uno de los requisitos señalados por el precepto legal invocado.

De lo anterior se desprende, que el agravio hecho valer por los codemandados, resulta infundado e improcedente, ya que contrario a lo que sostienen los apelantes, el Estado de Cuenta Certificado sí cuenta con todos y cada uno de los requisitos señalados por la Ley de Instituciones de Crédito, aunado a que como se desprende del contenido de la sentencia recurrida, el A quo no solamente tomó en consideración el Estado de Cuenta ya referido, sino que acertadamente refirió el hecho de que los codemandados incumplieron con su obligación de pago al no haber realizado éste en los términos y tiempo convenido en el documento base de la acción, amén de que los propios codemandados NO acreditaron de forma alguna haber cumplido con su obligación de pago, razón suficiente para que el Juez de origen haya declarado el vencimiento anticipado del contrato fundatorio de la presente acción.
Ahora bien y por lo que respecta a la tesis aislada invocada por los apelantes, cabe precisar que la misma no es de aplicación obligatoria, sin embargo, el Estado de Cuenta exhibido en juicio, SÍ cuenta con los requisitos establecidos por la Ley de Instituciones de Crédito, aclarando que si bien es cierto que la tesis aislada en comento refiere que se deben de asentar los “instrumentos” que sirvieron para el cálculo de los intereses, también lo es que el Estado de Cuenta ya mencionado si los contiene, ya que los “instrumentos” se refieren a instrumentos bancarios como pueden ser el Costo Porcentual Promedio, Banxico, Cetes o el instrumento de mayor rendimiento en el sistema financiero mexicano; siendo que en el caso concreto NO SE ESTIPULÓ para el cálculo de los intereses algún instrumento bancario, sino que se estipuló un porcentaje determinado para cada tipo de interés, siendo el 14.5% para intereses ordinarios y el 29% para intereses moratorios, razón por la cual estos porcentajes deben de ser considerados como “instrumentos” para determinar los intereses.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito insertar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 199408

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 V, Febrero de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: XIV.2o. J/6         

Página:   635

ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL CONTADOR DE LA INSTITUCION DE CREDITO ACREEDORA. DEBE CONTENER LOS INSTRUMENTOS QUE SIRVIERON PARA CALCULAR LOS INTERESES RECLAMADOS (ARTICULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO).

Cuando en los contratos en los que se hagan constar los créditos que otorguen las instituciones de crédito, se hubiere convenido que los intereses ordinarios y moratorios se calcularían con base en determinados instrumentos bancarios, como por ejemplo el Costo Porcentual Promedio, Banxico, Cetes o el instrumento de mayor rendimiento en el sistema financiero mexicano, el contador facultado por la institución acreedora deberá precisar en la certificación correspondiente cuáles fueron dichos instrumentos, es decir, de dónde provienen los intereses reclamados, pues de lo contrario, se limita la capacidad de defensa del demandado al desconocer el origen de tales cantidades, ya que no es suficiente saber que corresponden a aquel rubro, sino que es necesario evidenciar de dónde y cómo se obtuvieron.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 259/96. Banca Unión, S.A., Institución de Banca Múltiple. 4 de julio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secretario: José Guadalupe Orta Méndez.

Amparo directo 354/96. Eduardo Gutiérrez Gómez y otro. 10 de octubre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secretario: José Guadalupe Orta Méndez.

Amparo directo 466/96. Grupo Agropecuario Las Margaritas, S.P.R. de R.L. 6 de noviembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Raquel Aldama Vega. Secretario: Agustín López Díaz.

Amparo directo 469/96. Especialistas en Equipos de Seguridad Moba, S.A. de C.V. 6 de noviembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escalante, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Luis Manuel Vera Sosa.

Amparo directo 545/96. Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero. 10 de diciembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Luis A. Cortés Escalante, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Gonzalo Eolo Durán Molina.

Nota: Esta tesis contendió en la contradicción 27/2000-PS resuelta por la Primera Sala, de la que derivaron las tesis 1a./J. 60/2001 y 1a./J. 59/2001, que aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, septiembre de 2001, páginas 120 y 135, con los rubros: "CERTIFICACIÓN DE CONTADOR. CUANDO NO SE RECLAME EN CANTIDAD LÍQUIDA EL PAGO DE INTERESES, ES INNECESARIO SU DESGLOSE PARA LA PROCEDENCIA DE LA VÍA EJECUTIVA MERCANTIL." y "CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO SIMPLE. EN CASO DE RECLAMO DE INTERESES EN CANTIDAD LÍQUIDA, EL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR EL CONTADOR DEBE PRECISAR SU DESGLOSE PARA LA PROCEDENCIA DE LA VÍA EJECUTIVA MERCANTIL."

De lo anterior se observa, que SOLAMENTE PARA EL CASO DE QUE EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN, SE HUBIERE PACTADO DETERMINADOS INSTRUMENTOS PARA EL CÁLCULO DE LOS INTERESES, ÉSTOS DEBERÍAN DE SER REFERIDOS POR EL CONTADOR PÚBLICO DENTRO DEL ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO, aclarando que eso no acontece en el presente juicio, ya que como se ha vertido, en el documento base de la acción se estipuló un porcentaje fijo de intereses. Ahora bien y estando en el supuesto sin conceder de que se tuvieran que precisar los instrumentos utilizados para el cálculo de los intereses, dichos instrumentos sin duda alguna deben de ser el monto de la tasa aplicable para cada interés, esto es, el porcentaje pactado en el contrato base de la acción.

Ahora bien, por lo que respecta a lo manifestado por los codemandados, referente a que les causa agravio el hecho de que supuestamente se hace resumen de saldos partiendo del 3 de agosto de 2009 en el Estado de Cuenta Certificado, dicha afirmación es falsa, ya que de la simple lectura y análisis de dicho Estado de Cuenta, se acredita lo contrario, en efecto del Estado de Cuenta se desprende el desglose de las mensualidades a que estaban obligados los codemandados a pagar desde el inicio del crédito, ya que el primer pago se debía de haber realizado el día 3 de enero de 2006 y a partir de esta fecha, comienza el resumen de saldos, amén de que como se desprende de la hoja 1 del documento en cita, se desprende y acredita las fechas de incumplimiento por parte de los enjuiciados.


Asimismo, cabe precisar a Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala, que los codemandados NO hicieron valer cuestión alguna sobre las supuestas deficiencias del Estado de Cuenta durante el juicio, siendo incuestionable e improcedente que ahora pretendan hacer valer esas situaciones de forma extemporánea, ya que si los mismos refieren que el Estado de Cuenta no es correcto, debieron de haberlo acreditado con una prueba pericial en materia contable, situación que omitieron, razón por la cual legalmente se encuentran imposibilitados para atacar el contenido de dicho Estado de Cuenta, ya que su derecho para tal efecto se encuentra PRECLUÍDO por no ser ya el momento procesal oportuno para tal efecto, recalcando que en el presente juicio no es dable que los Juzgadores suplan la deficiencia de la queja a las partes en juicio.

De igual forma, y contrario a la apreciación de la demandada, es erróneo afirmar que el Estado de Cuenta Certificado “no especifica los meses sobre los cuales gravita la insolvencia”.

Lo anterior es así, ya que como se puede observar del Estado de Cuenta, en específico a partir de la página tercera, se encuentra un desglose de los movimientos del crédito. En éste, viene señalado, mes por mes, desde el 20 de diciembre de 2005 y hasta el 3 de agosto de 2009, los cargos, abonos y saldos del crédito, así como los meses que incumplieron los codemandados en su pago, al igual que los intereses ordinarios y moratorio que se han generado.

Lo anterior demuestra que sí vienen señalados los meses en los cuales se dejó de realizar los pagos por parte de la demandada, recalcando que los mismos son acordes a lo señalado en el escrito inicial de demanda, pues la fecha en que los enjuiciados incumplieron con la obligación de pago por lo que respecta al capital del crédito que se les otorgó, a partir del día 3 de abril de 2009, tal y como puede observarse en mi escrito inicial de demanda, así como en la foja 7 del Estado de Cuenta, lo que de nueva cuenta denota la mala fe y el dolo con que se conducen los codemandados, al tratar de confundir la buena fe de sus Usías para liberarse de forma contraria a derecho de sus obligaciones de pago, utilizado en su agravio una redacción confusa y llena de galimatías, con la única intención de retardar el presente juicio, utilizando argumentos inverosímiles para eludir su obligación de pago.


Por lo anterior, Ustedes CC. Magistrados, deberán de declarar improcedente e infundado el agravio expresado por el apelante y que en este acto se contesta.

SEGUNDO AGRAVIO


Antes de comenzar con la contestación del agravio correlativo, cabe precisar a este Tribunal de Alzada, que debido a la confusión con la que se conducen los apelantes al momento de haber esgrimido dicho agravio, así como por galimatías vertidas en el mismo, procederé a dar contestación al agravio en cita de la siguiente forma:


1.- En cuanto al párrafo marcado por los codemandados con el número 1 del agravio correlativo que se contesta, lo manifestado en el mismo resulta absurdo, improcedente y contrario a derecho, ya que SE TRATA DE UN ACTO CONSENTIDO, TODA VEZ QUE EN AUDIENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 2010, SE RESOLVIÓ LA EXCEPCIÓN DE CONEXIDAD DE LA CUSA, HABIENDOSE DECLARADO IMPROCEDENTE, SIN QUE LOS CODEMANDADOS HUBIEREN RECURRIDO DICHA RESOLUCIÓN, POR LO QUE AL NO HABER AGOTADO EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD SE TRATA DE UN ACTO CONSENTIDO QUE NO PUEDEN ATACAR EN EL RECURSO QUE SE CONTESTA.

Ahora bien, con independencia de lo mencionado en el párrafo anterior, de todos modos la parte relativa del agravio que se contesta, resulta improcedente, infundado y contrario a derecho, ya que en concreto los apelantes refieren que les causa agravio, el hecho de que el A quo haya declarado improcedente la excepción de CONEXIDAD DE LA CAUSA, aunado a que supuestamente el A quo no manifestó los motivos y razones de la improcedencia de dicha excepción, situación que es errónea; toda vez que como la propia apelante lo refiere en el numeral 1 del agravio correlativo que en este acto se contesta y como se desprende de autos, la C. Conciliadora adscrita al Juzgado de origen, con fecha 21 de mayo de 2010, practicó una inspección Judicial de la cual se desprende y acredita de forma fehaciente, que el juicio de “DACIÓN EN PAGO” promovido por la hoy demandada en contra de mi representada, radicado en el Juzgado 66 Civil del Distrito Federal, bajo el expediente 518/2010, NO SE HABÍA EMPLAZADO A MI REPRESENTADA AL MOMENTO DE QUE MI CONTRARIA OPUSO DICHA EXCEPCIÓN, razón suficiente para que el A quo declarara improcedente dicha excepción, ya que como es sabido, el artículo 39 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, indica claramente cuales son las hipótesis para que opere la excepción de conexidad de la causa, así como también refiere de forma clara, cual es el objeto de dicha excepción, siendo que el objeto de la misma es REMITIR LOS AUTOS DEL JUICIO EN QUE ESTA SE OPONE (juicio en que se actúa) AL JUZGADO QUE PREVINO PRIMERO EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 259 FRACCIÓN I DEL ORDENAMIENTO LEGAL ANTES INVOCADO; refiriéndose la palabra “prevenir” al hecho de EMPLAZAR PRIMERO, ya que el prevenir un juicio a favor de un Juez, es uno de los EFECTOS DEL EMPLAZAMIENTO; en consecuencia, si el efecto de la excepción de conexidad de la causa es, remitir el juicio en que se opone al Juzgado que emplazó primero, es evidente que la excepción opuesta por los codemandados no es procedente, ya que como se ha mencionado con antelación, el juicio diverso denominado por mi contraria “Dación en Pago”, NO HA SIDO EMPLAZADO A MI REPRESENTADA.


A efecto de un mejor manejo de la contestación del agravio, me permito transcribir la parte conducente del artículo 39 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, mismo que a la letra dice:

[…] la remisión de los autos del juicio en que ésta se opone al juzgado que previno en los términos del artículo 259, fracción I, de este Código […]

De esta forma, resulta inatendible el reclamo de mi contraparte, pues los autos del presente juicio no se pueden remitir a un Juzgado en el que aún no se ha emplazado. Este juicio ha quedado prevenido en favor del Juez 38° de lo Civil desde el día 7 de abril del año en curso, fecha en que se emplazó a la demandada. De esta forma, la improcedencia declarada en contra de esta excepción sí fue conforme a derecho.

Ahora bien, por lo que respecta a lo manifestado por los recurrentes, referente a que el A quo no mencionó los razonamientos por los que declaró improcedente la excepción de conexidad de causa, resulta falso e inexacto, ya que como es sabido, la excepción de conexidad de causa es una de las pocas excepciones que NO SE RESUELVEN EN LA SENTENCIA DEFINITIVA por la trascendencia del resultado de la misma; siendo en el caso concreto que dicha excepción se resolvió en audiencia de fecha 23 de Junio de 2010, expresando en dicha audiencia, las razones por las cuales resulta improcedente dicha excepción, mismas que resultan ser motivadas y  fundadas y conforme a derecho, ya que como se ha referido anteriormente y por los motivos antes expresados, dicha excepción de ninguna forma puede ser procedente.

Asimismo, como se desprende de la sentencia recurrida por los codemandados, se desprende que el A quo al momento de pronunciarse sobre la excepción de conexidad, si bien es cierto que no refiere los razonamientos por los que se declara improcedente la misma, también lo es que si remite a la audiencia en la que se resolvió la misma, siendo precisamente en dicha audiencia en donde se expresan los motivos y razonamientos jurídicos, del porqué se declaró improcedente la misma, situación que de ninguna manera causa agravio a los demandados, ya que la misma ya había sido declarada improcedente, recalcando que este tipo de excepciones no se resuelve en sentencia definitiva, amén de que como se ha manifestado con antelación, se trata de un ACTO CONSENTIDO POR NO HABER RECURRIDO MEDIANTE EL RECURSO ORDINARIO LA RESOLUCIÓN QUE DECLARÓ IMPROCEDENTE LA YA REFERIDA EXCEPCIÓN.

En otro orden de ideas, la apelante de igual forma refiere como causa de agravio, la falta de emplazamiento del juicio diverso de “Dación en Pago” radicado en el Juzgado 66° Civil del Distrito Federal, situación que a todas luces resulta improcedente en el presente juicio, ya que el hecho de que haya podido o no emplazar en un juicio totalmente diferente y ajeno al que se actúa, no es materia del presente juicio, debiendo en su caso hacer valer sus derechos ante ese Juzgado (66 Civil del D.F.) y no en el presente asunto, ya que como se ha mencionado es una cuestión totalmente ajena a este procedimiento y por ende, el A quo no posee facultad alguna sobre las actuaciones realizadas por el personal de un Juzgado diverso. Aún suponiendo que el actuar del personal de un Juzgado diverso al de origen haya sido incorrecto, no corresponde al Juez natural pronunciarse sobre su sanción.
Ahora bien, por lo que hace a las galimatías vertidas por los recurrentes respecto a que supuestamente el A quo pasa por inadvertido el hecho de que mi representada se encontraba en los primeros 2 supuestos de la tesis denominada “PAGO. LIBERACIÓN DE LA OBLIGACIÓN POR CONSIGNACIÓN DEL, SUPUESTOS EN QUE PROCEDE….”, hechos que supuestamente mi contraria son: “a) Cuando el acreedor sin ninguna razón o sin ninguna razón justificada se niega a recibir el pago y b) Cuando el acreedor se niegue a entregar el documento justificativo de pago”, resulta por demás FALSO e INCONGRUENTE, ya que como Ustedes CC. Magistrados podrán darse cuenta de una simple lectura de las actuaciones del juicio en que se actúa, en primer lugar los codemandados nunca alegaron el hecho de que mi representada no hubiere querido aceptar el pago y mucho menos no haber querido entregar el documento justificativo de pago correspondiente, amén de que dichas hipótesis JAMÁS FUERON ACREDITADAS POR LOS CODEMANDADOS EN JUICIO, siendo ellos los que tenían la CARGA DE LA PRUEBA, AMÉN DE QUE JAMÁS CUMPLIERON CON LOS REQUISITOS DE LOS PRELIMINARES DE LA CONSIGNACIÓN, COMO LO ES EL HECHO DE HABER NOTIFICADO A MI REPRESENTADA PARA QUE ACEPTARA O SE OPUSIERA AL PAGO, TAL Y COMO LO DISPONE EL ARTÍCULO 225 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, ASÍ COMO TAMPOCO PUEDEN HABLAR DE LIBERACIÓN DE PAGO, YA QUE LA LIBERACIÓN DEBE DE SER DECLARADA JUDICIALMENTE MEDIANTE UNA SENTENCIA DECLARATIVA, MISMA QUE DEBE DE RESOLVER EL JUICIO QUE EL DEUDOR INICIE EN CONTRA DE SU ACREEDOR POR HABER SIDO NOTIFICADO DE LA CONSIGNACIÓN Y HABERSE REHUSADO A ACEPTAR EL PAGO, SIENDO QUE HASTE ESE MOMENTO, ES CUANDO SE PUEDE HABLAR DE QUE EL DEUDOR SE ENCUENTRA LIBERADO DE SU OBLIGACIÓN POR UNA CONSIGNACIÓN, SIEMPRE Y CUANDO EL JUEZ HAYA RESUELTO QUE LA CONSIGNACIÓN REALIZADA POR EL DEUDOR FUE APEGADA A DERECHO Y CUMPLIENDO CON LOS REQUISITOS LEGALES RESPECTIVOS, TAL Y COMO LO DISPONE LOS ARTÍCULOS 2100, 2101, 2102 DEL CÓDIGO CIVIL, ASÍ COMO POR LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 233 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, AMBOS DEL DISTRITO FEDERAL; razón por la cual resulta absurdo pretendan engañar a este Tribunal de Alzada con simples manifestaciones falsas y carentes de sustento legal.

2.- Ahora bien, a continuación me permito dar contestación al supuesto agravio esgrimido por los demandados, en el numeral 2 de su SEGUNDO AGRAVIO, contestación que formulo en los siguientes términos:

Primero que nada, y atendiendo a que dentro de este numeral, la apelante esgrime varios incisos, me permitiré por cuestión de orden, dar contestación de la misma forma, esto es inciso por inciso.

A)El inciso correlativo del agravio que en este apartado se contesta, resulta INFUNDADO E IMPROCEDENTE, en virtud de que la recurrente de forma absurda e irrisoria manifiesta que supuestamente la excepción de pago que opusieron, quedó plenamente acreditada, situación que a todas luces es falsa, aunado a que refiere, que el A quo solamente se limitó a transcribir del documento base de la acción determinadas cláusulas, confiriendo pleno valor probatorio al Estado de Cuenta Certificada exhibido por mi representada, alegando de igual forma, que el Estado de Cuenta, en cita, no reúne los requisitos legales, alegando de forma inverosímil e irrisoria, el hecho de que supuestamente de autos se desprende que los codemandados pagaron puntualmente cada mes, situaciones que son FALSAS, ABSURDAS Y CARENTES DE SUSTENTO LEGAL.

 
En efecto, lo manifestado por los apelantes resulta absurdo e improcedente, ya que si bien es cierto que el A quo toma en consideración el clausulado del documento base de la acción, también lo es que el Juzgador legalmente se encuentra obligado a interpretarlo de forma literal, ya que al ser claro el contenido del documento base y no dejar duda alguna sobre la intención de las partes, el A quo debe de interpretar el mismo en sentido LITERAL, amén de que como es sabido, la voluntad de las partes el la Ley suprema de los contratos, recalcando que los contratos se perfeccionan con el consentimiento de la partes, y a partir de que éstos se perfeccionan, obligan a las partes no solamente a lo expresamente pactado, sino también a las consecuencias directas derivadas de dicho acto jurídico, tal y como lo disponen los artículos 1796 y 1851 del Código Civil para el Distrito Federal.


Por lo anterior, y tomando en consideración que al tratarse de un documento público que tiene pleno valor probatorio en juicio, el A quo se encuentra obligado a estudiar y considerar el mismo, estudio y análisis que como se ha precisado, debe de ser de forma LITERAL.

Ahora bien, por lo que hace a las absurdas y falsas manifestaciones vertidas por la apelante respecto a que el Estado de Cuenta Certificado exhibido por mi representada, fue valorado de forma indebida por el A quo al haberle otorgado pleno valor probatorio, cabe resaltar a este Órgano Colegiado, que el Juez de origen actuó de forma correcta y contraria a derecho, ya que de un simple estudio y análisis del Estado de Cuenta Certificado en comento, se podrán percatar de que el mismo cumple con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, y conforme a dicho precepto legal, el Estado de Cuenta hace PRUEBA PLENA SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, siendo que en el caso que nos ocupa, los codemandados jamás aportaron prueba alguna para desvirtuar la plenitud probatoria de dicho documento.


Por otro lado, la recurrente refiere que supuestamente de autos se desprende que pagó puntual a mi representada mes con mes, situación que es FALSA Y ABSURDA, denotando nuevamente la mala fe y el dolo con el que se conduce mi contraria en juicio, con la plena intención de eludir sus obligaciones de pago, ya que como lo observara este Tribunal de Alzada, de autos JAMÁS se desprende que los codemandados haya pagado puntualmente como lo refieren de forma falsa, aclarando que el pago “es la entrega de la cantidad debida”, aunado a que el pago debe de hacerse en la forma, términos y tiempo pactado por las partes, siendo que en el presente juicio, los codemandados NO HAN ENTREGADO LA CANTIDAD DEBIDA A MI REPRESENTADA, NO HAN REALIZADO EL PAGO EN LA FORMA ESTABLECIDA EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN, Y TAMPOCO HAN REALIZADO EL PAGO EN EL TIEMPO CONVENIDO; RAZÓN POR LA CUAL NO SE PUEDE HABLAR DE PAGO, YA QUE EL MISMO EN EL CASO CONCRETO NO EXISTE, TAL Y COMO LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 2062, 2078 Y 2079 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL.


De lo anterior se desprende, que si mis contrarios se obligaron a realizar el pago de las mensualidades a que se obligaron en el documento base de la acción, en el domicilio de mi representada los día 3 de cada mes, resulta absurdo que al no haber cumplido con lo pactado, pretendan hablar de pago.
C) Ahora bien, en cuanto hace al inciso correlativo del segunda agravio que se contesta, el mismo resulta absurdo, improcedente e infundado, ya que esencialmente mi contraria refiere que le causa agravio, el hecho de que supuestamente jamás incurrió en mora al haber promovido el juicio de liberación de pago y que supuestamente lo denominó “Dación en Pago”; aunado a que supuestamente el Juez de origen ignoró el hecho de que supuestamente los codemandados hubiesen pagado en forma contraria, no analizando de forma correcta el contenido de los artículos 2078 y 2079 del Código Civil de esta entidad, situación que resulta falsa e improcedente.

En efecto, en primer lugar, cabe hacer mención a Ustedes CC. Magistrados, que mi contraria se encuentra en un gran error jurídico, al creer o querer equiparar un juicio de “Liberación de Pago” con un juicio de “Dación en Pago”, juicios que jurídicamente son totalmente diferentes, ya que el primero de los mencionados, tiene por efecto liberar al deudor de su obligación de pago, en caso de que el acreedor se rehúse a aceptar el pago o se niegue a entregar el documento justificativo, así como cuando el acreedor es persona incierta, incapaz, este ausente o sean dudosos sus derechos, siempre y cuando el deudor primeramente de forma extrajudicial haga el ofrecimiento de pago y el acreedor no lo acepte o caiga en alguno de los supuestos ya referidos, por lo que en esos casos, el deudor debe de realizar los actos preeliminares de consignación, consignando la prestación debida, debiendo de notificar al acreedor del día y hora que se señale para la entrega a éste de la cosa, aclarando que en caso de que el acreedor se rehúse a recibir la misma o no acuda en el día y hora que se le indique, el deudor tiene la obligación de iniciar el juicio respectivo, a efecto de que el Juez que conozca del asunto, resulta mediante sentencia si la consignación realizada con anterioridad cumple con los requisitos legales respectivos, y en caso de cumplir con dichos requisitos, el Juez declarará la validez de la consignación y en consecuencia se libera al deudor de su obligación, sin embargo, si el Juez resuelve que la consignación no fue ajustada a derecho, de ninguna manera se libera al deudor de su obligación de pago; situación muy distinta a la figura de la “Dación en Pago”, ya que ésta es una forma de liberarse de una obligación, y consiste en el hecho de que el deudor CON CONSENTIMIENTO DEL ACREEDOR, LE PAGUE LO ADEUDADO CON UNA PRESTACIÓN DIVERSA A LA INICIALMENTE PACTADA, ACEPTANDO ÉSTE ÚLTIMO DICHA PRESTACIÓN CON TODOS LOS EFECTOS DEL PAGO; de ahí la diferencia tan grande que existe entre una y otra de las figuras jurídicas en comento.

De lo anterior se desprende, el gran error y la falta de precisión por parte de mi contraria al utilizar términos jurídicos que de ninguna forma son iguales como pretende hacerlo creer, llegando a la conclusión de que en el presente juicio, no existe ni Liberación de Pago, así como tampoco la Dación en Pago, ya que ambas figuras jurídicas resultan improcedentes e INAPLICABLES en el caso concreto.

En efecto, no existe consignación y liberación de pago, en virtud de que mi contraria NO acredita que mi representada se encuentre en alguno de los supuestos contemplados en el artículos 2098 del Código Civil, así como tampoco en los del artículo 224 del Código Procesal de la materia para esta entidad, amén de que tampoco acredita la razón del porqué supuestamente realizó los pagos de forma distinta a la que se obligó en el contrato base, esto es que no acredito el supuesto de que se le desvió el deposito realizado de la mensualidad de marzo.

La demandada alega un supuesto desvío de su mensualidad correspondiente al mes de marzo de dos mil nueve, situación que es falsa y que se acredita plenamente con el Estado de Cuenta, ya que en la página 6 del Estado de Cuenta Certificado se encuentra registrado en la última celda, en el periodo del 04 de febrero de 2009 al 03 de marzo de 2009, un abono de $9,608.49 (nueve mil seiscientos ocho 49/100 MN) correspondientes a la mensualidad del 3 de marzo de dos mil nueve. Siendo así, no es posible que exista ningún desvío como dolosamente lo refiere mi contraria, ya que la mensualidad de marzo se encuentra plenamente aplicada y tomada en consideración en dicho documento.

Asimismo, de forma dolosa, mi contraria refiere que no efectuó los pagos de forma diversa a la pactada, situación que es falsa y contradictoria con la defensa de la parte demandada, ya que como se acredita con el documento base de la acción, los codemandados se obligaron a efectuar los pagos mensuales los días 3 de cada mes en el domicilio de mi representada y no mediante billetes de depósito, de ahí que efectivamente no realizaron el pago en la forma pactada, y en consecuencia, si el pago no se efectúa en los términos y tiempo convenido, no se puede hablar de que existe el pago, sino mas bien de un incumplimiento de la obligación,  tal y como lo disponen los artículos 2078 y 2079 del Código Civil para el Distrito Federal.


A efecto de robustecer lo anteriormente vertido, me permito insertar los 

siguientes criterios federales:
Novena Época

Registro: 196622

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 VII, Marzo de 1998

Materia(s): Civil

Tesis: VI.4o.16 C          

Página:   809

PAGO, OFRECIMIENTO DE, SEGUIDO DE CONSIGNACIÓN. PARA QUE EL DEUDOR QUEDE LIBERADO DE SU OBLIGACIÓN MEDIANTE LA PROMOCIÓN DE ESAS DILIGENCIAS, DEBE DEMOSTRAR QUE EL ACREEDOR NO LE QUISO RECIBIR EL PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).

De acuerdo con lo establecido en los artículos 1829 y 1830 del Código Civil del Estado de Puebla, para que proceda la liberación de la obligación a cargo del deudor mediante el ofrecimiento y la consignación correspondiente de su adeudo, es necesario que el promovente de tales diligencias, además de hacer el ofrecimiento y la consignación respectivos, demuestre el motivo por el que los hace, ya sea porque el acreedor se rehusó sin justa causa a recibir la prestación debida, a dar el documento justificativo de pago, o bien, que fuere persona incierta o incapaz de recibir dicha prestación que se debe, atento que este último numeral dispone: "Si el acreedor rehusare sin justa causa recibir la prestación debida, o dar el documento justificativo de pago, o si fuere persona incierta o incapaz de recibir aquélla, podrá el deudor liberarse consignando el bien debido el cual se depositará judicialmente.".

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 547/97. Leonardo Álvaro Rosas. 28 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: José Luis Vázquez Camacho.

De lo anterior, se desprende que para que el deudor quede liberado de su obligación mediante la consignación, debe demostrar que el acreedor no le quiso recibir el pago, situación que de ninguna manera acreditaron los codemandados en el presente juicio.


Asimismo, robustece lo anteriormente expresado, la siguiente tesis aislada que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 197759

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 VI, Septiembre de 1997

Materia(s): Civil

Tesis: III.1o.C.46 C

Página:   664

CONSIGNACIÓN. CUÁNDO HACE LAS VECES DE PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).

La interpretación sistemática de los artículos 2016, 2017, 2018, 2019, 2020 y 2021 del Código Civil del Estado de Jalisco, hace deducir que la simple consignación de la cantidad debida no hace las veces de pago, en tanto no sea aceptada expresamente por el acreedor o hasta que la autoridad judicial la apruebe.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 1311/96. Industrias Hercacum, S.A. 13 de diciembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arturo González Zárate. Secretario: José Luis Fernández Jaramillo.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1954, Quinta Época, Tomo III, tesis 265, página 508, de rubro: "CONSIGNACIÓN EN PAGO.".


De lo anterior se desprende, que no basta que el deudor acredite que el acreedor se encuentra en alguno de los supuestos establecidos por los preceptos legales ya invocados, sino que se necesita la declaración judicial para que el deudor quede liberado de su obligación de pago, situación que de igual forma no acontece en el presente juicio, ya que no existe resolución judicial que se pronuncie al respecto, toda vez que los codemandados jamás entablaron el juicio de liberación, aclarando que de ninguna forma se puede considerar como tal juicio, el juicio de “Dación en Pago” que promovieron en juzgado diverso.


D) El inciso correlativo que en este apartado se contesta del segundo agravio esgrimido por mi contraria, resulta IMPROCEDENTE, en virtud de que en primer lugar y como se ha mencionado al principio de este libelo, mediante sentencia de fecha 4 de agosto de 2010 dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, bajo el toca 1380/2010, ordenó modificar el proveído de fecha 04 de junio de 2010, para el efecto de que no se admitiera la prueba ofrecida por los codemandados, consistente en las copias certificadas de la Jurisdicción Voluntaria tramitadas ante el Juzgado 50 Civil del Distrito Federal, bajo el expediente número 609/2009; razón por la cual resulta INECESARIO entrar al estudio del presente inciso de este segundo agravio que se contesta, ya que dicha prueba no debe de ser valorada y esencialmente la apelada se duele de dicha situación.


Ahora bien, y solo para el caso de que se entrara al estudio del presente agravio, cabe manifestar a esta H. Sala, que las copias certificadas de Jurisdicción Voluntaria ofrecidas por mi contraria, de ninguna manera acreditan el hecho de que supuestamente mi representada haya desviado de forma indebida el pago mensual que efectuaron correspondiente al mes de marzo de 2009, toda vez que como se ha mencionado en los agravios contestados con antelación, NO existe desvío alguno como de forma dolosa lo refiere la recurrente, ya que como se acredita plenamente con el Estado de Cuenta certificado y exhibido por mi poderdante en el escrito inicial de demanda, se aprecia en específico en la foja 6 de dicho documento, exactamente en la última línea horizontal, que aparece un abono por la cantidad de $9,608.49, mismo que corresponde al periodo de marzo, ya que como se ha estipulado con anterioridad, los enjuiciados se obligaron a realizar los pagos mensuales los días 3 de cada mes, esto es el día 3 de marzo de 2009 por lo que hace al pago de referencia.


Por todo lo anteriormente expuesto, solicito a este Tribunal de Alzada, se sirva declarar improcedente el agravio correlativo que se contesta, por no ser acorde a la realidad y mucho menos conforme a derecho.

TERCER AGRAVIO


El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta ABSURDO, IMPROCEDENTE E INFUNDADO, en atención a que la recurrente refiere que le causa agravio, la condena de gastos y costas impuesta por el A quo en la Sentencia Definitiva materia del presente recurso, situación que es in atendible, ya que existe precepto legal expreso para la condena de dicha prestación, tal y como se observa en el artículo 140 fracción III, que refiere entre otras cosas, que el que sea condenado en juicios hipotecarios como es el caso, se le deberá de condenar al pago de gastos y costas, razón por la cual la determinación del A quo de haber condenado a los enjuiciados al pago de dicha condena, es conforme a derecho.


Ahora bien, cabe manifestar que por lo que hace a las demás manifestaciones vertidas por mi contraria en el agravio correlativo que se contesta, ya han sido motivo de los agravios anteriores, razón por la cual y tomando en consideración el Principio de Economía Procesal, solicito a Ustedes CC. Magistrados se sirva tener por reproducido en el presente apartado, lo manifestado en párrafos anteriores como si a la letra se insertare.


Por todo lo anteriormente expuesto, solicito a sus Usías se sirva declarar improcedentes todos y cada uno de los agravios hechos valer por los codemandados, en virtud de no estar ajustados a derecho y tratarse de simples artimañas para eludir sus obligaciones de pago.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A Ustedes CC. Magistrados, atentamente solicito se sirvan:

PRIMERO. Tenerme por presentado en tiempo y forma, dando contestación a los absurdos e improcedentes conceptos de agravio expresados por mi contraria mediante recurso de apelación interpuesto por mi contraria con fecha 4 de agosto de 2010, en contra de la Sentencia Definitiva dictada en el presente juicio.

SEGUNDO. En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, declarando improcedentes e infundados los agravios hechos vales por los codemandados.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a16 de agosto de 2010
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, y toda vez que mediante sentencia de fecha 04 de agosto de 2010, dictada por la Segunda Sala Civil dentro del Toca 1380/2010, se ordenó modificar el proveído de fecha 04 de junio del año en curso dictado por su Usía, en el sentido de que no se admita la prueba ofrecida por los codemandados marcada con el inciso “B” en su escrito de contestación de demanda, solicito a su Señoría se sirva dejar INSUBSISTENTE la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010 dictada en el presente juicio, y en consecuencia, se dicte una nueva acatando lo ordenado por el Tribunal de Alzada, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a dieciséis de agosto de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
EXPEDIENTE: 1525/09

C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 133 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a acusar la REBELDÍA en que han incurrido los codemandados, al no haber dado contestación al recurso de apelación interpuesto por el suscrito, en contra de la Sentencia Definitiva dictada en el presente juicio, solicitando se tenga por precluido el derecho que tuvieron para tal efecto.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con el carácter con el cual me ostento, así como con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado. 

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a veintitrés de agosto de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
TOCA: 1713/2010

CC. MAGISTRADOS DE LA SEGUNDA

SALA CIVIL, DEL DISTRITO FEDERAL.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a Ustedes CC. Magistrados, se sirvan ACLARAR la Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por este H. Tribunal de Alzada, misma que fue publicada en Boletín Judicial número 179, del día 11 de octubre del año en curso; en atención a las siguientes consideraciones:


En primer lugar, manifiesto a sus Usías, que por un error involuntario se asentó en las fojas 14 primer párrafo, renglón 4, en la foja 15 último párrafo, renglón 7, foja 16 tercer párrafo, renglón 5, un número de toca errónea, ya que se asentó el toca número 1713/2010, siendo que el toca correcto es el número 1380/2010.


De igual forma, en la foja 20 de la Sentencia dictada por ésta H. Sala, en específico en la transcripción de cómo deberá quedar el resolutivo SEGUNDO de la sentencia recurrida, por un error involuntario, se asentó en su parte conducente lo que a la letra dice:


“…de $4,306.94 (CUATRO MIL TRESCIENTOS SEIS PESOS 94/100 M.N.) por concepto de impuesto al valor agregado sobre la cantidad de los intereses moratorios…”


Siendo  el caso, que dicha cantidad NO es por concepto del impuesto al valor agregado sobre la cantidad de intereses MORATORIOS como de forma errónea se asentó, sino que es sobre la cantidad de INTERESES ORDINARIOS.

Por otra parte, en la foja 20 de la Sentencia en comento, en específico en la transcripción de cómo deberá quedar el resolutivo SEGUNDO de la sentencia recurrida, sus Usías OMITIERON pronunciarse sobre la condena impuesta a los codemandados, por la cantidad de $268.84, por concepto de Impuesto al Valor Agregado sobre el monto de intereses MORATORIOS reclamados en el escrito inicial de demanda, recalcando, que dicha condena fue impuesta por el A quo y no fue materia de estudio y/o modificación en el presente recurso de apelación.


Por lo anterior, es que solicito se sirvan realizar las aclaraciones solicitadas en el presente libelo, a efecto de evitar futuras complicaciones; lo anterior para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a trece de octubre de dos mil diez.
BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

VS

MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN CONOCIDA

COMO MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA Y

 CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL
ESPECIAL HIPOTECARIO.
TOCA: 1713/2010

CC. MAGISTRADOS DE LA SEGUNDA

SALA CIVIL, DEL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACÓN FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 158, 163 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a exhibir como ANEXO UNO, demanda de Amparo Directo, en contra de la Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010 y su auto aclaratorio de fecha 19 de octubre del año en curso, dictada por este Tribunal de Alzada, solicitando se sirva ordenar se notifique a la tercero perjudicada y hecho lo anterior, se envíe dicha demanda de garantías al Tribunal Colegiado en turno del Primer Circuito, para su debida substanciación.

Por lo anteriormente expuesto
A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


ÚNICO.- Tenerme por presentado con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a tres de noviembre de dos mil diez.

QUEJOSO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.

TERCEROS PERJUDICADOS: MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN 

CONOCIDA COMO MARÍA LUISA TORRES 

DE  ESPINOSA Y CARLOS IGNACIO 

ESPINOSA GIL.

AUTORIDADES RESPONSABLES: H. SEGUNDA SALA CIVIL DEL DISTRITO
FEDERAL, Y EL JUZGADO TRIGÉSIMO 

OCTAVO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO:__________

H. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL

EN TURNO DEL PRIMER CIRCUITO.

NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio principal, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en la calle Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando conforme a lo dispuesto por el artículo 27 de la Ley de Amparo a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, TANIA KARLA BAUTISTA TERÁN con Cédula Profesional 5511851, VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ, con Cédula Profesional 6207316; autorizando para oír y recibir notificaciones, así como para imponerse de autos, a los pasantes en derecho VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE, MARIANA CARRION VALENCIA y JESSICA ITZAMARAY DE LA CRUZ DIAZ ante Ustedes con el debido respecto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 107 fracción V y VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por lo dispuesto en los artículos 158, 163, 166 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a interponer demanda de AMPARO DIRECTO en contra de la Sentencia de fecha  8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federa, dentro del Toca 1713/2010, y su auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, por ser parte íntegra de dicha resolución, en la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, dictada por el Juez Trigésimo Octavo de lo Civil del Distrito Federal, relativo al Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009.


A efecto de satisfacer los requisitos establecidos en el artículo 166 de la Ley de Amparo, proporciono los siguientes datos:

I.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO.- Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte , con domicilio en Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal.
II.- NOMBRES Y DOMICILIO DE LOS TERCEROS PERJUDICADOS.- María Guadalupe Espinosa Torres, María Luisa Torres Aguilar también conocida como María Luisa Torres de Espinosa y Carlos Ignacio Espinosa Gil, con domicilio en Doctor Velasco número 156-A, Departamento 202, Colonia Doctores, Código Postal 06720, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal.

III.- AUTORIDADES RESPONSABLES:
1.- Autoridad Ordenadora.- H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal.

2.- Autoridad Ejecutora.- C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal.

IV.- ACTO RECLAMADO:

1.- ACTO RECLAMADO DE LA AUTORIDAD ORDENADORA.- La Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, dentro del Toca 1713/2010, así como el auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, en virtud de formar parte íntegra de la resolución antes referida, por medio de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, ésta última dictada por el C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal, dentro del Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009.

2.- ACTO RECLAMADO DE LA AUTORIDAD EJECUTORA.- Todos aquellos actos tendientes a dar cumplimiento a las resoluciones emitidas por la autoridad ordenadora.


V.- FECHA DE NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO.- La Sentencia dictada por la autoridad responsable ordenadora, se notificó a mi representada por medio de Boletín Judicial número 179, del día 11 de octubre de 2010, surtiendo efectos dicha notificación el día 12 del mismo mes y año. Por lo que respecta al auto aclaratorio de la resolución antes citada, fue notificado a mi representada por medio de Boletín Judicial número 186 del día 20 de octubre de 2010, surtiendo efectos de notificación, el día 21 del mismo mes y año.


VI.- FUNDAMENTO DE LA DEMANDA.- Los artículos 103 7 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo dispuesto por los artículos 168 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo.


VII.- GARANTÍAS VIOLADAS.- Los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


VIII.- OTROS PRECEPTOS LEGALES VIOLADOS.-
1.- Los Artículos 81, 95 fracción II y III, 224, 281, 282 291, 294, 298 y 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


2.- Los Artículos 1796, 1851, 2062, 2078 del Código Civil para el Distrito Federal.
IX.- MANIFIESTO BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, que los antecedentes de los actos reclamados son los siguientes:

ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO


1.- Con fecha 9 de octubre de 2009, mi representada por conducto de Representante Legal, interpuso demanda en la vía especial hipotecaria, en contra de los codemandados María Guadalupe Espinosa Torres, María Luisa Torres Aguilar también conocida como María Luisa Torres de Espinosa y Carlos Ignacio Espinosa Gil, en la cual se demandaron las siguientes prestaciones:

PRESTACIONES

A) La declaración del vencimiento anticipado de las obligaciones a cargo de la parte acreditada y garantes hipotecarios hoy codemandados, derivadas del Contrato de Apertura de Crédito Simple con  Garantía Hipotecaria, que consta en la escritura pública número 24,254 –veinticuatro mil doscientos cincuenta y cuatro-, de fecha 13 –trece- de diciembre de 2005 –dos mil cinco-, pasada ante la fe del Notario Público número 56 –cincuenta y seis- del Estado de México, Licenciada María Guadalupe Alcalá González; instrumento notarial que constituye el documento base de la presente acción.
B) El pago de la cantidad de $573,219.51 (Quinientos setenta y tres mil doscientos diecinueve pesos 51/100 M.N.), por concepto de suerte principal, tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
C) El pago de la cantidad de $34,902.99 (Treinta y cuatro mil novecientos dos mil pesos 99/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios generados del día 04 de marzo de 2009, al día 03 de agosto de 2009, conforme a lo pactado en la cláusula octava del documento materia del presente juicio; más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que serán cuantificados en ejecución de sentencia; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
D) El pago de la cantidad de $2,101.45 (Dos mil ciento un pesos 45/100 M.N.), por concepto de intereses moratorios generados del día 04 de abril de 2009, al día 03 de agosto de 2009, de conformidad con lo pactado en la cláusula novena del documento materia de la presente litis; más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, mismos que serán cuantificados en ejecución de sentencia; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
E) El pago de la cantidad de $4,306.94 (Cuatro mil trescientos seis pesos 94/100 M.N.), por concepto de impuesto al valor agregado (IVA) sobre la cantidad  de intereses ordinarios reclamados en la prestación “C” del presente escrito, tal y como se desprende de la cláusula Décima Tercera del documento base de la acción, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  
F) El pago de la cantidad de $268.84 (Doscientos sesenta y ocho pesos 84/100 M.N.), por concepto de impuesto al valor agregado (IVA) sobre la cantidad  de intereses moratorios reclamados en la prestación “D” del presente libelo, tal y como se desprende de la cláusula Décima Tercera del documento base de la acción, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  
G) El pago de la cantidad de $1,341.33 (Mil trescientos cuarenta y un pesos 33/100 M.N.), por concepto de primas de seguro, según lo pactado en la cláusula Décima Sexta del contrato base del presente negocio; tal y como se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
H) El pago de la cantidad de $1,938.06 (Mil novecientos treinta y ocho pesos 06/100 M.N.), por concepto de comisiones, de conformidad con lo pactado en la cláusula Décima Primera del contrato base del presente negocio; así como también se desprende del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.
I) El pago de la cantidad de $290.71 (Doscientos Noventa pesos 71/100 M.N), por concepto del impuesto al valor agregado (IVA) respecto del importe de las comisiones referidas en la prestación inmediata anterior; tal y como se pactó en la cláusula Décima Tercera, del contrato base del presente negocio, así como del estado de cuenta certificado realizado por el Contador Público facultado por mi representada, mismo que se adjunta al presente escrito como ANEXO TRES.  
J) El pago de gastos y costas que se generen con motivo de la tramitación del presente juicio.
2.- Cabe recalcar, que dicha demanda por cuestión de turno se radicó en el Juzgado 38º. Civil del Distrito Federal, bajo el expediente número 1525/2009. Dicha demanda fue admitida por el A quo mediante proveído de fecha 13 de octubre de 2009, habiéndose ordenado se emplazara a los codemandados a juicio.

3.- Con fecha 7 de abril de 2010, se emplazó a juicio a los tres codemandados, siendo que éstos mediante escrito de fecha 21 de abril del año en curso, dieron contestación a la demanda incoada en su contra, designando como representante común de los enjuiciados, a la C. María Guadalupe Espinosa Torres; habiendo opuesto de su parte las siguientes excepciones y defensas:
a) LA DE PAGO PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 2062, 2073, 2076 E INHERENTES DEL CÓDIGO CIVIL, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 224, 225 Y CORRELATIVOS DEL CÓDIGO INSTRUMENTAL.

b) LA DE PLUES PETITIO.

c) LA DE OBSCURIDAD DE LA DEMANDA.

d) LA DE CONEXIDAD DE LA CAUSA.

e) LA SINE ACTIONE AGIS.

f) LA INFUNDAMENTACIÓN DE LA DEMANDA.

4.- Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2010, mi representada dio contestación a las absurdas e improcedentes excepciones y defensas opuestas por los codemandados. Asimismo, mediante escrito diverso de la misma fecha, mi poderdante objetó los documentos exhibidos por mi contraria en su escrito de contestación de demanda.

5.- Mediante auto de fecha 4 de junio de 2010, el A quo dictó auto admisorio de pruebas, en el cual admite todas y cada una de las pruebas ofrecidas por las partes, a excepción de la documental pública ofrecida por mi mandante, consistente en el poder notarial con el que se acreditó la personalidad del representante legal de la actora, que signó el escrito inicial de demanda.
De igual forma, en dicho auto se señalaron las 12:00 horas del día 23 de Junio del año 2010, para que tuviera verificativo la audiencia de desahogo de pruebas.

6.- Mediante escrito de fecha 15 de Junio de 2010, mi representada interpuso recurso de apelación en contra del auto de fecha 4 de junio del mismo año, por medio del cual el A quo admite de forma contraria a derecho las pruebas ofrecidas por los codemandados, recurso que fue resuelto por la hoy autoridad responsable ordenadora, mediante sentencia de fecha 4 de agosto de 2010, dentro del toca 1380/2010, en la cual resultan fundados los agravios esgrimidos por mi poderdante y se modifica el auto recurrido para quedar en los términos precisados en dicha resolución.

7.- Con fecha 23 de Junio de 2010, tuvo verificativo la audiencia de ley, en la cual se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas, aunado a que se resolvió la excepción de conexidad de la causa opuesto por los enjuiciados, misma que se declaró improcedente, habiéndose citado a las partes para oír sentencia definitiva.

8.- Con fecha 5 de Julio de 2010, se dictó la Sentencia Definitiva en el juicio de origen, cuyos resolutivos a la letra dicen:
PRIMERO.- Ha sido procedente la Vía ESPECIAL HIPOTECARIA intentada por BANCO MERCANTIL DEL NORTE S.A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO BANORTE, quien acreditó su acción y los codemandados ESPINOSA TORRES MARÍA GUADALUPE, MARÍALUISA TORRES AGUILAR, también conocida como MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL no acreditaron sus excepciones procesales.

SEGUNDO.- Se declara el vencimiento anticipado del Contrato de Apertura de Crédito Simple con Garantía Hipotecaria del trece de diciembre de dos mil cinco que consta en la escritura número 24,254 y se condena a ESPINOSA TORRES MARÍA GUADALUPE, MARÍALUISA TORRES AGUILAR, también conocida como MARÍA LUISA TORRES DE ESPINOSA y CARLOS IGNACIO ESPINOSA GIL a pagar a favor de su contraparte o a quien sus derechos represente, las cantidades siguientes: de $573,219.51 (QUINIENTOS SETENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS DIECINUEVE PESOS 51/100 M.N.) por concepto de suerte principal; de $34,902.99 (TREINTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS DOS PESOS 99/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios generados por el periodo citado, no así de los que se sigan generando en virtud del vencimiento anticipado; de $2,101.45 (DOS MIL CIENTO UN PESOS 45/100 M.N.) por concepto de intereses moratorios por el periodo indicado, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; de $4,306.94 (CUATRO MIL TRESCIENTOS SEIS PESOS 94/100 M.N.) por concepto de impuesto al valor agregado sobre la cantidad de los intereses ordinarios; de $268.84 (DOSCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS 84/100 M.N.) por concepto de impuesto al valor agregado sobre la cantidad de los intereses moratorios reclamados; de $1,938.06 (UN MIL NOVECIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS 06/100 M.N.) por concepto de comisiones y de $290.71 (DOSCIENTOS NOVENTA PESOS 71/100 M.N.) por concepto de impuesto al valor agregado respecto del importe de las comisiones; con la permisa de que la cantidad líquida deberán ser cubiertas en el término de CINCO DÍAS contados a partir del día siguiente en el que la presente resolución sea ejecutable, en base a lo analizado en los considerandos II y III de este fallo.
TERCERO.- Se absuelve a los codemandados de la prestación identificada con el inciso “G”, relativa al pago de primas de seguro, en virtud de que no fue acreditado con prueba alguna la erogación de dicho concepto, en base a lo analizado en los considerandos II y III de este fallo.

CUARTO.- Se condena a la demandada del pago de gastos y costas, causados en esta instancia, en base a lo analizado en los considerandos II y III de este fallo.

QUINTO.- De no efectuarse el pago de las cantidades adeudadas, dentro del plazo establecido para tales efectos, se procederá al trance y remate del bien hipotecado y con su producto se hará pago llano a la actora.

SEXTO.- Notifiquese.

9.- Mediante escrito de fecha 8 de julio de 2010, mi representada promovió aclaración de sentencia, respecto a la resolución definitiva antes referida, aclaración que parcialmente fue fundada y resuelta mediante proveído de fecha 12 de julio del año en curso.


10.- Inconforme las partes con dicha resolución, tanto mi representada como los codemandados, interpusimos recurso de apelación en contra de la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, apelaciones que fueron resueltos en el toca número 1713/2010, mediante resolución de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, siendo ésta el acto reclamado. Cabe recalcar, que los puntos resolutivos de dicha resolución a la letra dicen:

PRIMERO.- Se MODIFICA la sentencia definitiva de cinco de julio de dos mil diez y su auto aclaratorio e doce del mismo mes y año, dictada por la C. JUEZ TRIGÉSIMO OCTAVO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, en los autos del juicio ESPECIAL HIPOTECARIO, promovido por BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A., INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, GRUPO FINANCIERO BANORTE contra ESPINOSA TORRES MARÍA GUADALUPE Y OTROS, en el expediente número 1525/2009, para quedar en los términos precisados en la parte final del quinto considerando de este fallo.


SEGUNDO.- Se condena a la demandada apelante, al pago de las costas causadas en ambas instancias.


TERCERO.- Agréguese copia autorizada de la presente resolución al legajo de sentencias de esta Sala.


CUARTO.- Notifíquese y remítase testimonio de la presente resolución al Juzgado de su procedencia y archívese el presente toca como asunto concluido.


11.- Cabe precisa, que mi representada promovió la aclaración de la sentencia referida en el numeral anterior, misma que fue procedente y resuelta mediante proveído de fecha 19 de octubre de 2010 y que forma parte íntegra de la resolución que conforma el acto reclamado en el presente juicio de garantías.

PRIMER CONCEPTO DE VIOLACIÓN


FUENTE DE LA VIOLACIÓN.- La Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, dentro del Toca 1713/2010, así como el auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, en virtud de formar parte íntegra de la resolución antes referida, por medio de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, ésta última dictada por el C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal, dentro del Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009; misma que en su parte conducente dentro del considerando V a la letra dice:


“En el segundo agravio, señala el apelante que es inexacto que la Juez de los autos tome en cuenta las consignaciones que la parte demandada aportó como pruebas de su parte, porque no se ofrecieron conforme a derecho.”


“El agravio es inatendible, porque del estudio de las aludidas constancias ya valoradas se advierte que, tales motivos de disenso ya fueron examinadas en resolución dictada en el Toca de apelación 1713/2010, de cuatro de agosto de dos mil diez.” (cabe precisar a este H. Tribunal Colegiado, que el número de toca antes citado es erróneo, ya que el correcto es 1380/2010, situación que oportunamente se aclaró mediante auto aclaratorio de fecha 18 de octubre de 2010). (Esto se encuentra en el segundo y tercer párrafo respectivamente, de la foja 16 de la resolución señalada como acto reclamado).


“Continúa afirmando el recurrente que, indebidamente la Juzgadora ordenó que los pagos parciales que la demandada justificó haber hecho mediante diligencias de consignación, deban tomarse en cuenta y aplicarse a los intereses convenidos, dado que no demostró que se haya realizado para tal efecto, ni que notificó a la actora en este juicio de tales depósitos.


El agravio es infundado, porque el derecho de liberación que asiste al deudor, junto a su obligación de cumplimiento puede hacerlo en las diligencias a que se refiere el artículo 230 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, puesto que la consignación debe estimarse ya hecha cuando se promueve el juicio.


Por otra parte, las diligencias de ofrecimiento de pago y depósito previstas en los artículos 224 y 234 del mencionado Código son propiamente preliminares del juicio y tiene por objeto preparar el derecho de liberación del deudor para que sea hecho valer en su momento procesal oportuno. (Los 3 párrafos antes transcritos, obran en la foja 17 de la resolución señalada como acto reclamado).

El ofrecimiento de pago y el consiguiente depósito de lo debido, tiene como presupuesto lógico la afirmación del deudor de que el acreedor sin justa causa, se negó a recibir la cosa debida.


En ese contexto, si bien es cierto que, en el sumario la parte demandada no demostró que las diligencias de consignación se notificaron a la actora; sin embargo, si justificó los depósitos de los meses de agosto de dos mil nueve, al mes de abril de dos mil diez, de ahí que resulte apegada a derecho la conclusión de la Juez natural, en el sentido de que deben tomarse en cuenta tales pagos parciales.” (Estos dos últimos párrafos transcritos, obran en la foja 18 de la resolución señalada como acto reclamado). 


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 1, 14, 16 Constitucionales, así como los artículos 81,224, 281, 282 fracción I y 402 todos del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; así como los artículos 1796, 1851, 2062, 2078 del Código Civil para el Distrito Federal.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Le para perjuicio a mi representada la resolución dictada por el Ad quem, misma que es el acto reclamado en el presente juicio de garantías, en virtud de que la misma carece de una adecuada valoración de pruebas así como de un adecuado y certero estudio y análisis jurídico, resultando dicha resolución INCONGRUENTE, INFUNDADA y CONTRARIA A DERECHO, al haber declarado INATENDIBLE e INFUNDADO el segundo agravio hecho valer en el recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio del año en curso, dictada por el A quo, y referir que la determinación del A quo respecto a que las cantidades amparadas en los Billetes de Depósito consignados por los codemandados, deberán de ser aplicadas a intereses y si existiere un remanente se aplicara al pago de la surte principal, situación que se deberá de determinar por peritos en ejecución de sentencia. Lo anterior por las siguientes consideraciones:

1.- En primer lugar, el Ad quem de forma errónea y contraria a derecho, refiere al iniciar con el estudio jurídico del segundo agravio esgrimido por mi representada en el recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010 dictada por el A quo, lo que a continuación y de forma textual se inserta:

“En el segundo agravio, señala el apelante que es inexacto que la Juez de los autos tome en cuenta las consignaciones que la parte demandada aportó como pruebas de su parte, porque no se ofrecieron conforme a derecho.”


“El agravio es inatendible, porque del estudio de las aludidas constancias ya valoradas se advierte que, tales motivos de disenso ya fueron examinadas en resolución dictada en el Toca de apelación 1713/2010, de cuatro de agosto de dos mil diez.” (cabe precisar a este H. Tribunal Colegiado, que el número de toca antes citado es erróneo, ya que el correcto es 1380/2010, situación que oportunamente se aclaró mediante auto aclaratorio de fecha 18 de octubre de 2010). (Esto se encuentra en el segundo y tercer párrafo respectivamente, de la foja 16 de la resolución señalada como acto reclamado).

En primer lugar, cabe resaltar a Ustedes CC. Magistrados, que la parte fundamental y la esencia del segundo agravio hecho valer por mi representada en el recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, no es el hecho de que el Juzgador de origen tomara en cuenta las consignaciones que los hoy terceros perjudicados aportaron como prueba, en virtud de que las mismas no fueron ofrecidas conforme a derecho, ya que como se desprende de la simple lectura del agravio de referencia, se observa y acredita, que lo esencial y fundamental es el hecho de que el A quo de forma indebida y contraria a derecho, valoró las pruebas ofrecidas por mi contraria, otorgándoles un valor probatorio que de ninguna forma es cierto y mucho menos conforme a derecho; esto es, que lo esencial es la indebida valoración de pruebas y un deficiente análisis jurídico al momento de dictar la Sentencia Definitiva; sin que esto signifique el consentimiento o aceptación por parte de mi representada, respecto al deficiente e ilegal ofrecimiento de pruebas de los terceros perjudicados, recalcando que esta situación será motivo de otro concepto de violación en el presente juicio de garantías.

De igual forma, cabe precisar a este H. Tribunal Colegiado, que la violación cometida por el A quo y por el Ad quem respecto a las pruebas ofrecidas por mis contrarios, no lo es solamente respecto a las consignaciones como de forma errónea lo refiere la autoridad responsable ordenadora, SINO QUE ES EN CUANTO A TODAS Y CADA UNA DE LAS PRUEBAS OFRECIDAS POR LOS TERCEROS PERJUDICADOS, YA QUE LAS MISMAS NO FUERON OFRECIDAS CONFORME A DERECHO.


En este orden de ideas, y si bien es cierto que el Ad quem en toca diverso número 1380/2010, resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra del proveído de fecha 4 de junio de 2010 por medio del cual el A quo de forma errónea y contraria a derecho admitió las pruebas ofrecidas por los hoy terceros perjudicados, también lo es que al tratarse de una VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE PUDO HABER SIDO SUBSANADA EN LA SENTENCIA DEFINITIVA Y QUE EN EL CASO CONCRETO NO SE SUBSANO, mi representada AGOTO DE FORMA CORRECTA EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, recalcando que no por el hecho de que el A quo no haya entrado al estudio de dicha situación, esto quiere decir que este Órgano Colegiado no estudie dichos agravios que en su momento intraprocesal se hicieron valer.

2.- En otro orden de ideas, el Ad quem vuelve a denotar el defectuoso análisis que realizó respecto al segundo agravio del recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, en atención a que solamente estudia UNA PARTE DE DICHO AGRAVIO, OMITIENDO PRONUNCIARSE SOBRE LOS DEMÁS VERTIDO EN DICHO CONCEPTO DE AGRAVIO, tal y como es el hecho de que los codemandados hoy terceros perjudicados, JAMÁS ACREDITARON EL MOTIVO O LA RAZÓN DEL POR QUÉ INCUMPLIERON CON LA FORMA Y LUGAR DE PAGO A QUE SE OBLIGARON EN EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN; JAMÁS ACREDITARON LA SUPUESTA NEGATIVA POR PARTE DE MI REPRESENTADA PARA RECIBIR LOS PAGOS MENSUALES A QUE ESTABAN OBLIGADOS A REALIZAR, NO ACREDITAN QUE LAS CONSIGNACIONES REFERIDAS SEAN EN CONCEPTO DE PAGO DE LAS AMORTIZACIONES MENSUALES A QUE SE OBLIGARON EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN. A efecto de una mejor comprensión, me permito insertar la siguiente parte conducente del acto reclamado que a la letra dice:


“Continúa afirmando el recurrente que, indebidamente la Juzgadora ordenó que los pagos parciales que la demandada justificó haber hecho mediante diligencias de consignación, deban tomarse en cuenta y aplicarse a los intereses convenidos, dado que no demostró que se haya realizado para tal efecto, ni que notificó a la actora en este juicio de tales depósitos.


El agravio es infundado, porque el derecho de liberación que asiste al deudor, junto a su obligación de cumplimiento puede hacerlo en las diligencias a que se refiere el artículo 230 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, puesto que la consignación debe estimarse ya hecha cuando se promueve el juicio.


Por otra parte, las diligencias de ofrecimiento de pago y depósito previstas en los artículos 224 y 234 del mencionado Código son propiamente preliminares del juicio y tiene por objeto preparar el derecho de liberación del deudor para que sea hecho valer en su momento procesal oportuno. (Los 3 párrafos antes transcritos, obran en la foja 17 de la resolución señalada como acto reclamado).

El ofrecimiento de pago y el consiguiente depósito de lo debido, tiene como presupuesto lógico la afirmación del deudor de que el acreedor sin justa causa, se negó a recibir la cosa debida.


En ese contexto, si bien es cierto que, en el sumario la parte demandada no demostró que las diligencias de consignación se notificaron a la actora; sin embargo, si justificó los depósitos de los meses de agosto de dos mil nueve, al mes de abril de dos mil diez, de ahí que resulte apegada a derecho la conclusión de la Juez natural, en el sentido de que deben tomarse en cuenta tales pagos parciales.” (Estos dos últimos párrafos transcritos, obran en la foja 18 de la resolución señalada como acto reclamado). 


De lo anterior se desprende, que el razonamiento jurídico realizado por el Ad quem es erróneo y contrario a derecho, ya que refiere que resulta infundado el segundo agravio expresado en el recurso de apelación interpuesto por mi poderdante, en virtud de que el derecho de liberación que le asiste al deudor, puede hacerlo en las diligencias de consignación, las cuales deben de estimarse ya hechas, cuando se promueve el juicio; sin embargo, la autoridad responsable ordenadora, OMITE tomar en consideración, que un requisito indispensable para la consignación y en consecuencia la liberación, es el hecho de que EL ACREEDOR SE REHUSE A RECIBIR LA PRESTACIÓN DEBIDA O DAR EL DOCUMENTO JUSTIFICATIVO, tal y como lo dispone el artículo 224 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; situación QUE DE NINGUNA FORMA ACREDITARON LOS DEMANDADOS EN EL JUICIO PRINCIPAL, al igual que tampoco acreditan EL POR QUÉ SE REALIZÓ EL SUPUESTO PAGO EN UNA FORMA DISTINTA A LA CONVENIDA EN EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN.

Amén de lo anterior, los terceros perjudicados NO acreditaron durante el juicio, que las supuestas consignaciones ya referidas, fuesen por concepto del pago de las amortizaciones mensuales a que se obligaron, OMITIENDO tanto el A quo como el Ad quem, motivar el hecho de cómo llegan a la conclusión de que las consignaciones en comento, son por concepto de las multicitadas amortizaciones mensuales, aclarando que en el juicio de origen, NO EXISTEN ELEMENTOS para acreditar porque concepto son dichas consignaciones.
Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder, de que los billetes de depósito ya referidos, fueren por concepto del reembolso del crédito y sus accesorios, los terceros perjudicados NO acreditan de forma alguna que se le hubiere notificado a mi representada de las consignaciones de dichos billetes de depósito, desconociendo mi poderdante cuantos billetes supuestamente habían consignado, así como las fechas de dichas consignaciones, número de cada billete y el monto de los mismos, razón por la cual no puede considerarse como pago la simple supuesta consignación de los billetes ya referidos sin que exista la notificación respectiva de cada uno de ellos, ya que de otra forma, como podría saber mi representada de la existencia de dichos billetes. En efecto, tal y como lo disponen los artículos 225 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, mi contraria debió de haber notificado a mi representada de cada una de las supuestas consignaciones que realizó, situación que no acredita de forma alguna, situación que de igual forma, NO CONTEMPLA EL Ad quem al momento de dictar la resolución que se señala como acto reclamado.
De igual forma el Ad quem pasa desapercibido el hecho de que los hoy terceros perjudicados, tampoco acreditan que se hubiere modificado el lugar de pago convenido en el contrato base de la acción, para justificar el por qué realizaros los supuestos pagos en forma y lugar diverso al convenido.
Amén de lo anterior, los codemandados no acreditan el porque realizaron los pagos de una forma diversa a la convenida en el convenio base de la acción, es mas, ni siquiera mencionan el motivo por el que supuestamente consignaron el importe de las mensualidades y no las pagaron en el domicilio de mi representada, situación que deben de acreditar los enjuiciados, tal y como lo dispone la siguiente tesis que a la letra dice:

No. Registro: 196,622

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

VII, Marzo de 1998

Tesis: VI.4o.16 C

Página: 809

PAGO, OFRECIMIENTO DE, SEGUIDO DE CONSIGNACIÓN. PARA QUE EL DEUDOR QUEDE LIBERADO DE SU OBLIGACIÓN MEDIANTE LA PROMOCIÓN DE ESAS DILIGENCIAS, DEBE DEMOSTRAR QUE EL ACREEDOR NO LE QUISO RECIBIR EL PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).

De acuerdo con lo establecido en los artículos 1829 y 1830 del Código Civil del Estado de Puebla, para que proceda la liberación de la obligación a cargo del deudor mediante el ofrecimiento y la consignación correspondiente de su adeudo, es necesario que el promovente de tales diligencias, además de hacer el ofrecimiento y la consignación respectivos, demuestre el motivo por el que los hace, ya sea porque el acreedor se rehusó sin justa causa a recibir la prestación debida, a dar el documento justificativo de pago, o bien, que fuere persona incierta o incapaz de recibir dicha prestación que se debe, atento que este último numeral dispone: "Si el acreedor rehusare sin justa causa recibir la prestación debida, o dar el documento justificativo de pago, o si fuere persona incierta o incapaz de recibir aquélla, podrá el deudor liberarse consignando el bien debido el cual se depositará judicialmente.".

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 547/97. Leonardo Álvaro Rosas. 28 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: José Luis Vázquez Camacho.

Con lo anterior, queda plenamente acreditado que el hecho de que supuestamente los codemandados hayan consignado las mensualidades, esto no se puede considerar pago y mucho menos los libera de la obligación como lo determina el Ad quem, ya que debieron de haber acreditado de forma fehaciente el motivo por el cual realizaron la consignación, situación que no acontece en el juicio de origen.


De igual forma, el Ad quem refiere que, el ofrecimiento de pago y el consiguiente depósito de lo debido, tiene como presupuesto lógico la AFIRMACIÓN del deudor de que el acreedor sin justa causa se negó a recibir la cosa debida, sin embargo, el Tribunal de Alzada pasa desapercibido, que los hoy terceros perjudicados, JAMÁS ACREDITARON QUE MI REPRESENTADA SE HUBIESE NEGADO A RECIBIR LAS AMORTIZACIONES MENSUALES, recalcando, que en juicio el que afirma está obligado a probar, tal y como lo dispone el artículo 281 y 282 éste último al contrario sensu, ambos del Código Procesal de esta entidad; situación que no acontece en el caso concreto y que el Ad quem no considera en la resolución señalada como acto reclamado.

Asimismo, el Ad quem a lo largo del acto reclamado, sigue realizando una defectuosa valoración de pruebas y un erróneo análisis jurídico, ya que como se observa del segundo párrafo de la foja 18 de la resolución señalada como acto reclamado, AFIRMA que los hoy terceros perjudicados SI JUSTIFICARON LOS DEPÓSITOS DE LOS MESES DE AGOSTO DE 2009, AL MES DE ABRIL DE 2010, refiriendo que de ahí que resulta apegada a derecho la conclusión del A quo en el sentido de que el importe de dichas consignaciones, deberán de ser tomadas en consideración a pago de intereses y en caso de existir remanente, se aplicara a suerte principal, situación que es ERRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO, amén de que se denota una flagrante falta de MOTIVACIÓN, ya que los argumentos vertidos por el Tribunal de Alzada para llegar a dicha conclusión, no son certeros al no existir elementos de prueba que robustezcan la determinación de la autoridad responsable ordenadora, y más aún, cuando la propia autoridad manifiesta que en el sumario, la parte demandada NO ACREDITÓ que las diligencias de consignación se hubieren notificado a mi representada, situación que sin duda y entre otras cosas, denota la INCONGRUENCIA y la falta de MOTIVACIÓN del acto reclamado. 

Lo anterior, denota la falta de motivación, la inadecuada valoración de pruebas, la incongruencia del acto reclamado, así como la extralimitación en las funciones por parte del Ad quem  al PREJUZGAR que las supuestas consignaciones fueron por concepto de pago de las amortizaciones mensuales del crédito base de la acción, así como por la AFIRMACIÓN sobre la supuesta justificación de los depósitos efectuados por los codemandados sin tener elemento probatorio alguno, que pueda robustecer y crear convicción al respecto, denotándose y acreditándose, la violación por parte del Tribunal de Alzada a los artículos 81, 224, 281, 282 fracción I y 402 DEL Código De Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en perjuicio de mi representada.

3.- Por otra parte, el Ad quem viola en perjuicio de mi poderdante los artículos 1796 y 1851 del Código Civil para esta entidad, al pasar por desapercibido, que como se desprende del contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, documento base de la acción, los codemandados se obligaron tanto en la cláusula “QUINTA” como en la “SEXTA”, a realizar el pago del crédito en el domicilio de mi representada y no mediante supuestas consignaciones de las cuales mi representada no tenía conocimiento; siendo que la obligación de los codemandados era efectuar los pagos mensuales a que se obligaron, en el domicilio de mi representada, amén de que como lo disponen los artículos 1796, 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento de las partes y desde ese momento, los obliga a cumplir no solamente a lo expresamente pactado, sino también a las consecuencias que según su naturaleza son conforme a la buena fe o a la ley, siendo en el caso concreto, que los codemandados manifestaron de forma expresa su consentimiento al celebrar el contrato base de la acción, y desde ese momento se obligaron a cumplir lo pactado, esto es que se obligaron a reembolsar el importe del crédito, así como sus intereses ordinarios, moratorios y demás prestaciones, en el domicilio de mi representada.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito insertar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 186,972

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Mayo de 2002

Tesis: I.8o.C. J/14

Página: 951

CONTRATOS. LOS LEGALMENTE CELEBRADOS DEBEN SER FIELMENTE CUMPLIDOS, NO OBSTANTE QUE SOBREVENGAN ACONTECIMIENTOS FUTUROS IMPREVISIBLES  QUE PUDIERAN ALTERAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, DE ACUERDO A LAS CONDICIONES QUE PRIVABAN AL CONCERTARSE AQUÉLLA.

De acuerdo al contenido de los artículos 1796 y 1797 del Código Civil para el Distrito Federal, que vienen a complementar el sistema de eficacia de los contratos a partir de su perfeccionamiento no adoptan la teoría de la imprevisión o cláusula rebus sic stantibus derivada de los acontecimientos imprevistos que pudieran modificar las condiciones originales en que se estableció un contrato sino, en todo caso, el sistema seguido en el Código Civil referido adopta en forma genérica la tesis pacta sunt servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre las partes, es decir, que los contratos legalmente celebrados deben ser fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acontecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el cumplimiento de la obligación de acuerdo a las condiciones que privaban al concertarse aquélla, sin que corresponda al juzgador modificar las condiciones de los contratos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 246/98. Martha Irene Bustos González. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz .

Amparo directo 1284/98. Industrias Cormen, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: José David Cisneros Alcaraz.

Amparo directo 29/2001. Gustavo Parrilla Corzas. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

Amparo directo 427/2001. Dachi, S.A. de C.V. 22 de junio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arellano Hobelsberger. Secretario: Dante Adrián Camarillo Palafox.

Amparo directo 2/2002. Restaurante Villa Reforma, S.A. de C.V. y otros. 25 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Enrique Villanueva Chávez.

De igual forma, el segundo precepto legal invocado en el párrafo anterior(1851) refiere, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de las partes, se interpretará en sentido LITERAL dicho contrato, lo que se traduce en el caso concreto, que tal y como se desprende y acredita del contenido de las cláusulas “QUINTA” y “SEXTA” del contrato base, los codemandados se obligaron a reembolsar el importe del crédito y demás accesorios, en el domicilio de mi representada, situación que resulta ser por demás clara, precisa y no deja duda de la intención de los contratantes, razón por la cual el Ad quem debió de tomar esto en consideración y en consecuencia interpretar en sentido literal el contenido del contrato referido y por ende, queda acreditado el incumplimiento por parte de los terceros perjudicados y en consecuencia, no es dable y mucho menos conforme a derecho, que el Tribunal de Alzada haya resuelto en el sentido de que el hecho de tomar en consideración las cantidades amparadas en los Billetes de Depósito consignados por los codemandados, deberá de tomarse en consideración para el pago de intereses y en caso de remanente aplicarse a la suerte principal, en atención a que los enjuiciados incumplieron con su obligación de pago que era reembolsar el crédito mediante pagos mensuales que se pagarían en el domicilio de mi poderdante.

Lo anterior se ve robustecido con la siguiente tesis que a la letra reza:

No. Registro: 197,153

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

VII, Enero de 1998

Tesis: IV.4o.2 C

Página: 1075

CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE LOS.

Al establecer el artículo 1851 del Código Civil para el Distrito Federal, idéntico al 1748 del Código Civil de Nuevo León, que si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas, y si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente, prevalecerá ésta sobre aquéllas, ha reconocido el principio de que la interpretación de los contratos debe limitarse a los casos en que se hace necesaria, porque si los términos del contrato son claros, la interpretación no tiene razón de ser, pues se entiende que en aquellos términos está precisamente la voluntad de los contratantes; de ahí que siendo clara la letra de un contrato, no cabe, con pretexto de su interpretación, alterar o cambiar su sentido literal.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 200/97. Grupo Nacional Provincial, S.A. 28 de octubre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: María Isabel González Rodríguez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXII, página 145, tesis de rubro: "CONTRATOS, INTERPRETACIÓN DE (LEGISLACIÓN DE COAHUILA).".

Asimismo, cabe recalcar, que tal y como lo dispone el artículo 2062 concatenado con el artículo 2078 ambos del Código Civil para el Distrito Federal, el pago es la entrega de la cosa o cantidad debida, mientras que el segundo precepto legal antes invocado refiere, que el pago debe de hacerse del modo que se hubiere pactado, esto es, que el pago en el caso concreto, es el reembolso del importe del crédito así como sus demás accesorios, pago que los terceros perjudicados debieron de efectuar en el modo que se pactó en el contrato base de la acción, esto es, en el domicilio de mi representada y no de forma distinta como acontece en el caso concreto.
De igual forma, el Ad quem OMITE tomar en consideración la CONFESIÓN EXPRESA de los hoy terceros perjudicados, referente a la demanda interpuesta por los mismos respecto a la DACIÓN EN PAGO, situación que como sabe, es una forma de extinguir las obligaciones y por ende, es necesario que exista incumplimiento de la obligación que en el presente asunto se trata del pago, ya que lo que se pretende con la figura de la dación en pago, es que el deudor ejecuta a título de PAGO una prestación distinta a la pactada, lo que se traduce que los demandados confiesan expresamente que han incumplido con sus obligaciones de pago, tan es así, que en juicio diverso pretenden otorgar la cantidad de $124,390.00 en dación de pago correspondiente a las mensualidades de abril del 2009, al mes de abril del 2010, situación que evidentemente se traduce en el hecho de reconocer que ellos tienen a su disposición el monto de los supuestos billetes de depósito que refieren haber consignado y en consecuencia, queda plenamente acreditado el incumplimiento por parte de los mismos respecto al pago del reembolso del crédito y sus accesorios, denotando la INCONGRUENCIA Y LA ABSURDA VALORACIÓN DE PRUEBAS REALIZADA POR EL AD QUEM, al reiterar que las cantidades amparadas en los Billetes de Depósito consignados por los enjuiciados, deberán de ser tomadas en consideración y aplicadas al pago de intereses y posteriormente a la suerte principal.
Por último, cabe precisar a ustedes CC. Magistrados que como saben, y tal y como lo refiere la teoría de las obligaciones, el pago es una forma de extinguir las obligaciones, sin embargo para que el deudor quede liberado de su obligación de pago, es necesario que dicha liberación precise la EXACTITUD DEL PAGO, cuyos principios son: exactitud en el tiempo, exactitud en el lugar, exactitud en el modo y exactitud en la substancia. 
Esto es, en cuanto a la exactitud en el tiempo, para que el pago extinga la obligación y libere al deudor, debe de ser exacto en el tiempo, esto es que la obligación se pague en el plazo convenido, tal y como lo dispone el artículo 2079 del Código Civil para el Distrito Federal, situación que no acontece en el caso concreto, ya que los terceros perjudicados no acreditan de forma alguna, en primer lugar que los supuestos billetes de depósito que refiere, sean por concepto del pago del crédito, amén de que tampoco acredita que dichos pagos los hayan efectuado en tiempo.

Ahora bien, por lo que respecta a la exactitud en el lugar, esta consiste en que la obligación se debe cumplir en el sitio convenido, siendo en el caso concreto que el lugar convenido para el pago es el domicilio de mi poderdante, habiendo omitido los codemandados realizar los pagos respectivos que se demandaron en el juicio principal, en el tiempo y lugar convenido, por lo que de ninguna manera se puede hablar de pago en el presente juicio y mucho menos de liberación; razón por la cual la resolución referida como acto reclamado resulta CONTRARIA A DERECHO.
En cuanto hace a la exactitud en la substancia, cabe recalcar que dicho principio de la exactitud de pago se refiere, a que para que el deudor quede liberado de su obligación, es preciso que realice en forma EXACTA la prestación debida, que en el caso concreto se traduce en que los codemandados a efecto de quedar liberados de sus obligaciones, debieron de haber realizado los pagos correspondientes en las fechas y en el lugar convenido en el documento base de la acción para tal efecto, situación que de ninguna manera ocurre en el presente juicio, razón por la cual resulta absurdo que el Ad quem resuelva en el sentido de que el importe de LOS BILLETES DE DEPÓSITO, DEBERÁN DE CONSIDERARSE PARA EL PAGO DE INTERESES Y EN CASO DE EXISTIR REMANENTE, SE APLICARA A SUERTE PRINCIPAL, permitiendo con esto, que los terceros perjudicados pretendan librarse de forma dolosa y contraria a derecho. 

Por lo anteriormente expuesto, Ustedes CC. Magistrados que integran este H. Tribunal Colegiado, deberán de declarar FUNDADO Y PROCEDENTE el presente concepto de violación, y en consecuencia, conceder el Amparo y Protección de la Justicia Federal, a efecto de que se MODIFIQUE la sentencia dictada por el Ad quem, a efecto de que se ORDENE NO TOMAR EN CONSIDERACIÓN EL IMPORTE DE LAS CANTIDADES AMPARADAS EN LOS BILLETES DE DEPÓSITO CONSIGNADOS POR LOS TERCEROS PERJUDICADOS, ya que con independencia de lo anteriormente vertido, MI REPRESENTADA NISIQUIERA LOS TIENE EN SU PODER.

SEGUNDO CONCEPTO DE VIOLACIÓN

FUENTE DE LA VIOLACIÓN.- La Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, dentro del Toca 1713/2010, así como el auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, en virtud de formar parte íntegra de la resolución antes referida, por medio de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, ésta última dictada por el C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal, dentro del Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009; misma que en su parte conducente dentro del considerando V a la letra dice:


“V.- Se procede al estudio de los agravios que hace valer la parte actora, en donde por cuestión de método se analiza el tercero de ellos, en donde aduce que indebidamente la Juez de los autos, tomó en cuenta la prueba documental ofrecida por los demandados en el inciso “B” del capítulo de pruebas del escrito de contestación, consistente en las copias certificadas de las Diligencias de Jurisdicción Voluntaria tramitadas ante el Juzgado Quincuagésimo Civil de este Tribunal, en virtud de que los oferentes no las acompañaron al ocurso ni demostraron que las solicitaron.


El agravio es inoperante, porque del estudio de las constancias de autos, las cuales gozan de eficacia demostrativa plena conforme a lo dispuesto por el artículo 327 fracción VIII del Código de Procedimientos Civiles para esta Ciudad, se advierte que, esta Sala en resolución dictada en el Toca de apelación 1713/2010 (sic), de cuatro de agosto de agosto (sic) de dos mil diez, estudió los referidos agravios y al ser fundados modificó el auto de cuatro de junio de dos mil diez, para el efecto de no admitir dicha prueba, y si bien es cierto, la Juzgadora las tomó en cuenta, sin embargo, al valorarlos concluyó que no beneficiaron los intereses de su oferente, por lo tanto no puede considerarse que le depare perjuicio alguno al inconforme tal justipreciación.”

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 1, 14, 16 Constitucionales, así como los artículos 81, 95 fracción II y III, 291, 294, 298 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- La resolución dictada por el Ad quem consistente en el acto reclamado señalado en el presente juicio de amparo, le para perjuicio a mi representada, en atención a que dicha sentencia resulta en primer lugar resulta ser INCONGRUENTE, toda vez que el Tribunal de Alzada de forma ERRÓNEA refiere que procede al estudio supuestamente del tercer agravio hecho valer por mi poderdante en el recurso de apelación interpuesto en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010 dictada por el A quo, sin embargo como se desprende del tercer agravio esgrimido por la actora en el recurso de apelación antes mencionado, no es el que resuelve el Ad quem, ya que el tercer agravio consiste en la OMISIÓN del A quo respecto al no haberse pronunciado sobre la excepción de obscuridad de la demanda opuesta por los hoy terceros perjudicados al momento de dar contestación a la demanda instaurada en su contra, y como se desprende de lo vertido por la autoridad responsable ordenadora al entrar al estudio supuestamente del tercer agravio, se desprende que la misma se refiere y estudia el CUARTO AGRAVIO hecho valer por mi representada, pero de ninguna manera se trata del tercer agravio como de forma errónea y contradictoria lo refiere.

Ahora bien y una vez hecha la aclaración del error en el que se encuentra el Ad quem respecto al número de agravio que resuelve, mismo que en la realidad es el CUARTO AGRAVIO, me permito manifestar a este H. Tribunal Colegiado que si bien es cierto que mi representada durante el procedimiento recurrió mediante el recurso ordinario de apelación el proveído de fecha 4 de Junio del año en curso, mismo que fue resuelto por la autoridad responsable ordenadora en el Toca número 1380/2010, también lo es que al tratarse de una VIOLACIÓN INTRAPROCESAL, mi representada al momento de recurrir la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, expresó nuevamente el agravio referente a que NO se debieron de haber admitido las pruebas de los codemandados en el juicio principal, en virtud de no haber sido ofrecidas conforme a derecho, aclarando que el hecho de haber expresado nuevamente el agravio en comento, fue en virtud de que dicha violación intraprocesal NO FUE subsanada en la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, razón por la cual y a efecto de agotar el Principio de Definitividad, es que se volvió a referir el multicitado agravio. Por lo anterior, y conforme a lo dispuesto por el artículo 161 de la Ley de Amparo, Ustedes CC. Magistrados deberán de entrar al estudio de dicho concepto de agravio, al tratarse de una violación intraprocesal que no fue subsanada al momento de resolver en definitiva el juicio de origen.

Por otra parte y entrando al análisis del defectuoso estudio realizado por el Ad quem al resolver el CUARTO agravio esgrimido por mi representada en el recurso de apelación referido en párrafos anteriores (referido por el Ad quem como TERCER AGRAVIO), resulta que dicho razonamiento y análisis jurídico es INCONGRUENTE, toda vez que el Ad quem SOLAMENTE SE REFIERE a la parte conducente del agravio en cita, respecto a que el A quo NO debió de haber admitido la prueba marcada con la letra “B” ofrecida por los hoy terceros perjudicados, misma que fue modificado en el toca 1380/2010, para el efecto de que ésta prueba (la marcada con la letra “B”), no fuere admitida por el A quo; OMITIENDO pronunciarse sobre lo demás vertido en el agravio multireferido, tal y como lo es, la indebida admisión de las pruebas ofrecida por los codemandados en el principal, incluyendo la marcada con la letra “C” de su escrito de contestación de demanda, prueba consistente en copia certificada de los Billetes de Depósito, razón por la cual, queda plenamente acreditado que el acto reclamado en la parte conducente que en el presente concepto de violación se impugna, resulta ser INCONGRUENTE Y VIOLA EL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD DE LAS SENTENCIAS, ya que como se ha referido, no se pronuncia y omite resolver sobre todo el agravio, limitándose de forma contraria a derecho, a resolver y pronunciarse solamente sobre la prueba marcada con la letra “B” del escrito de contestación de demanda. 

En ese orden de ideas, cabe manifestar a Ustedes CC. Magistrados, que el A quo de forma errónea admitió las pruebas ofrecidas por los hoy terceros perjudicados en el juicio principal, situación que fue soslayada de forma contraria a derecho por el Ad quem, en atención a que como se ha manifestado, en el momento procesal oportuno mi representada recurrió el proveído de fecha 4 de Junio de 2010, por medio del cual se admitieron las pruebas de los codemandados en el juicio de origen, siendo en el caso concreto, que a dicho recurso de apelación se le asignó el toca número 1380/2010, habiendo sido resuelta dicha apelación, mediante sentencia de fecha 4 de agosto de 2010, en la cual se ordenó MODIFICAR el proveído recurrido, a efecto de que el A quo NO ADMITIERA LA PRUEBA MARCADA CON LA LETRA “B” DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE DEMANDA OFRECIDA POR LOS HOY TERCEROS PERJUDICADOS, PERO NO ASÍ POR LO QUE HACE A LAS DEMÁS PRUEBAS ofrecidas por mis contrarios, situación que a todas luces se trata de una VIOLACIÓN INTREPROCESAL, misma que no fue subsanada en la Sentencia Definitiva, ya que el A quo TOMA EN CONSIDERACIÓN Y OTORGA VALOR PROBATORIO A DICHAS PRUEBAS QUE FUERON OFRECIDAS DE FORMA CONTRARIA A DERECHO, en específico los Billetes de Depósito.
Amén de lo anterior, le  para perjuicio a mi representada, la sentencia que por este medio se combate, así como la Sentencia dictada por el Ad quem en el Toca 1380/2010, en virtud de que el A quo de forma indebida admitió las pruebas ofrecidas por los codemandados, en específico las consignaciones y los billetes de depósito exhibidos por los enjuiciados, situación que fue APOYADA Y SOSLAYADA por el Ad quem. En efecto el A quo no debió de haber admitido y mucho menos tomado en consideración dichas pruebas, toda vez que fueron mal ofrecidas por mis contrarios, en virtud de que en primer lugar y como se desprende y acredita de forma fehaciente del escrito de contestación de demanda de los enjuiciados, en específico en el capítulo de ofrecimiento de pruebas, los demandados ofrecieron sus pruebas de forma INCORRECTA y CONTRARIA A DERECHO, ya que dicho ofrecimiento no cumple con los requisitos del artículo 291 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; esto es que los codemandados al momento de ofrecer pruebas de su parte, no expresan con claridad los hechos que pretenden demostrar, así como mucho menos manifestaron las razones  por la que los oferentes estiman que demostraran sus afirmaciones, siendo esto requisito indispensable para la admisión de las pruebas, ya que de no cumplir con dichos requisitos esenciales como acontece en el caso concreto, el A quo NO debió de haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, tal y como lo refiere el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado.


En efecto, el A quo de forma indebida y contraria a derecho, admite las pruebas ofrecidas por los codemandados en su escrito de contestación de demanda, pasando desapercibido que si los hoy enjuiciados NO ofrecieron de forma correcta y conforme a derecho sus pruebas, esto es que omitieron dar cabal cumplimiento al artículo 291 del Código antes referido, el Juez de origen legalmente se encuentra IMPEDIDO PARA SUBSANAR DICHA OMISIÓN DE LOS OFERENTES, ya que como este Tribunal Colegiado sabe, en el juicio de origen no existe SUPLENCIA DE QUEJA, y por ende y al no estar facultado legalmente el A quo para subsanar la omisión y error por parte de los demandados en su ofrecimiento de pruebas, no debió de haber admitido ninguna de las pruebas ofrecidas por mi contraria y en consecuencia no debieron de haber sido valoradas al momento de dictar Sentencia como acontece en el presente asunto.

Cabe recalcar a sus Usías, que el A quo y el Ad quem se exceden en sus funciones al haber admitido las pruebas de mi contraria, ya que como se ha mencionado y sin la intención de ser reiterativo, dicho ofrecimiento de pruebas no cumple con lo dispuesto por el artículo 291 del Código Procesal Civil para el Distrito Federal y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 298 del ordenamiento legal antes invocado, no se debieron de haber admitido las pruebas ofrecidas por los hoy terceros perjudicados.


En el mismo orden de ideas, cabe manifestar a Ustedes CC. Magistrados, que con independencia de lo anteriormente expuesto, el Juez natural de forma errónea y contraria a derecho admitió la prueba documental pública marcada con el inciso “C)” ofrecida por los hoy terceros perjudicados en su escrito de contestación de demanda, ya que dicha prueba consiste en copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO que los mismos refieren, siendo en el caso concreto que omitieron acreditar haber solicitado la expedición de dichas copias certificadas a la Dirección General de Consignaciones, aclarando que si bien es cierto que los mismos exhiben un acuse por medio del cual solicitan a la Dirección General de Consignaciones del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se expida a su favor copias certificadas de las CONSIGNACIONES DE PAGO CORRESPONDIENTES AL PERIODO DE ABRIL DEL 2009 HASTA ABRIL DE 2010, también lo es que DE NINGUNA FORMA ACREDITAN HABER SOLICITADO COPIA CERTIFICADA DE LOS BILLETES DE DEPÓSITO QUE OFRECEN COMO PRUEBA, YA QUE COMO ES SABIDO, ES TOTALMENTE DIFERENTE UNA CONSIGNACIÓN A UN BILLETE DE DEPÓSITO, ya que la consignación se refiere al escrito o acto por medio del cual se consigna determinada cosa, pero en ninguna parte del acuse ya referido, se desprende que los codemandado hayan solicitado copia certificada de los BILLETES DE DEPÓSITO como tal, recalcando que en el juicio natural no es dable ni procedente se supla la deficiencia en el planteamiento de la queja.


De lo anterior se desprende, que los codemandados oferentes de dicha prueba, omitieron dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 95 fracción II del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, así como también queda plenamente acreditado que el A quo y el Ad quem, violan en perjuicio de la actora lo dispuesto por la fracción II y III del precepto legal antes referido, al haber admitido una prueba que no fue ofrecida conforme a derecho, extralimitándose de esta forma en sus funciones el Juez natural y por ende, las mismas no debieron de haber sido valoradas al momento de dictar la Sentencia.

Con lo anteriormente expuesto, ha quedado plenamente acreditado la defectuosa e ilegal determinación dictada por el A quo y posteriormente en el toca 1380/2010 por el Ad quem, al haber admitido las pruebas ofrecidas por los codemandados, ya que como se ha esgrimido en el presente libelo, los demandados omitieron dar cabal cumplimiento a los requisitos esenciales para el ofrecimiento de pruebas, amén de no haber acreditado la solicitud de expedición de las copias certificadas que ofrecieron como pruebas; razón por la cual, Ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedente el presente concepto de violación y conceder a mi representada el amparo y protección de la Justicia Federal, a efecto de que no se tomen en consideración dichas pruebas, así como para que no se tomen en consideración ninguno de los documentos que los terceros perjudicados hayan exhibido en juicio con fecha posterior a su escrito de contestación de demanda, ya que si bien es cierto que el artículo 296 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal refiere, que: “los documentos que hayan sido ofrecidos antes del periodo de ofrecimiento de pruebas, se tomarán como prueba aunque no se hayan ofrecido como pruebas”; también lo es, que en el caso concreto y al tratarse de un juicio especial, en el que las pruebas se ofrecen desde el escrito de demanda y contestación a la misma, al no admitirse las pruebas ofrecidas por los demandados, y al no haber exhibido los documentos antes del periodo probatorio, NO deben de considerarse los demás documentos que presenten con fecha posterior a su contestación de demanda.
TERCER CONCEPTO DE VIOLACIÓN


FUENTE DE LA VIOLACIÓN.- La Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, dentro del Toca 1713/2010, así como el auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, en virtud de formar parte íntegra de la resolución antes referida, por medio de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, ésta última dictada por el C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal, dentro del Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009.


PRECEPTOS VIOLADOS.- Los artículos 1, 14, 16 Constitucionales, así como el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, con relación al Principio de Congruencia y Exhaustividad de las Sentencias.


CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Le para perjuicio a mi representada, el acto reclamado señalado en el presente juicio de garantías, en virtud de que dicha resolución es INCONGRUENTE Y VIOLA EL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD, en virtud de que el Ad quem de forma errónea y contraria a derecho, OMITE RESOLVER EN LA SENTENCIA SEÑALADA COMO ACTO RECLAMADO, EL TERCER AGRAVIO opuesto por mi representada, ya que como se desprende de la lectura de toda la resolución en comento, en ninguna parte la autoridad responsable ordenadora se pronuncia sobre dicho agravio, el cual consiste básicamente en la OMISIÓN del A quo, al no haber resuelto ni haberse pronunciado sobre la excepción de obscuridad de la demanda opuesta por los hoy terceros perjudicados.


Si bien es cierto que dicha excepción es por demás IMPROCEDENTE, también lo es que tanto el A quo como el Ad quem, tenían la obligación de pronunciarse y resolver la misma, situación que en el caso concreto no acontece.


Cabe precisar a este Tribunal Colegiado, que el presente concepto de violación, es a efecto de evitar futuras nulidades, ya que es sabido que tanto el Juez de origen como el Tribunal de Alzada, deben de resolver sobre todo lo vertido por las partes, debiendo dictar sentencias congruentes y agotando la exhaustividad en las sentencias.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO


Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 107 Constitucional, así como en lo dispuesto por los artículos 170 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, solicito a este H. Tribunal Colegiado, se sirva decretar la SUSPENSIÓN PROVISIONAL y en su momento DEFINITIVA, del acto reclamado consistente en La Sentencia de fecha 8 de octubre de 2010, dictada por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal, dentro del Toca 1713/2010, así como el auto aclaratorio de fecha 19 de octubre de 2010, en virtud de formar parte íntegra de la resolución antes referida, por medio de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por mi representada, en contra de la Sentencia Definitiva de fecha 5 de Julio de 2010, ésta última dictada por el C. Juez Trigésimo Octavo de lo Civil en el Distrito Federal, dentro del Juicio Especial Hipotecario promovido por Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, en contra de María Guadalupe Espinosa Torres y Otros, bajo el expediente número 1525/2009; en virtud de que la ejecución de dicho acto reclamado forma parte de la litis del presente juicio de garantías, en virtud de que se recurre el hecho de que el Ad quem confirme lo resuelto por el A quo, referente a aplicar las cantidades amparadas en los Billetes de Depósito que fueron consignados por los hoy terceros perjudicados, al pago de intereses y si existiere remanente al pago de surte principal, siendo el caso que si se ejecutare el acto reclamado causaría un daño irreparable para mi representada.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, con la personalidad con la que me ostento, interponiendo demanda de garantías, en contra de la resolución de fecha 8 de octubre de 2010 y su auto aclaratorio de fecha 19 del mismo mes y año, dictadas por la H. Segunda Sala Civil del Distrito Federal.


SEGUNDO.- Se sirva declarar la SUSPENSIÓN PROVISIONAL y en su momento la DEFINITIVA, solicitada en el presente juicio de amparo.


TERCERO.- Con las copias simples que se exhiben, se corra traslada a las partes en el presente juicio de amparo, a efecto de que en términos de ley, manifiesten lo que a su derecho convenga.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno y previos trámites de ley, se sirva conceder a mi representada el Amparo y la protección de la Justicia Federal, en los términos solicitados en el presente libelo, para los efectos legales a que haya lugar.

PROTESTO LO NECESARIO

NORA MITZY CHACÓN FLORES

México, Distrito Federal a tres de noviembre de dos mil diez.
QUEJOSOS: MARÍA GUADALUPE ESPINOSA TORRES,

MARÍA LUISA TORRES AGUILAR TAMBIEN 

CONOCIDA COMO MARÍA LUISA TORRES 

DE  ESPINOSA Y CARLOS IGNACIO 

ESPINOSA GIL.
TERCERO PERJUDICADO: BANCO MERCANTIL DEL NORTE, S.A.,

INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE,

GRUPO FINANCIERO BANORTE.
AUTORIDADES RESPONSABLES: H. SEGUNDA SALA CIVIL DEL DISTRITO

FEDERAL, Y EL JUZGADO TRIGÉSIMO 

OCTAVO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO: DC- 801/2010

CC. MAGISTRADOS DEL SÉPTIMO TRIBUNAL 

COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO.


JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA, en mi carácter de Mandatario Judicial del hoy tercero perjudicado, Banco Mercantil del Norte S.A., Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero Banorte, personalidad que tengo debidamente acreditada en los autos del juicio de origen y ante las autoridades responsables, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 167, 180 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, vengo a formular a nombre de mi representada las siguientes:
ALEGACIONES


Primero que nada, es menester hacer notar a Ustedes CC. Magistrados, que los conceptos de violación esgrimidos por los hoy quejosos, resultan por demás ABSURDOS e IMPROCEDENTES, basando los mismos en simples manifestaciones sin sustento legal alguno.


A) Ahora bien, por lo que respecta al primer concepto de violación hecho valer por la parte quejosa, he de manifestar que el mismo resulta IMPROCEDENTE, en virtud de que en primer lugar, la quejosa alega y refiere que le causa perjuicio el hecho de que supuestamente la autoridad responsable Ad quem de forma incorrecta manifestó en su resolución que hoy es el acto reclamado, que no era necesario la exhibición del certificado contable para la procedencia del juicio especial hipotecario, situación que de ninguna forma es incorrecta como de forma dolosa lo refiere la quejosa, ya que es sabido que NO es necesario la exhibición del certificado contable para la procedencia del juicio hipotecario, amén de que en el caso concreto, mi representada SI EXHIBIÓ con su demanda, el estado de cuenta certificado, mismo que fue emitido cumpliendo con todos y cada uno de los requisitos establecidos en el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito; razón por la cual resulta INATENDIBLE lo vertido por la recurrente.


De igual forma por lo que respecta a lo manifestado en el primer concepto de violación, referente a que los quejosos se duelen de la resolución del Ad quem en virtud de que el mismo refirió que los codemandados incumplieron con el pago, cabe resaltar que de ninguna forma esto les para perjuicio, ya que en primer lugar y tal y como se desprende de constancias del juicio principal, quedó plenamente acreditado lo siguiente:

1.- Que el pago mensual a que se encontraban obligados los demandados a efectuar a mi representada, los debieron de haber realizado en el domicilio de mi poderdante los días 3 de cada mes, tal y como se acredita con el contrato de apertura de crédito base de la acción; siendo en el caso concreto que los enjuiciados INCUMPLIERON con dicha situación al no haber efectuado los pagos a que se obligaron, en el LUGAR, FORMA Y TIEMPO pactado para tal efecto, sin que hayan acreditado la supuesta negativa de mi representada de recibir dichos pagos mensuales o el por qué realizaron el pago de forma diversa al convenido, de ahí que efectivamente no realizaron el pago en la forma pactada, y en consecuencia, si el pago no se efectúa en los términos y tiempo convenido, no se puede hablar de que existe el pago, sino mas bien de un incumplimiento de la obligación,  tal y como lo disponen los artículos 2078 y 2079 del Código Civil para el Distrito Federal.
En efecto, el pago “es la entrega de la cantidad debida”, aunado a que el pago debe de hacerse en la forma, términos y tiempo pactado por las partes, siendo que en el presente juicio, los codemandados NO HAN ENTREGADO LA CANTIDAD DEBIDA A MI REPRESENTADA, NO HAN REALIZADO EL PAGO EN LA FORMA ESTABLECIDA EN EL CONTRATO BASE DE LA ACCIÓN, Y TAMPOCO HAN REALIZADO EL PAGO EN EL TIEMPO CONVENIDO; RAZÓN POR LA CUAL NO SE PUEDE HABLAR DE PAGO, YA QUE EL MISMO EN EL CASO CONCRETO NO EXISTE, TAL Y COMO LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 2062, 2078 Y 2079 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL.

Por otra parte, los hoy quejosos refieren que el Ad quem no otorgó pleno valor probatorio a las consignaciones que refieren y que supuestamente las mismas estuvieron hechas conforme a derecho, situación que es FALSA Y ERRONEA, toda vez que como sus Usías saben, la consignación de pago se deben de notificar al acreedor en este caso mi representada, a efecto de que el mismo tenga conocimiento y pueda oponerse o en su caso recibir dicho pago, situación que de ninguna manera aconteció en el presente juicio.
Amén de lo anterior y con independencia de que los codemandados hoy quejosos no acreditaron en el juicio de origen, el motivo por el cuál realizaron el pago de forma diversa, TAMPOCO ACREDITARON QUE SUS SUPUESTAS CONSIGNACIONES HUBIEREN SIDO POR CONCEPTO DE PAGO DEL CRÉDITO OTORGADO POR MI REPRESENTADA, así como tampoco acreditaron la SUPUESTA NEGATIVA DE MI PODERDANTE, REFERENTE A RECIBIR MES CON MES SUS PAGOS.
Por lo anterior, es que resulta in atendible que los hoy quejosos pretendan hacer creer a este Tribunal Colegiado, que las supuestas consignaciones que los mismos refieren, fueron realizadas conforme a derecho, situación que es FALSA y ERRÓNEA como ya se ha manifestado; por lo que deberán de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo que en este apartado hago referencia.

B) Por lo que respecta al segundo concepto de violación, cabe precisar de forma muy concreta, que los quejosos alegan principalmente, el hecho de que supuestamente acreditaron plenamente en el juicio de origen, la supuesta negativa por parte de mi representada a recibir los pagos mensuales que los enjuiciados debieron haber efectuado mes con mes. Lo anterior, resulta IIRRIOSRIO y ABSURDO, denotando la mala fe y el dolo con el que se conducen los quejosos, YA QUE DE NINGUNA FORMA, ACREDITARON DICHA NEGATIVA A QUE HACEN REFERENCIA, tal y como se podrán percatar del estudio que realicen de las constancias del juicio principal.

De igual forma, refieren de forma dolosa y absurda, que supuestamente acreditaron la notificación a mi representada de cada una de las consignaciones que efectuaron, situación que es FALSA tal y como se percataran al momento de estudiar las constancias del juicio principal, denotando que dichas aseveraciones consisten en simples manifestaciones vagas y absurdas, sin ningún sustento legal.
C) Por último, hago referencia al tercer concepto de violación esgrimido por los hoy quejosos, mismo que al igual que los dos anteriores, resulta absurdo, infundado e improcedente, toda vez que alegan básicamente, el hecho de que el Ad quem los haya condenado al pago de gastos y costas en virtud de que supuestamente no adeudan cantidad alguna a mi representada, condena que fue impuesta de forma correcta y conforme a derecho, ya que como se ha manifestado, los codemandados jamás acreditaron haber cumplido con el pago en los términos y forma convenida en el contrato base de la acción, existiendo precepto legal expreso para la condena de dicha prestación, tal y como se observa en el artículo 140 fracción III, que refiere entre otras cosas, que el que sea condenado en juicios hipotecarios como es el caso, se le deberá de condenar al pago de gastos y costas, razón por la cual la determinación del Ad quem de haber condenado a los enjuiciados al pago de gastos y costas, es conforme a derecho.

Por otra parte, resulta increíble que los hoy quejosos, se atrevan a querer sorprender la buena fe de sus Usías, al manifestar de forma falsa y dolosa, que de autos supuestamente SE APRECIA QUE MI REPRESENTADA DESVIÓ A OTRA CUENTA el pago de la mensualidad de marzo de 2009, refiriendo además, que dicho pago se desvió a una cuenta DESCONOCIDA de la representante común de los hoy quejosos, siendo absurdo que si supuestamente la cuenta que refiere es desconocida, entonces sepa que es de dicha quejosa, aunado a que como se ha referido, esas galimatías son falsas y carentes de sustento legal, ya que jamás fueron acreditadas en autos.


Ahora bien, cabe manifestar que por lo que hace a las demás manifestaciones vertidas por mi contraria en el concepto de violación correlativo que se contesta, ya han sido motivo de los conceptos de violación anteriores, razón por la cual y tomando en consideración el Principio de Economía Procesal, solicito a Ustedes CC. Magistrados se sirva tener por reproducido en el presente apartado, lo manifestado en párrafos anteriores como si a la letra se insertare.


Por todo lo anterior, es que solicito a este H. Tribunal, se sirva declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADOS todos y cada uno de los conceptos de violación hechos valer por los quejosos, y en consecuencia se les niegue el amparo y protección de la Justicia Federal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirvan:

ÚNICO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma hábil, formulando por parte de mi poderdante, las alegaciones respectivas, mismas que solicito sean tomadas en consideración y en consecuencia, se niegue el amparo solicitado por los hoy quejosos.
PROTESTO LO NECESARIO

JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA

México, Distrito Federal a nueve de diciembre de dos mil diez.

